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Introducción 

La constante presión sobre el suelo urbano a la que se han visto sometidas las ciudades de 

Bogotá O.e. y México D.F. a partir de la década de los setenta ha obligado a sus gobiernos a 

tomar decisiones políticas que responden a tres ámbitos: el) el de la planeación del desarrollo 

urbano, (2) el de la regulación de los agentes, principalmente, los económicos de carácter 

privado que les permita controlar los usos, usufructos y aprovechamientos del suelo uroano, y, 

(3) el del financiamiento del desarrollo urbano, especialmente mediante la gestión pública de 

suelo urbano. 

Estas decisiones políticas se encuentran condicionadas, tanto por fuertes restricciones 

económicas -por su estrecha relación con el régimcn de propiedad-, como por imperativos éticos 

y sociales en tomo a la provisión de suelo urbano dc ca lidad para familias de escasos recursos y 

para proyectos urbanos de interés público. Estas restricciones e imperativos son negociados en 

diversos escenarios de naturaleza conflictiva y. como producto de esta negociación de intereses 

surgen planes y programas en el marco de la política pública de ordenamiento territorial. 

Esta posición analítica de tipo descriptivo, reconoce y otorga especial relevancia al aspecto 

institucional, ya que "se trata de la decisión de una autoridad legítima, adoptada den/ro de su 

campo legítimo dejun·sdicción y conforme a procedimientos legalmente establecidos, vinculante 

para todos los ciudadanos de la asociación, y que se expresa en varias fonnas: leyes, l·entencjas, 

actos administrativos ... " (AguiJar, 1993). Aqul las estructuras normativas se entrelazan con las 

racionalidades y prácticas, tanto de las personas que ostentan algún cargo de autoridad pública, 

como de los ciudadanos del común. 

Tanto los Planes Parciales (denominación que se otorga en Bogotá D.C.), como los Programas 

Parciales (ténnino adoptado en México OF.), representan decisiones públicas expresadas en 

instrumentos de ordenamiento urbano, en los cuales convergen de manera simultánea los ámbitos 

de la planeación, la regulación y la financiación en relación con el suelo urbano. Ámbitos que al 

ser combinados en un sólo instrumento de política, en contextos urbanos en donde la demanda y 

el usufructo del suelo urbano por parte de actores no gubernamentales -organizaciones civiles, 

empresas inmobiliarias, promotores wbanos, etc.- son constantes, generan un ambiente complejo 

para cualquier proceso de implementación - diseño del instrumento. 
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Los diferentes estudios de las políticas públicas en materia de ordenamiento urbano han 

abandonado reiteradamente el binomio implementación - diseño , ya que se han concenlrado en 

tres aspeclos: (l) en la dec isión de lo que hay que hacer, (2) en cómo hacerlo y (3) en el cómo se 

hizo ~ u á l es fueron sus resultados-. El supuesto subyacente de estos enfoques se encuentra 

estructurado a partir de la falsa dicotomía entre política y administración pública, sebrún la cual 

los polfticos deciden y los empleados públicos en un proceso lineal, siguiendo una serie de 

rulinas, ejecutan la polltica en un contexto socio-político annónico. Este supuesto soslaya una 

parte medular del proceso de las políticas: implementación - diseño. En parte por la orientación 

politológica de los ochenta l que afi rmaban que "El gobiemo carecía de iniciativa propia. no 

tenIa la capacidad de elegir sus propósitos y acciones. Era gobernado más que gobierno" y por 

la tajante distinción de roles enlre tomadores de decisión y administradores públicos. 

Sin embargo, es claro que existen decisiones de gobierno que son producto de la movilización de 

recursos e influencias muluas entre diferentes integrantes de la sociedad que pretenden influi r los 

rumbos de la acción pública. En los procesos de implementación de políticas públicas se toman 

decisiones de orden polltico (como lo pueden ser los objetivos prácticos, los alcances a corto y 

mediano plazo y en algunas circunstancias los beneficiarios de la política en cuestión),2 se 

negocian intereses en relaciones de naturaleza conflictiva (especialmente cuando la política 

implica una regulación de las actuaciones de agentes económicos al interior de los mercados) y 

se moldean comportamientos de los diferenles actores (obvio en una implementación a mediano 

y larb'O plazo), mediante el establecimiento de incentivos y restricciones a los agentes. Los 

productos de este lipo de prácticas condicionan de manera decisiva los resultados de la política. 

la presente investigación describe y analiza los diferentes tipos de restricciones a los que se 

encuentra sometido el proceso de implememación - diseño de los instrumentos de la política 

pública de ordenamiento urbano) en dos ciudades capitales Latinoamericanas: México O.E y 

Bogotá D.C. Se analizan tanto las restricciones de carácter endógeno, asociadas a la estructura 

organizativa pública encargada del proceso de implementación, como las de carácter ex6geno 

asociadas al funcionamiento del mercado del suelo e inmobiliario. 

I La Ciencia Polílica no se ocupaba del proceso de gobierno debido a que las teolias que la alimenlabon eran la 
sislémica., marJ[ista, e litista y pluralista, las cuales explicaban las decisiones de goblemo desde fucna del gobierno 
mismo. Ver Aguitar, 1993. La hechura de las políticu. Estudio introductorio. 
1 Es muy poco lo que 1113 palabras contenidas en una decisión o una ley pucden determinar por si mismas y enunciar 
que cualquier polít ica es apenas e l primer momenlo de todo un proceso crucial en el que se determina lo que ocurrirá 
y quienes serian los afcclados posiliva o negat ivamente por lo que ocurrirá.. ( Dolbcarc y H a mm ~nd, 197 1 en Van 
110m y Van Mcrtcr, 1975). 
J Se estudia para el caso de México D.F. los programas parciales en el periodo comprendido CSllre el año 1997 y 
2006 Y para el caso de Bogoti D.C. Jos planes parciales en el periodo comprendido enlre 2000 y 2009. 

8 



Implementación - diseño es el proceso intermedio que exi ste posterior a la aprobac ión de la 

nonna a nivel distrital que engloba las intervenciones y regulaciones en materia de desarrollo y 

ordenamiento urbano (los Decretos - Bogotá D.C.· y Acuerdos - Méx ico D.F.·) que obligan a 

piezas urbanas especificas a que cumplan determinadas carncterísticas, ciertas rCb>ulaciones e 

intClVenciones públicas y privadas. Es decir, es el proceso mediante el cuaJ se movilizan actores 

y recursos gubernamentales orientados a un diseño de política complementario orientado a 

territorios concretos al interior de la ciudad. 

Se sugiere que supera el ámbito del diseño, ya que contiene rnsgos importantes del proceso de 

implementación. Se basa inicialmente en una decisión pública que obliga a la movi lización 

actores y recursos gubernamentales, siguiendo una serie de rutinas y procedimientos, o rientados 

a la generación de productos institucionales específicos. Sin embargo, no se puede afirmar de 

tajo que se trnta de un proceso concreto de implementación, ya que el producto final de la puesta 

en marcha del aparato gubernamental es otro documento de naturnleza obligante dirigido a una 

pequeila escala de intervención en la ciudad. El instrumento, es esta etapa no tendría interacción 

directa con el problema público que pretende solucionar, rnsgo trnscendental de la 

implementación. 

Los instrumentos de la política pública de ordenamiento urbano han sido estudiados desde un 

cantidad importante de trabajos académicos a partir de tres momentos analít icos: (1) el 

problema público y sus impactos económicos, sociales y terri toriales que hace necesario la 

existencia de este tipo de instrumentos, (2) el atuilisis normativo de los propósitos de la política, 

concentrándose tanto en los debates en tomo a las decisiones públicas que pennitieron la 

expedición del marco jurídico como en las herramientas jurídico·administrativas que permiten y 

restringen el accionar de los gobiernos locales en materia ordenamiento y gestión de suelo 

urbano, y (3) la evaluación de los resultados de la puesta en marcha de la política. 

Sin embargo, se percibe un vacio analítico entre los propósitos de la política expresados en el 

diseño macro de la misma, el proceso de implementaci6n • diseño intcnnedio y los resultados 

concretos de este diseño; pareciera que se transitara linealmente de los "objetivos y metas" a la 

evaluación de los resultados de la política. Esto supondría que si Wl3 política no produce los 

resultados propuestos inicialmente, el motivo de este " fracaso" se debe a un mal diseno, lo que 

conducirla a observar y ajustar su diseño y asf sucesivamente. Sin embargo, la mayorfa de veces 

no es que no existan "buenas" po líticas, sino que las restricciones existentes en el proceso de 

implementación transforman el diseño tanto en sus propósitos intennedios (inclusive en a lgunas 
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ocasiones los centrales}, como en las fonnas para la obtención de éstos. Obviar estas 

restricciones de la implementación de la política, yen general el proceso de implementación en 

los análisis académicos que pretenden determinar factores de " fracaso" o "éxito", es un profundo 

error. 

Este es el momento analítico donde se concentra la investigación : analizar las restricciones del 

proceso de implementación - diseño y detenninar cómo éstas se encuentran plasmadas en 

algunos resultados de la política a partir del análisis de los programas y planes parciales en 

México D.F. y Bogotá D.C. 

El primer capítulo desarrolla la discusión teórica en tomo a los proceso de implementación de 

instrumentos de planeación en ordenamiento temtorial a la luz de la teona de la restricciones y 

de la regulación pública; en un segundo apartado se presenta la estrategia metodológica que dio 

soporte a la presente investigación basada en casos de estudio; en los capítulos tres y cuatro se 

abordan los estudios de caso de los instrumentos aplicados en la ciudades de Bogotá y México, 

aquí se presenta una breve descripción del diseño institucional de ambas ciudades, una 

descripción nonnativa de cada instrumento, enfatizando en cada producto institucional y las 

interacciones necesarias para la generación de cada uno de éstos y a l final de cada capítulo se 

sistematizan y analizan los contenidos específicos del diseño de cada instrumento. En el quinto 

apartado se describen y analizan las principales restricciones que se expresan en el proceso de 

Implementación - Diseño de los planes y programas parciales, organizando cada una de éstas 

dependiendo la el origen de la restricción en endógenas y exógenas. Finalmente en el sexto 

capítulo se presentan las conclusiones generales de los dos casos de estudio en un análisis que 

vincula algunos elementos susceptibles de comparación tanto de la naturaleza como de los 

resultados mismos del proceso de Implementación - Diseño de los instrumentos. 
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1. El proceso de implementación - diseño de los instrumentos de la política 
de desarrollo y ordenamiento urbano: entre la planeación, la regulación 

y la financiación 

Los denominados instrumentos de política no tienen una definición consensuada, o una 

clasificación unísona que pueda englobar su conjunto. Las diferentes aproximaciones a estos 

instrumentos se han concentrado en tres foonas clásicas de abordarlos: (1) desde una evaluación 

noonativa, concentrando su esfuerzo en el deber ser de cada instrumento (Tinbergen, 1956; 

Kirschen. 1964); (2) desde un esfuerzo descriptivo, es deci r un "intento de proporcionar una 

descripción cabal de las caracteristicas de cada instrumento " (McDonnell y Ehnore, 1986; 

Hood, 1984; Linder S. y Peters G., 1993) y, (3) desde la fonna como los instrumentos son vistos 

por los actores "dentro y fuera del gobierno que eligen entre ellos y. más específicamente, en los 

criterios utilizados por esos aclores para juzgar la conveniencia de los instnlmentos para 

resolver los problemas de política" (Linder S. y Peters G., 1993). 

Para los propósitos de la presente investigación los instrumentos de política se clasificarán en 

dos categorias según los actores que pueden hacer uso de ellos. La primera es la gubernamental, 

que pennite a la administración póblica de cierto territorio alcanzar propósitos de polít icas de 

gobierno específicas. Pueden ser instrumentos de política monetaria, de financiación del espacio 

construido de la ciudad o simplemente de recaudo de impuestos. La segunda, es una categoria 

asociada la occountability, en donde la ciudadanía y actores políticos no gubernamentales, a 

través de estos instrumentos, pretenden hacer cumplir mandatos plasmados en leyes o programas 

o simplemente generar nuevos mandatos con ciertos niveles de obl igatoriedad, sustentados en 

propósitos superiores en donde el gobierno no ha respondido de manera efcctiva. 

Esta doble categorización de los instrumentos de política permite una aproximación básica a 

éstos desde los actores que pueden sacar algún tipo de rédito público con su aplicación y por 

medio de esto comprender los incentivos, interrelaciones y resultados del proceso 

implementación - diseño que se dan en la práctica . No se pretende hacer una discusión teórica 

sobre los instrumentos de política pública a la luz de la ciencia de las políticas de manera 
genérica, sino incluir este tipo de reflexiones asociadas de manera concreta a cada instrumento 

estudiado y su respectivo contexto institucional. Si se entienden estos instrumentos como un 

conjunto de piezas o aparatos diseñados para la consecución de objetivos de política, analizarlos 

extrayéndolos de la realidad de la política póblica en cuestión seria limitado. 
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Siguiendo esta argumentación, a lo largo del documento se anal izará cada instrumento 

dependiendo de sus propósitos declarados y el conjunto de actores a quien su aplicación 

favorecería o afectaría de mayor fonna, El análisis a nivel teórico se conccnlrará en el proceso de 

implementación - dise,io, enfatizando en la relación de estos instrumentos con las políticas de 

naturaleza regulatoria y la institucionalización de los procesos de planeación urbana participativa 

como decisión de polltica, 

Por otra parte, en la discusión teórica sobre el binomio implementación - diseño, el primero 

tendrá mayor peso que el segundo, no sólo por el interés académico orientado hacia la 

comprensión del funcionamiento de las instituciones de gobierno más allá de la decisión , sino 

también por la asociación directa entre el funcionamiento organizacional y la teoría de las 

restricciones, Lo anterior, vinculando pennanentemente esta discusión a la naturaleza y 

problemática misma del proceso de implementación de instrumentos de la política pública de 

desarrollo y ordenamiento territorial en las dos ciudades, haciendo un importante esfuerzo por 

realzar el vínculo teórico entre el papel de las personas de gobierno encargadas de ejecutar los 

instrumentos de política y las restricciones mismas del proceso, 

l.L La regulac ión pública y la planeación participativa en el desarroUo y 
ordenamiento urbano como decisiones de política 

los procesos de implementación de políticas públicas que pretenden regular el comportamiento 

de agentes económicos son sin lugar a duda más complejos cuando se intentan Uevar a cabo en 

contextos urbanos en donde las instituciones pollticas y de gobierno son débiles, Más aún, 

cuando la denominada "crisis de representación política" cimienta de manera pennanente dudas 

sobre una posible sumisión de las estructures fonnales de gobierno hacía diferentes poderes de 

facto en la realidad urbana, 

Este debate tiene sus raíces en dos corrientes teóricas ubicadas en orillas contrarias, Por un lado, 

desde la teoría de la Agencia,· se afinna que existen problemas de agencia cuando los costos de 

monitoreo son muy altos para el pn'ncipafpor la asimetria de la información, ya que los intereses 

de los representantes políticos se apartan de manera significativa de los intereses de los 

• O también denominada Teorfa Principal . Agente desarrollada en el émbito de la administración empresarial en la 
década de los setenta por Spcnoc y Zeckhauser, la cual ve a la compaiUa como una fonna especial de aplicación de 
un contralo, el cual regula las relaciones y funciones desempeñadas por un propietario (principal) y un ejecutor 
~ag ente ), VcrSpenceyZeckhauser, 197 1. 

Desde anélisis polilológico de la repr csc nt a~ió n polhica en las democracias modernas, basado en la teoria dc la 
agencia. se entiende que el principal es el elector, es decir e l ciudadano que con su voto genera un t ipo de contrato 
con el electo y el agente es el representante político que con el voto del principal accede a cargos pÍlblicos 
remunerados, 
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representados. Estos costos son uno de los principales argumentos de la "crisis de la 

representación polilic,I" , pues se afinna que cada vez son más altos. ya que la distancia existente 

entre los intereses de los representantes y los representados, y por ende las estrategias y prácticas 

puestas en marcha para su consecución, es cada vez más grande. 

la otra corriente se encuentra ubicada en el estructuralisrno. En ténninos generales, se afirma 

que las decisiones y prácticas de las personas encargadas de ejercer gobierno en las democracias 

burguesas se encuentran condicionadas irreparablemente por los intereses del capilal. Baj o este 

determinismo, los representantes políticos que integran el gobierno son producto de 

negOCiacIOnes entre las personas que detentan el capital y sus actuaciones se encuentran 

orientadas exclusivamente a la reproducción del mismo. Siguiendo esta argumentación, la 

distancia entre el sentir popular y los representantes políticos sería abismal. 

Sumado a esto se pueden encontrar algunas raíces de esta crisis en la década de los setenta, 

plasmadas de fonna clara en el libro que sirvió de diagnóstico para el conjunto de reformas de 

corte neoliberal acaecidas en la década de los ochenta: La crisis de la democracia: reporte sobre 

la gobemabilidad de las democracias a la comisión tri/ateral. En este documento se afinna que 

la ingobernabilidad existente en el momento era producto de la distancia entre las demandas 

sociales --expresadas tanto por movimientos sociales reivindicatorios como por los 

representantes políticos que hacían suyas muchas de estas demandas- y la capacidad real de 

respuesta del gobierno. 

Además de evidenciar el término "Sobrecarga" (Crozier, Huntington y Watanuki; 1973), se 

devela algo crucial para la presente reflexión: la necesidad de abrir espacios de participaci6n 

institucionales en los procesos de planeación, no sólo para garantizar ciertos niveles de 

legitimidad necesarios para ejercer gobierno, sino también para que en el mismo ejercicio se 

afinnara y socializara el concepto de recursos públicos limitados. 

A partir de esto se redefine el papel de la sociedad ~pec ificamente el de los ciudadanos con 

intención de participar en la deliberación de las decisiones públicas- y su relación con el 

gobierno. Los argumentos para esta redefinici6n se sustentan en las tesis brevemente expuestas. 

la "crisis de la representación política" se ve parcialmente remplazada por los procesos de 

planeaci6n participativa de la inversión y la regulación pública bajo la afinnación que supone 

que éstos sólo pueden tener un vínculo con la realidad si se hace con los posibles beneficiarios de 

la misma, pues se cree que sólo las personas que viven ciertas realidades son capaces de decidir 
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acertadamente las medidas públicas favorables para su futuro. A partir este tipo de prácticas se 

disminuyen de manera sustanc ial los costos de agencia y los intereses asociados a grupos de 

poder se verlan re legados por la "¡xJrlicipacióll popular'. 

Por otro lado, la "crisis de gobemabilidad" asoc iada a la poca o nula legitimidad por e l escaso 

poder de respuesta gubernamental a las necesidades y reivindicaciones sociales, se ve en parte 

paliada a l vincular a diferentes sectores sociales a los procesos de decisión pública haciéndolos 

no solamente posibles bene ficiarios, sino también co-responsables de la acción gubernamental. 

Esta es una transfonnación primordial en el ejercicio de gobierno que en algunos paises 

desarrollados se viene observando durante la última década. No sólo la vinculación de los 

sectores no gubernamentales en los procesos decisorios, sino también en la puesta en marcha y 

evaluación de las mismas. 

A pesar que la vinculación de actores no gubernamentales a las diferentes etapas de las políticas 

públicas cada vez es más amplia, las dudas sobre el pape l del "sistema de representación 

política" existente en las democracias latinoamericanas aún es latente. Sin embargo, no todo es 

atribuible a los fa llos de la representación. Las restricciones en la aplicación de d iferentes 

políticas, yen especial aquellas que tienen matices regulatorios, provienen de diferentes ámbitos 

y se expresan en momentos especfficos de la aplicación de la decisión poUtica. 

En las restricciones de los procesos de planeación terri torial que tienen como propósito central la 

regulación de agentes económicos ~si bien no se puede afinnar de tajo lo que Przweworski y 

Wallerstein denom inan "una dependencia estnlCtural del Estado -gobierno- frente al capitar.6-, 

es claro que los intereses económicos limitan las decisiones políticas y e l alcance de las mismas 

en contextos detenninados, no por Wl8 contradicción innata entre intereses públicos e intereses 

privados, sino básicamente por la fonna como son distribuidos los recursos (en la mayoría de 

ocasiones escasos) en las economfas y democracias contemporáneas. 

Esta distribución de recursos se hace mediante dos vfas (dependiendo la organización 

institucional y el contexto sociopolítico W1a se acentúa más que la otra) : el Mercado y el Estado. 

En este sentido, y siguiendo la argumentación de Przweworski, los individuos tienen una doble 

, Sobre este concepto afinnan que en cualquier economla capilalista, el Eslado sin importar quien ocupe su cima, 
quién haya elegido . a lal ocupanl<:. y con qué intCflciones., está rest ringido por el hecho de que las decis iones 
económicas cruciales, las que afectan el empleo y la invcnKm. son una prerrogativa privada. Przweworski Adam. 
Las restricciones económicas de las decisiones públicas. Revista Internacional de Filosofía Polílica No. 6. 
Madrid. I99S. 
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colUlotación: la de agentes económicos y la de ciudadanos. Bajo este argumento el "Estado -

gobierno- es un mecanismo centralizado que obliga a los agentes económicos a hacer aquello 

que no hubiesen elegido hacer de fonna voluntaria y el mercado es un mecanismo 

descentralizado en donde las familias y las empresas deciden como asignar los recursos que 

poseen".' 

Estas atribuciones que tienen los gobiernos de regular las actividades de los agentes económicos 

buscan "afectar directamente el comportamiento de agentes del sector privado para que éste sea 

compatible con el interés público" (Mariscal, 2(08). Bajo este argumento existiría una tensión 

entre intereses privados y algunos intereses públicos cuando los agentes económicos son 

obligados por parte del Estado a hacer algo que no harían siguiendo una lógica rocional de 

maximización de beneficios. 

Sin embargo, parece falsa la dicotomía "natural" entre intereses individuales e intereses públicos 

por la misma fonna como es concebido el interés público desde la práctica de las democracias 

representativas. Lo anterior, ya que en nuestros sociedades quienes detenninan cuál es el interés 

público son aquellos individuos que se encuentran en cargos de representación política, los 

cuales representan' los intereses de un cúmulo de ciudadanos o agentes económicos individuales 

que lo eligieron a través de su voto como actor público. Sin embargo, sus decisiones, las que se 

denominan públicas "en función de l interés público", son funcionales, en teoría, a los intereses 

más representativos de los agentes económicos individuales (intereses que necesariamente no 

son contraproducentes al conjunto de la sociedad). 

En este sentido y siguiendo la caracterización realizada por March y Olsen sobre los procesos 

que sustentan los sistemas políticos, se considera que las decisiones políticas pueden surgir de 

dos procesos distintos: agregativo o integrativo. El primero se basa en la negociación de intereses 

en escenarios conflictivos en los cuales los individuos "aceptan sacrificar algunas de sus 

preferencias a cambio de satisfacer otras". Por su parte el proceso integrativo se sustenta en una 

dinámica de construcción conjunta de preferencias companidas, en donde los actores 

involucrados dan fonna a ciertas preferencias distintas a las que inicialmente tenían . En estos dos 

procesos los intereses, el conflicto y la negociación son el eje central mediante el cual los 

gobiernos trazan las fronteras entre los ámbitos de acción entre gobiernos y el mercado. 

J Ibidem.· 

• Es necesario genaw hs incentivos necesarios para poder alinear los intereses de Jos representantes con Jos de Jos 
rcpresertados para evitar o reducir lo que la teoda de la agencia denomina "costos de agencia", 
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Estas fronteras entre las acciones de los gobiernos y los mercados se definen constantemente, 

pues al estar ambas instancias impregnadas de los intereses de agentes económicos (en general, 

ambos buscan la maximización de sus beneficios,'" unos mediante los votos y otros mediante la 

combinación de bienes y servicios que les generen la mayor utilidad posible), el connicto y la 

negociación de los mi smos son el mecanismo mediante el cual estas fronteras se establecen y 

redefmen. 

Las políticas que pretenden regular los comportamientos de los agentes económicos asociados a 

los mercados del suelo e inmobiliario no escapan a esta lógica, ya que tanto las decisiones y el 

alcance de las mismas, como la puesta en marcha de estas decisiones son producto de un proceso 

de confl icto-negociación de intereses en tomo a la fonna como se configuran las intervenciones 

fisicas en el suelo urbano de las ciudades. 

Al ser el suelo un elemento de soporte de cualquier actividad humana, la política del suelo " se 

convierte en un recurso para lograr objelivos sociales (bienestar) y económicos (eficiencia) en 

un ambienteflSico",lo se erige como una política de apoyo para otras políticas y se le otorgan 

unas connotaciones particulares como: (1) crear una oferta de suelo que responda en cantidad y 

momento a las necesidades de las ciudades, (2) tener continuidad en el tiempo, (3) mantener el 

control sobre el destino fina l y (4) en ciertos casos, sustituir la lógica de mercado por una de 

desarrollo sociaL11 

Entonces la discusión central no es sí se debe o no se debe regular el mercado del suelo 

construido mediante una política sino, como lo afirma Morales Schechinger, la discusión se 

concentra en "la naturaleza de la regulación" ya que todos los países de l mundo regu lan e l 

mercado del suelo urbano12 "y !,.us ciudades ponen en operación instromentos de gestión de suelo 

especificos que influyen en la cantidad, calidad y precio que se ofrece en el mercado ... 13 

9 Existe una corrienle de pensamiento que demuestra en a lgunos cosos que las decisiones de los individuos no sólo 
son motivadas por la maximización dc sus intereses y benefic ios, sino en principios de cooperación y confianza. 
~Ostro m y Wolker, 2002) 
o Kunz B. Ignacio. Instrumentos para la gestión del suelo. Universidad Nacional Autónoma de Méxlco. 2005. 

11 IbKtem. 
12 Algunas ciudades usan la via de l. propiedad pública del suelo como en las ciudades de Hong Kong, La Habana y 
Nueva York; otras la vía fillCll l, como en Sydney y Wellington; otras la via de la venta de derechos de desarrollo 
como Sao Paulo y l )'Ón y OIras, la via de responsabi lidadc:t; urbanlsticas a los propietarios como MadrkJ y Bogotá 
En Morak::s Sc.hechinger Carlos y Méndez luis Enrique. Para entender el plan urbano y el mercado de suelo: unos 
conceptos iniciales. México. 2003. 
u Ibidcm. 
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La teoría económica neoclásica afinna que la regulación de los mercados surge cuando se 

presentan fall as en el mercado. Éstas se encuentran asociadas con las caracteristicas propias de 

los bienes o servic ios en cuestión que impiden alcanzar situaciones de competencia. El mercado 

de suelo e inmobiliario tiene dos principales fa ll as que obligan la intervención del gobierno: (1) 

la oferta no atiende una proporción importante de demandantes y (2) el requerimiento tácito de 

tos agentes oferentes del bien l4 de la existencia de bienes públicos para que la oferta y la 

demanda concreten su intercambio. Estos fallos del mercado hacen necesario restringir algunas 

libertades del mercado por instrumentos regulatorios para mejorar la asignac ión de los recursos y 

la eficiencia productiva. 

La intervención de los gobiernos en el mercado de suelo urbano se puede establecer en "cuatro 

líneas fundamenta les de incidencia": (1) Mediante la vía fi scal Esto es cuando el Estado cobra 

impuestos sobre el suelo urbano, esto lógicamente incide en los precios como en la tenencia del 

suelo; (2) mediante la reglamentación urbana, que se refiere específicamente a las regulaciones 

asociadas a las nonnas sobre los usos del suelo urbano y sobre las densidades o 

aprovechamientos urbanísticos; (3) mediante la provisión pública directa de infraestructura, a 

través de la cual se incide directamente en los precios, y, (4) la incidencia que ejerce el Estado 

como agenle activo en el mercado del suelo, tanto como propietario de tierras como productor de 

espacio construido. (Jaramillo, 1994) 

Bajo estas ideas la regulación de los gobiernos en el mercado de suelo configura una política de 

gestión de suelo urbano, entendiendo ésta como "el conjunto de intervenciones de las entidades 

públicas sobre el mercado de la tierra, dirigidas a alcanzar los objetivos éticos y políticos que 

asume IIIUl determinada comunidad política en fos procesos de transformación, ocupación y 

conservación de un territorio, o de manera aún más simple, todas las acciones tendientes a 

asignar unas reglas de juego para la utilización a los ten-enos, dirigidas a la dism·bllción de 

derechos entre los propietarios y la colectividad" .1S 

Aunque se requieren condiciones objetivas para que se diseñen e implementen políticas de suelo 

ambiciosas bajo unos objetivos éticos que emanen principios de equidad e inclusión. el entamo 

en que se mueven los sistemas políticos en algunos paises en América Latina son claramente 

hostiles, ya que algunos intereses privados, asociados a los agentes inmobiliarios que claramente 

,. La oferta del suelo construido requiere de redes viales, de acueducto, de akantari llado, de electricidad, etc., para 
~ ue su producto pueda consolidarse como tal 
, Maldonado, 2003, retomando la, definiciones adoptadas de Comby Joscph, Renard Vincent MLes politiqucs 
fonciba:- . Parls. PUF. t996. 
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se ven beneficiados por el alto precio del suelo construido, asedian tanto los espacios de deci sión 

política como los espacios burocráticos de implementación de la misma. Como lo afirma 

Eugenio Rivera,16 a l ser los políticos y reguladores agentes maximizadorcs de sus propios 

intereses son susceptibles de que los grupos de interés, mediante la provisión de apoyo 

financiero, influyan el resultado del proceso regulador. 

En este sentido es importante determinar qué tipo de decisión política se produce de la 

interacción, en algunos casos conflictiva, de (1) los intereses de los representantes políticos, 17 (2) 

los intereses de los agentes económicos asociados al mercado del suelo e inmobiliario y, (3) los 

intereses expresados en demandas de las organizaciones sociales y comunitarias asociadas al 

acceso a suelo urbano construido. 

Es entonces necesario detenninar la naturaleza de la decisión política y las herramientas 

concretas con las que prelende regular las intervenciones de los agentes productores de espacio 

construido en las ciudades. Asociar la naturaleza con las herramientas y con los marcos jurídicos 

vigentes es una tarea necesaria para lograr detenninar el alcance de la decisión. Ya que es 

conocido que las polflicas públicas de naturaleza regulatoria se encuentran asociadas 

inseparablemente con el derecho, ya que prohibi r o restringir actividades de los individuos que 

habitan una jurisdicción tenilorial se vincula directamente con (1) el ámbito de los derechos y 

los deberes estipulados concretamente en las estructuras legislativas y (2) con los jueces que 

interpretan la naturaleza y espíritu de las leyes. Lo anterior, ya que lo que permite al propietario 

privado oponer su poder a la intervención -regu lac ión- estatal -gubernamental- "es, ni más ni 

menos, SIlS derechos de propiedad',.18 

La forma como los individuos interpretan y aceptan el ordenjuridico depende de los productos y 

los grupos beneficiarios de las decisiones legales producidas históricamente por este orden. 

Puede entenderse como "un recurso para proteger a los ciudadanos de los excesos privados y 

públicos"!') o simplemente, como una herramienta al servicio de grupos poderosos para vulnerar 

" legalmente" los derechos de un porcentaje importante de la población. lejos de ser una versión 

neutra y unívoca estas dec isiones jurídicas "están marcados por la ideología y la clIl/ura j uridico 

16 Rivera, Eugenio. Tconas de la regulación. Un análisis desde la perspectiva de las politicas públicas. Documentos 
de trabajo, e IDE, Número 133, Mexieo, Octubre 2003. 
17 Estos intereses pueden ser los mismos que los de algunos de 105 dos inltteSeS subsiguientC:5, elaro está si 00 
existen problemas de agencia entre representados y representantC:5. 
11 Azuela Antonio. La ciudad, la propiedad privada Y el derecho. Miguel Ángel POrTÚa. México. 1989. 
l. Caklerón, Julio, Algunas consKlcnaciones sobre los mercados ilegales e infonnaics de suelo urbano en América 
Lal.inaLincoln InstilUle Research Report. 1999. 
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política de ;:ms autores, de modo que, para conocer el contenido nonnativo de 1l1JO institución, 

siempre es necesario hacer lI11a interpretación de tales textos".20 

Uno de los aspectos que pueden detenninar la esencia de las decisiones polfticas y de las 

innovaciones juridicas es su relación con el régimen de propiedad, ya que como lo afinna Azuela 

(1989) lo que se estudia -decisiones como innovación juridica· como fenómeno social no es el 

suelo, sino la "propiedad sobre el mismo" .21 En este sentido, resulta relevante la fuerte influencia 

de la doctrina de la función social de la propiedad en la mayoria de legislac iones 

latinoamericanas, influencia que en la mayoría de legislaciones no pasa de ser una declaración 

grandilocuente que carece de herramientas reglamentarias concretas que pennitan materializarla. 

La transfonnac ión que propone esta doctrina a los diferentes regímenes jurídicos es la obligación 

que tiene la propiedad privada de contribuir al desarrollo de los objetivos superiores que en 

materia de desarrollo urbano trazan los gobiernos. Bajo este enfoque los derechos de propiedad 

urbana quedan en una escala jerárquicamente inferior que los derechos que tiene la colectividad 

sobre la posesión, los usos y usufructos de la propiedad urbana. 

Por esto, uno de los elementos más claros de las redefiniciones contemporáneas del derecho de 

propiedad tiende a restituir los vínculos entre uso y obligación y a recuperar el principio de la 

solidaridad.u Las obligaciones que tienen los propietarios se transfonnan progresivamente en 

obligaciones contratadas por un individuo y no determinadas únicamente por su característica de 

propietario urbano, es decir, el cambio fundamental es la separación entre el derecho de 

propiedad y el derecho a construir y a usar la propiedad a voluntad de los que tienen la posesión 

urbana, ya que se entiende que las plusvalías generadas de los derechos de construcciÓn no 

pertenecen exclusivamente a los propietarios de la tierra, ya que éstas son producto del esfuerzo 

urbanística público. 

La propiedad urbana, en suma, es una propiedad limitadalJ sometida a una serie de restricciones 

y regulaciones de carácter formal. Es a su vez una propiedad teleológica, u ya que tiene 

fina1idades sociales y ecológicas que superan y condicionan las decisiones individuales de los 

10 Azuela AnlOIlio. La ciudad, la propiedad privada y el derecho. Miguel Ángel Poma. México. 1999. 
21 Azuela Anlonio. Inlroducción. Perspectivas Urbanas: temas aiticos en la política de suelo en América Latina. En 
Smolka y Mullahy. Lineoln InstiluteofLand Policy. 2007. 
n Maria Mercedes Maklonado. La propiedad en a constitución coklmbiana de 1991. Superando la tradición del 
código civil. 200 1. 
u Brewer-Carias AlIan. Urbanismo y propiedad privada. Jurklica venezolana. 1980. 
24 Ibid. 
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propietarios, además de encontrarse regulada, yen muchas ocasiones pre-destinada a ciertos usos 

por documentos oficiales de ordenamiento territorial expedidos por autoridades públicas urbanas. 

" 

1.2. La lógica burocrática en la implementación - diseño de las políticas 
públicas y la teoría de las restricciones (fOC)26 

La teona de las restricciones desarrollada a inicios de la década de los ochenta por el fisico 

Israeli Eliyahu Goldratt,21 se encuentra basada en la comprensión de los procesos empresariales 

desde la lógica de la causa - efecto,21 detectando fonnas de mejora pennanente orientando éstas 

a garantizar el principio de continuidad empresarial. 

La TOC tiene como principal sustento la leona de los sistemas, ya que su "punto de partida es la 

consideración de que los sistemwl son teleológicos" (Aguilera, 2000; 54), Y el propósito central 

de toda empresa es ""ganar dinero en el presente, como también garantizar su permanencia en 

el futuro" (Goldratt, 1993). A partir de este se estructuran los procesos, interrelaciones y 

productos de sus subsistemas. Se basa en la afinnación que cada proceso productivo en e l cual 

están en constante interacción múltiples acto res avanza a la velocidad del paso más lento. A 

partir de esto, se identifican los factores Iimitantes -restricciones- que lo hace lento, diseñando 

posteriormente una estrategia para la superación de los mismos. Se entiende que en cada empresa 

existe por lo menos una restricción en el proceso de bien o servicio producido, ya que si no fuera 

así la empresa generana ganancias ilimitadas. 

La naturaleza teleológica de las organizaciones es tanto el punto de partida como el de llegada. A 

la luz de su propósito central se analizan las interacciones, los procesos y procedimientos . En 

palabras de Goldratt: "toda acción tomada por cualquier nivel de la empresa debería ser 

juzgada por su impacto global sobre el propósito de la organización. Eso implica que, antes de 

lJ EstO:te expresa en los instrumentos de ordenamiento territorial de diferente escala, en donde por medio de estos se 
destinan suelos a: la conservación ambiental , infraestn.tclura de movilidad, equipamientos públicos, mega proyectos 
urbanos, cte. Igualmente se dcstinan los usos de suelos: s i es habitadonal, ind u st ri a~ comercia~ mixto, desarrollo 
educativo, de. 

26 Conoctda asl por sus siglas en ingles Theory of eonstraints. Esta teona fue introducida en 1984 por el tisico Israelí 
Goldratt en e l libro The Goal. 
27 Otros autores atinnan que las TOC nace del trabojo de diversos invest igadores de todo el mundo y como 
evidencia señalan algunas cantcteristicas de esta toorla que 110 fueron desarrollados por GoldratL Entre ellas se 
mencionan: la teona de colas, el costeo directo y la simulación ya se utilizaban en la década de los cincuenta. 
Valencia, Ramón. Teorla de las restricciones: un acercamiento. Revista ciencia administrativa. Año 2002 volumen 
no l . Universidad Vcracruzana. México 2002. 
n Tiene su origen en programas fundamentarlos en la programación lineal, siendo uti lizada inicialmente en el 
ambtente de la tibrica. 
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lidiar con los mejoramientos de cualquier parte del sistema, primero necesitamos saber cuál es 

la meta del mismo y las medidas que va a pennitir que podllmosjuzgar el impacto de cualquier 

sistema y de cualquier acción local sobre esa mela g lobar' (Goldratt, 1993). 

Seb>ún esta teoría, las restricciones pueden categorizarse en dos grandes ámbitos: las fisicas o de 

procesos y las de política. Las primeras, hacen referencia a la imposibilidad de suplir las 

necesidades del mercado en donde se desenvuelve la empresa y pueden estar vinculadas, entre 

otras, a la poca disponibilidad de materias primas, de mano de obra calificada o de tecnología de 

punta. Las de política, son las restricciones que se encuentran asociadas a las diferentes reglas 

que gobiernan el proceso productivo, son aquellas que posibilitan o dificultan este proceso. 

Pueden ser los manuales de operación, los procedimi entos establecidos, los incentivos formales 

de producción o el congelamiento de horas ext.ras. 

El enfoque de análisis de las restricciones de la TOC se basa en cuatro grandes pasos: (J) 

identificar ubicación y magnitud de la restricción, (2) explotar las restricciones del sistema, (3) 

subordinar todo a la restricción anterior y (4) elevar las restricciones del sistema. Esto quiere 

decir que después de identificada la restricción es nccesario llevarla al límite obteniendo la 

mayor producción reduciendo su impacto negativo, posleriormente volver a la restricción 

anlerior -que tiene un impacto permitido sobre el proceso de producción- y avanzar según su 

ritmo y finalmente , diser1ar un programa de mejoramiento de esta " restricción anterior" para 

poder maximizar las utilidades de la empresa. 

Asociar la teona de las restricciones con los procesos de implementación de políticas públicas, 

más que tratar de adaptar de manera forzada las técnicas y metodologias propias de los procesos 

productivos con ánimo de lucro, lo que pretende es reconocer el aporte -y por supuesto las 

limitaciones- que las prácticas gerenciales han dado a la teoría de la administración pública, 

especialmente a la comente denominada Nueva Gestión Pública (NPM).29 Entendiendo que una 

de las dos principales ciencias que alimentan el Estudios de las Políticas, específicamente el de 

la implementación, es la administración pública. 

En la actual revisión bibliográfica no se encontró mención alguna a la interrelación entre la 

teoría de las restricciones y el estudio de las polí ricas. Sin embargo, la forma como se 

H Conocida asi por sus siglas en ingles New Pub/ic Manogment.. Hace referencia a la comente de la administración 
púbhca que se puso en marcha en la d~ada de los ochenta la cualtienc como principal propósito vincu lar principios 
gerenciales en el desarrollo del ejercicio de gobierno, especialmente lo relacionado con akos grados de eficacia y 
eficicocia en la invenión pública. 
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aproximan diferentes artículos que analizan políticas a su objeto de estudio es similar a la 

descrita por Goldratt en los ochenta. Tal vez porque la causalidad asociada a los propósitos de la 

acción gubernamental es un elemento de análisis común, o en otros términos un paso obligado, 

de los diferentes invest igadores que abordan estos temas de gobierno y políticas. 

Las restricciones en los procesos de aplicación de políticas públicas son analizadas a través de 

los propósitos de la política. La visión teleológica de la teoría sistemas es el principal insumo de 

análisis, ya que la intención central es vincular los diferentes procesos asociados a la 

consecución del objetivo máx imo de la política con los productos parciales y la fonna como se 

generan estos. 

El análisis de la aplicación de los instrumentos de planeación urbana no escapa a esta lógica, 

viendo éstos como un subsistema, con unos propósitos intcnnedios especificos, como parte de la 

cadena causal necesaria para la concreción de los objetivos superiores de la política. Sin 

embargo, los propósitos intermedios que nacen de la movilización de los instrumentos de política 

en algunas circunstancias se vuelven objetivos de política en sí. Es decir, el hecho mismo que se 

pueda aplicar un instrumento que permita planear de manera participativa el desarroUo urbano de 

cierta circunscripción territorial o que se pueda aplicar un instrumento que regule las 

intervenciones privadas sobre el suelo urbano, es considerado en algunas ocasiones, como logro 

concreto de política, sin importar que el impacto que tenga la aplicación misma de los 

instrumentos sobre el territorio sea mínima o nula. 

Esto puede explicar en parte que los estudios sobre los instrumentos de la políticas en materia de 

ordenamiento territorial JO hayan tenido un especial y reiterado abandono hacía el proceso de 

descripción y análisis de la implementación. Abandono que se aumenta cuando ésta se encuentrn 

asociada a un proceso de disei\o complementario de política. La razón principal es la falsa 

frontera existente entre polltica y administración pública, la cual plantea como principal 

proposición, la idea que los políticos deciden y los empleados públicos encargados de la 

implementación en un proceso lineal, ya señalado. 

Si bien los hochos no ruegan la necesidad histórica de separar el sistema político que toma 

decisiones públicas del aparato burocrático que pretende concretarlas (ámbito natural de la 

implementación), es claro que en los procesos de aplicación de políticas públicas se toman 

.10 En general se percibe un Yacio imponMte en la disciplina de las polhicas públicas del análisis en conjunto de las 
políticas de ordenamiento t erritoria~ los estudios han estado concentrado en las pollticas de vivienda. 
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decisiones de orden político)l, se negocian intereses al interior de diversas relaciones de 

naturaleza conOictiva (especialmente cuando la política implica una regulación de las 

actuaciones de agentes económicos al interior de los mercados) y se moldean comportamientos 

de los diferentes actores mediante el establecimiento de incentivos y restricciones a los agentes; 

los productos de este tipo de prácticas condicionan de manera decisiva los resultados de la 

política. 

Este último pWltO es de especial atención, ya que en el momento en que se entronca de manera 

exitosa el proceso regulatorio, las prácticas de los actores en tomo a lo regulado se vuelve un 

movimiento casi natural ; la costwnbre, producto de los incentivos -positivos y negativos- y las 

restricciones en tomo a lo regulado, suelen ser el principal factor de cambio de las prácticas que 

previamente se identificaron como nocivas para un segmento importante de la colectividad. 

Esta cuestión de entender de fonna dicotómica la política y la implementación de la misma, o en 

ténninos generales la política y la burocracia, genera un gran interés en la obra de Guy Peters J2 

en donde asegura que en ciertas circunstancias esta separación es funcional a los intereses de 

ambos tipo de actores. Los administradores tendrían un doble incentivo: (1) Les pennitiria 

"participar en política (organizativa antes que partidista) sin tener que responder políticamente 

por los resultados de sus acciones" y (2) "podrían participar en la elaboración de políticas -

presumiblemente utilizando críterios legales o técnicos en sus decisiones- sin la intervención de 

actores políticos que de otro modo podrían reconocer influencias polÍlieas o ideológicas sobre 

las políticas y exigir su modificación". 

Por su parte a los actores políticos y gubernamentales les fac ilita muchas de sus decisiones, pues 

al transferir ciertas decisiones a los niveles administrativos, no tendrán que enfrentarse a la 

opinión pública y por ende esto no afectará una posterior elección. "Esto hace que muchas 

funciones gubernamentales importantes se transfieran del control político partidista a las 

oficinas, burocracias y élites tecnocráticas independientes". Sin embargo, perpetuar esta tajante 

diferenciación entre las funciones políticas y administrativas, podría someter las decisiones 

polít icas en instancias admin istrativas de implementación a "otro tipo de influencias políticas, 

JI Es muy poco lo que las palabras conlenidas en una decisión o una ley pueden determinar por si mismas y enunciar 
que cualquilT polltica es apenas el p"imcr momento de todo un proceso crucial en e l que se determina lo '1ue ocurrirá 
y quienes serin los afectados positiva o negalivamcnte por lo que ocunirá. (Dolbeare y Hammond, t971 en Van 
Hom y Van Mcrtcr, t975) 
JI Pders Guy. La potltica de la burocracia. Fondo de Cuhura Económica. México. t995. 
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incluso más malignas, porque habiendo sido declaradas ~ ' /in/as resultan más dificiles de 

identificar y con/rolar por la ciudadanía." (Peters, 1995) 

Bajo este argumento que relaciona intrínsecamente 10 político con 10 burocrático, es necesario, 

en primer lugar afirmar la necesaria separación de los escenarios de decisión polít ica de los de 

implementación de las mismas. Sin embargo, esto no significa que al interior de las estructuras 

admini strativas encargadas del proceso de implementación no se tomen decisiones políticas. La 

principal diferencia de la definición inicial, en donde lo político no tenía cabida en los procesos 

burocráticos y viceversa, es la diferenciación entre decisiones políticas de orden superior 

(aquellas que por su importancia requieren debate público y ciertos niveles de consenso entre los 

actores relevantes) y las decisiones políticas de carácter instrumental (aquellas que son 

necesarias tomar por las personas encargadas de los procesos de implementación que penniten 

cumplir las decisiones políticas de orden superior). Las primeras son potestad de las pernonas 

que integran escenarios de representación política (institucional y sectorial) y las segundas son 

potestad de los empleados públicos encargados del proceso de implementación. 

Asumiendo esta nueva caracterización de las decisiones políticas entre los escenanos de 

representación política y los organizacionales, es posible analizar de fonna más sensata el 

estudio de los procesos, flujos y productos orgaruzacionales asociados a la implementación de 

políticas. Redimensionar el papel de las entidades ejecutoras de las políticas con estas lluevas 

características pennite analizar nuevos perfiles y comportamientos orgaruzacionales, basados en 

esas decisiones instrumentales que permiten superar la visión lineal y simplista de seguimiento 

procedimientos y órdenes jerárquicamente estructuradas. 

En este sentido, los esfuerzos por concretar la regulación del mercado de suelo e inmobiliario en 

las ciudades latinoamericanas ha sido uno de los temas relevantes en las agendas de los 

gobiernos y en general, en la discusión en tomo de la gestión urbana. Este esfuerzo se encuentra 

claramente asociado con la fortaleza y credibilidad de las instituciones políticas de las ciudades, 

ya que los gobiernos nacionales en todos los países latinoamericanos cedieron en gran parte a los 

gobiernos locales la competencia de reb'lllar Y planear el ordenamiento territorial. 

Es claro que el problema de las ciudades latinoamericanas no es la ausencia de políticas de 

gestión de sue lo, es tanto "la escasez de buenas polúicas de suelo" (Smolka y Mullahy, 2007; 

35), cómo la posibilidad real de implementar de manera exitosa políticas regulatorias en 

contextos conflictivos. Pues en la gran mayoría de oportunidades existe W13 amplia brecha entre 
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las intenciones explícitas de una politica y la capacidad de concretarla por parte del aparato 

burocrát ico. Como lo plantea Ab'llilar (1993): " la política en el momento que se echa a andar, 

desata muchas oponunidades y expectativas, poderes e intereses en juego, cargas de trabaj o y 

responsabilidades, operaciones y decisiones',)) (Agui lar, 1993). El proceso de implementación 

representa uno de los retos más importantes en la polí tica de gestión de suelo, pues es de dificil 

manejo, ya que en él concurren una gran cantidad y variedad de actores, cada uno con sus 

propios intereses, incentivos y restricciones. 

En este proceso de implementación las restricciones deben ser un tema central de análi sis en el 

proceso decisional (qué debe hacerse) y en el diseño de la política (cómo hacerlo), ya que 

partiendo de lo factible,l4 los resultados esperados deben ser contrastados tanto con la capacidad 

burocrático· institucional con la que cuenta cada gobierno, como con los contextos sociales, 

económicos, politicos y culturales que rodea la implementación de la politica. 

En políticas de planeación y regulación de los mercados de suelo e inmobiliarios es muy común 

tener contextos claramente adversos para su implementación. Sin embargo, la existencia de estos 

contextos no significa que no deba existir una política de este tipo . 1..0 que se argumenta es que 

entre más conocimiento se tenga sobre las condiciones de este contexto, mayores van a ser las 

posibilidades de dotar de herramientas juridicas y técnicas a los encargados de la 

implementación desde el proceso decisional y de diseño. 

En ningún momento se sugiere que ante contextos adversos de implementación se deban dejar de 

tomar decisiones politicas o detener los procesos regulatorios, sino en la medida que se conocen 

este tipo de restricciones se pueden diseñar mejores políticas y procesos fonua les de regulación, 

y no necesariamente condenarlas al fracaso al ignorar las restricciones de los contextos, 

suponiendo cándidamente que los mecanismos de implementación de W13 política se reducen a 

proceso lineales basados en rutinas burocráticas. 

Aunado a esto, se deben tener en cuenta en los procesos de regulación pública la existencia de 

tres imperativos potencialmente conflictivos entre sí : el imperativo legal de cwnplir con la 

exigencia legislativa; el imperativo racional burocrático de realizar lo que sea defendible en 

11 AguiJar V. Luis F. La implementación de las políticas. Estudio introductorio. Miguel Angel POfTÚa. México. 
1993. 
)( Debido a 1" limitaciones intrinsecas de los mode\os de optimizac ión y a la naturaleza particular de \os procesos 
gubernamentales de toma de decisiones, la factibilidad - y no la optimalidad. es el objetivo realista que debe 
plantearse el análisis de las politicas. Mojone Giandomenico. La factibilidad de las políticas socialcJ. 1975. 
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ténninos racionales y, el imperativo consensual de faci litar el acuerdo entre las partes 

contendientes interesadas en el resultado y con posibi lidades de ejercer influencia (Rein y 

Rabinovitz, 1978). Estos imperativos resultan claves para el proceso de implementación de las 

decisiones públicas que tienden a regular el comportamiento de los actores que pretenden 

intervenir -o vienen interviniendo- cierto territorio, especialmente la annonización entre el 

primer imperativo y el último, ya que al ser una política que tiende a regular el comportamiento 

de agentes económicos -regulación que obliga a estos agentes hacer o dejar de hacer algo que no 

harían sin la intervención del Estado- , se encuentra propensa a altos grados de conflicti vidad 

entre los actores que intervienen en la implementación. Para esto es necesario un soporte jurídico 

fuerte, en la medida de las posibi lidades adoptado con altos grados de consenso socio-político. 

Las restricciones de los procesos de implemenl'ación en los procesos regulatorios se pueden 

organizar en dos grandes grupos: endógenas o de proceso y exógenas o de contexto. A diferencia 

de la categorización que hace la Teoría de las Restricciones, en donde sus dos grupos de 

restricciones -de proceso y de poUtica- se encuentran asoc iados directamente a la estructura 

organizativa encargada del proceso productivo y cualquier tipo de correctivo se encuentra 

ubicado en alguna parte del proceso interno de la organización; en la presente categorización las 

restricciones se clasifican en dos ámbitos de distinta naturaleza. En el primero, se encuentran las 

restricciones asociadas al funcionamiento de la estructura organizativa . El segundo, por su parte 

contiene las restricciones asociadas al contexto o entorno organizacional. 

Las restricciones endógenas o de proceso se encuentran asociadas tanto a las capacidades 

técnicas y operativasl J para conciliar, negociar, intervenir y/o transfonnar cierta realidad por 

parte de las instancias gubernamentales encargadas de la implementación, como a las reglas 

fonnales que incentivan y restringen ciertos comportamientos e interacciones de los encargados 

de los procesos de implementación. Por su parte, las restricciones exógenas o de contexto. se 

encuentran asociadas a la forma cómo los diferentes actores (políticos, sociales, jurídjcos y 

económicos) reaccionan y generan estrategias orientadas a influir el proceso de implementación 

condicionando su ejecución. 

En lo concerniente a la regulación de los mercados del suelo SmoLka y Mullahy (2007) señalan 

una serie de restricciones para la aplicación eficaz de la política en varios paises 

Latinoamericanos, al asegurar que "emerge una tendencia general común en la región que 

u Hace referencia a la sa-ie de rttUtSOs tanto humanos como fis;cos con los que cuenta un aparato gubernamental 
para transformar ciertas realidades. 

26 



indica 1m rendimiento y unos resultados deficientes". Si bien estos autores no le atribuyen 

exclusivamente la deficiencia de resultados al proceso de implementación, más bien hacen 

espec ial énfasis en su texto sobre la "ausencia de buenas políticas", este apartado hace referencia 

específica a restricciones asociadas con falencias del diseño de la polít ica que inciden en un 

rendimiento bajo en materia de regulación por parte de las entidades públicas. 

los énfasis que estos dos autores les aSignan a los gobiernos urbanos para una eficaz 

implementación están orientados a "superar la fa lra de condiciones administrativas adecuadas, 

y recursos humanos y técnicos". En las cuatro restricciones)6 que enuncian se logra identificar 

que el entorno y las relaciones institucionales cuando no son fluidas y armónicas pueden 

presentarse como fuertes restricciones de la implementación. 

Recapitulando, para el análisis de implementación de políticas públicas de naturaleza regulatoria 

es necesario tener tres nociones centrales: ( 1) Las instancias administrativas encargadas del 

proceso de implementación suelen tomar decisiones de orden político instnunental, reestructuran 

los objetivos, alcances y metas de las políticas y negocian intereses en contextos conflictivos, (2) 

existen tres imperativos - legal, imperativo racional burocrático y de conciliación de intereses­

tanto para los encargados del proceso de implementación como para los actores afectados por 

éste, los cuales en algunas circunstancias entran en confl icto, y, (3) Las restricciones en la 

implementación de la política pública son de dos órdenes: endógenas y exógenas, las cuales se 

estructuran a partir de reglas formales, rutinas, interacciones conflictivas, intereses, incentivos 

(positivos y negativos) y restricciones (tanto a los encargados de regular como a los regulados). 

16 Recurso! no d isponibles o sin explotar, fa ha de información o de capacidad para usarla, falta de dialogo entre k:Is 
planifx:adorcs urbano! y los funcionarios de finanzas públicas y disconlinuKlad de la implemenlación de programas. 
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2. Estrategia metodológica 

En las políticas públicas el estudio del momento denominado "implemenlación-dise,io" de dos 

instrumentos de planeación urbana requiere de variadas herramientas y técnicas, tanto de 

recolección de infonnación, como analíticas. Este trabajo pretende acercarse a los productos 

institucionales y sus restricciones en los instrumentos de planes y/o programas parciales en dos 

ciudades latinoamericanas con algunas similitudes y diferencias en materia urbana y de 

planeación. 

Para esta empresa el presente capítulo explicita dos elementos: uno teórico-metodológico y otro 

descriptivo. El desarrollo del primero pretende justificar teóricamente la utilización del estudio 

de caso como estratégica metodológica de la presente investigación. El segundo aparatado, por 

su parte, describe la metodología especifica utilizada para el estudio de los dos instrumentos de 

planeación en ordenamiento urbano. 

2.1. Justificación teórico metodológica del estudio de caso 

En lo relacionado con la justificación te6rico-metodológica de selección de los instrumentos de 

cada ciudad, podemos observar que las ciudades de Bogotá D.C. y México D.F. tienen algunas 

características similares en materia de planeación y desarrollo urbano, como lo son los tiempos 

del inicio y desarrollo del proceso de urbanización; el tipo de población que recibieron y se 

consolidaron en el centro y la periferia; el modo de elección de sus autoridades públicas 

encargadas de los procesos de ordenamiento y la importante posición económica de la ciudad 

frente al resto en el proceso productivo del país. Al mismo tiempo, las dos ciudades tienen 

diferentes desarrollos urbanos, tiempos y evolución de la tasa de migración y crecimiento 

interno, así como instrumentos de planeación para enfrentar los problemas urbanos. Es la 

conjunción de Jo que hace a las ciudades similares y diferentes 10 que pennitirá avanzar en la 

revisión de las experiencias en cada caso y encontrar al mismo tiempo, patrones de análisis que 

orienten el estudio de las restricciones en la política pública. 

Se decidió hacer un estudio de caso ya que, de acuerdo con Yio (1981), no implica el uso de un 

tipo particular de método, sino que se pueden hacer uti lizando pruebas cualitativas o 

cuantitativas. Estas últimas incluyen trabajo de campo, registros de archivos, informes verbales, 

observaciones, o cualquier combinación de éstos. Por ello, el estudio de caso, según este autor, 
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representa una estrategia de investigación que se asemeja a un experimento, una historia, o una 

simulación, que pennite considerar estrategias alternativas de investigación y permite examinar 

fenómenos contemporáneos en su contexto de la vida real, especialmente cuando los límites 

entre fenómeno y contexto no son claramente evidentes (Vin, 1981; 2). Un estudio de caso, es 

una indagación empírica que investiga un fenómeno contemporáneo dentro de su contexto de la 

vida real. Los estudios de caso no son ni una táctica de recolección de datos, ni simplemente un 

rasgo de diseño, sino una estrategia de investigación comprensiva (Vin, 1989). 

El estudio de caso es un método entre otros y hay que reconocer sus méritos y limitaciones. Una 

de ellas, es que no permite hacer generalizaciones inductivas y en este caso, no pretende explorar 

o explicar el conjunto de restricciones asociadas a todas las fases de la política, sino solamente a 

las asociadas con la implemenlación-diseño. 

En todo estudio de este tipo, el diseño de los instrumentos y la presentación de resultados son 

definitivos para garant izar su validez. Según Vin (1989), en los estudios de caso, la fonna en que 

se utilicen las herramientas tiene ventajas y desvenlajas que detcnninan los resultados y los 

alcances de la investigación. Así, la selección de los mejores instrumentos para realizar un 

estudio de esta categoría depende, de tres condiciones específicas, a saber: el tipo de cuestión de 

investigac ión, e l control que se tenga sobre los eventos comportamentales reales y el foco en lo 

contemporáneo en oJXlsición al fenómeno histórico.)7 Finalmente, señala este autor, los estudios 

de caso son la estrategia preferida cuando preguntas como "cómo" y " JXlr qué" son planteadas, 

cuando el investigador tiene poco control sobre los eventos y cuando el foco está en un 

fenómeno contemporáneo dentro de algún contexto de la vida real. Así, el estudio de caso 

pennitirá acercarse a dos experiencias especificas, pero también. avanzar en la descripción, 

caracterización y explicación de algunas restricciones de la política pública a través de una 

metodologla empírica. 

Algunas de las principales criticas a los estudios de caso señalan una posible falta de rigor en la 

investigación y de manipulación de los resultados y su poca capacidad de generalización 

científica.JI Sin embargo, como lo plantea Vin (1989), este tipo de trabajos permiten 

17 Vin Robert. 1983. Cilado en Vin Robert K. Case sludy research. Design and mClhods. Sage publicalions. 
California. Edición Revisada. 1989. Plig. 23. 
JI Aunque cada caso de cs!udio puede proporcionar penetraciones ricas en una situadón específIca, es dificil 
gmcnlizar acerca de 105 estudios en su conjunlo. En Vin, Roben K. anc:l Heakl Karen A. Using Ihe Case Survey 
Method 10 Analyze Policy Sludies. Johnson Graduale School of Managemenl, Comell Universily. AdministnUive 
Scienoe Quarterly, Vol 20, No. 3 (Sep., 1915). pp. 371-381 . Plig. 2. 
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acercamientos para una generalización analítica, sin la necesidad de enumerar frecuencias. J9 De 

la misma fonna y con todas las restricciones que implica un estudio de caso, es pertinente 

avanzar en los estudios de tipo empírico que pcml itan entender las diferentes posibil idades­

restricciones en los diferentes momentos de la política pública. 

Adicionalmente, es necesario señalar que los distintos tipos de estudios de casos 

posibles (exploratorio, descriptivo y explicativo) requieren de establecer algunos tipos de 

preguntas de investigación que pcnnilan hacer frente al problema esencial de que el contexto es 

parte del estudio.40 Por lo anterior, en este trabajo se partió de la definición de variables de 

análisis que permitieran avanzar en la caracterización y análisis del problema de estudio en las 

dos ciudades. A continuación se describen las características espec íficas de la estrategia 

metodológica utilizada para el presente estudio de caso. 

2.2. Lo específico de cada estudio de caso 

Un primer paso de la investigación se centró en un diseño descriptivo. Este consistió en la 

revisión de los diseños institucionales de las ciudades de estudio, sus autoridades públicas y sus 

respectivas competencias en materia de desarrollo y ordenamiento urbano. Seguidamente se 

analizó el desarrollo histórico de la planeación urbana en ambas ciudades hasta llegar al punto 

donde aparecen nonnativamente los dos instrumentos de análisis. En esta revisión se incluyeron 

los propósitos, productos institucionales e interacciones que exige la nonna para cada 

instrumento definido en la escala en cada ciudad. Al mismo tiempo, estos apartes pretenden 

esPecificar a través de la revisión nonnativa, las obligaciones de cada uno de los instrumentos 

(planes o programas parciales), as! como los productos institucionales, sus etapas, tiempos e 

interacciones. En este apartado se relacionan, además, los procesos para la adopción de los 

planes y programas parciales y los actores involucrados en la expedición de los mismos. 

Para cumplir lo anterior, se recurrió al análisis de la evolución y transfonnaciones nonnativas en 

cada caso, a través de la revisión de gacetas (decretos y/o acuerdos), dictámenes y leyes 

generales. La búsqueda en el caso de Bogotá D.C. se concentró en la Gaceta Distrital en línea y 

la base de datos de Consulta de la nonna, también por internet. Para el caso de México D.F., se 

revisaron los documentos de la Gaceta Oficial en línea, se visitó la Biblioteca de la Asamblea 

lt Vin Robert . Case 51udy research. Dcsign and methods. Sage publications. Op. Cit. Pig. 2 1 . 
.., Vil\, Robert K. TI1C Case Study Crisis: Sorne Answen. Administrative Science Quartcrly, Johnson Graduale 
School ofManagement, Comell University, Vol. 26, No. t (Mar., 198 1), pp . .58-6.5. Pág. 2-3. 
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Legislativa del Distrito Federal (ALDF) y se accedió a la información del Diario oficial de la 

Federación en línea. 

Otro momento de la investigación requirió de un diseño cuantitativo. Paro ello se logró, en un 

trabajo de dos meses, la recolección y sistematización de la información de la Secretaria Distrital 

de Planeación de Bogotá (SDP) relacionada con el proceso de aprobación e implementación de 

los planes parciales en esa ciudad. En total se consolidó infonnación de 36 planes parciales en 

Bogotá, adoptados en el periodo de 1997·2006. 

Tabla 1 Planes parciales adoptados en Bogotá 2000 - 2009 

Plan" parcial" adoptados en 801( ... 1000 ·1009 

NomO ... lotallct.d Fecha 
_. 

Locall" "-tc:ha 

Sabanagl1lndc - Lote 
Fontibon 8-lmr..()2 San Pedro de 

u.~ 6-sep-OS 
Bapa JI USlllC lote 2 
TolUre San Pedro Fontibon 8-jul..()2 Vahmria Sub. 21-dic-OS 

Lonhardia Sub. 9-jul..()2 Portal San 
80'" 8-jun-06 

lkmardino 

Cáldadela el Porvenir 80" l6-sep..()2 
Edcncl 

80" 21-dic-06 
Descanso 

La Mllgdalcna Kcnncdy l6-sep-03 El Tomilbr Sub, 29-dic-06 

El Ensueño 11 
Ciudad 

16-sep-03 El Cerrito S,ba 29-dic-06 
Bolívar 

lberi!l Oladl1ldo Suba """-03 La sirena S,", lJ..feb-07 

Haócnda tocho lote 8 Kcnncdy 24-o<:t-03 San Ignacio Kenncdy J..abr-07 

Centro educalivo San a .. , 31-oct-03 Villa Diana u,~ l8-juJ..()7 
l .. , 

CEME>< 
CIUdad 14-nov..()J la Felicidad Fonlibon 19-1TDy-08 
Bolívar 

Rivicra de Niza Suba 2O-nov-OJ 
San Hilario-

S,ba J J-jul-08 
San aisloba! 

El recreo lote 3 y Villas a.., 21-ene..()4 la Pall'fla Kcnnedy 2J..dic..()8 
de via::aya 
El Porvenir EngalIva 29-<no-Ol Altarrira S, ", "'.0-09 
la Calleja Usaquen 29-<no-Ol 

T ... 
u.~ 28-sep..()9 

100ebmdas 
la laguna Tunjuelito 23-nov..()4 Lo,,,,,=, EngalIva 2J..<Iic.Q9 

Villa Mejia Tagllllle Kennedy 23-nov..()4 El Ensueño 
Ciudad 

29-dic.Q9 
BoIIvar 

Belk»ronte Suba 18-felHlS 
Ciudadela 

u. ~ 29-dic.Q9 
Bolonio 

Niza XII Suba l8-mlr..()5 La PrndCnl 80 .. 3<kI<-09 

Fuenle: Elaboración propia con base en los decretos de aprobación de los Planes Parciales. 
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Al respecto se consolidaron análisis de estadística descriptiva de los planes parciales adoptados 

entre 2000 y 2009, así: 

• Planes Parciales adoptados por periodo 2000 - 2009. 

• Planes Parciales adoptados por localidad. Periodo 2000 - 2009. 

• Área regulada por los planes parciales en Bogotá por localidad 2000 - 2009. 

• Área regulada por los planes parciales en Bogotá por periodo y localidad 2000 - 2009. 

• Cesiones obligatorias aportadas por los planes parciales en Bogotá 2000 - 2009. 

• Área entregada para cesiones por los planes parciales en Bogotá por localidad 2000 -

2009. 

• Cesiones obligatorias aportadas por los planes parciales en Bogotá 2000 - 2009. 

• Días promedio por producto institucional para los planes parciales en Bogotá 2000 -

2009 

• Velocidad por producto institucional en Bogotá 2000 - 2009 

• Velocidad en el proceso de expedición de los planes parciales en Bogotá 2000 - 2009 

Para el caso de México el análisis cuantitativo tuvo mayores complicaciones por la 

disponibilidad y congruencia de la infonnación. Es preciso señalar que la dificultad para acceder 

y consolidar la infonuación pública estuvo asociada con la disponibilidad digital e incluso 

impresa de los acuerdos de expedición y respectivos anexos de los Programas Parciales de 

Desarrollo Urbano en la Ciudad de México. Lo anterior estuvo relacionado con cuatro factores 

fundamentales: (1) la dispersión de la infonnación que existe sobre el tema, ya que la mayoría 

de fuentes secundarias omiten la sistematización del total de programas y se concentran en el 

grupo especifico seleccionado sin hacer referencia al conjunto; (2) la oficina pública encargada 

del sector (Secretaria de Desarrollo urbano y Vivienda -Seduvi) tampoco posee la infonnación 

publicada, sino de manera parcial, razón por la cual debió presentarse una solicitud fonnal de los 

datos relacionados con las fechas, que en esta ocasión tardó más de dos meses en ser respondida. 

Incluso, una vez obtenida la respuesta encontré que estaba incompleta, ya que no vinculaba 

varios programas ya sistematizados en el estudio exploratorio; (3) en el período posterior a 1999, 

período en el cual ya no se hace la publicación en el Diario Oficial de la Federación, sino en la 

Gaceta Oficial del OF, se percibió una incongruencia entre las fechas entregadas por la SEDUVI 

de aprobación de dichos programas y lo reportado en el documento oficial; (4) JX>r último. no 

existe registro ni digital, ni fIsico en la biblioteca de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal 

de algunas fechas en las que se publicaron el Diario Oficial del Distrito Federal algunos 
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Programas Parciales de Desarrollo. Además, en varios casos el documento impreso oficial no 

reposaba en dicho recinto. 

Finalmente, es de anotar que es de un alto grado de dificultad entender el sistema de publicación 

de la infonnación, ya que muchos de los programas han sido revisados por las dependencias 

correspondientes, siendo muy pobre la sistematización de dichos ajustes en un solo documento, 

lo que dificultó aún más establecer la focha exacta de aprobación. En ese sentido, aunque se 

logra sistematizar en gran medida la infonnación, es importante señalar que pueden existir 

programas sin reseñar (aunque en pequeñísimo margen). Sin embargo, este primer esfuerl.O lo 

consideramos muy relevante para la comprensión de este instrumento y su impacto sobre el 

territorio urbano. 

Con esta aclaración, se establece en 69 el número total de Programas Parciales aprobados en el 

Distri to Federal hasta el año 2006, cada uno de estos distribuidos en tres períodos: (1 ) entre 1990 

y 1996, periodo en el cual se denominaron ZEDEC41
, (2) entre 1997 y 2000 y, (3) entre 200 1 y 

2006. Del total, 3942 de ellos adscritos en el período 1990 - 1996, Y 30 .. J programas expedidos 

bajo los procedimientos específicos que establecia esta nueva legislación entre 1997 y 2006 . 

• 1 A part" de la refonna al régimen urbano de t996 IOdos las ZEDEC vigenles adoptadas previas a ese año, fueron 
denominadas Programas Parciales de Desarrollo Urbano. 
4l Se iocluyen en e:sIe periodo el PPDU de Polanco de la delegación Miguel Hidatgo y El Gavillero de la delegación 
Magdalena Comreras. Ambos se diseñaron bajo el régimen SEDEC. 
( 1 Se incluyen lres Programas Parciales que pese a no tomar con la focha cxaCla de aprobación -ni en la seduvi ni en 
la biblioleca de la Asamblea del DislI"ilo Federal dan cuenta de esto- se ubican en el año 2000 por referencias 
bibliográficas. 
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Tabla 2. Programas parciales aprobados en México D.F. 1990-2006 

,,, 

" -, 
, 

1""." .. 10". 1,... .. ,,-00 O>y""""" 
:J.-o;H:._ 

-, 
C:,. .. "h'<!moc 7 .... " p ..(lQ ,01.1 .... ..,010 .... .,,, ~ " .. ) .. 94 

" 
-, " T 

T 

" -, _" , 

.. 
O" .. h .<!.....,., , .... ,..1-00 eu .... h' .. ...,., l7...,._ 

M it!. .. .:IIIMI" ' 1I0 , ......... 1-00 O>y<><tC<lon :.o-. .. p _93 

" 
,-

M . ... ' III ..... ' '''" , .... ,..,-00 '1 .. Á, .... ..., Oh",.",,, ' _J" n _'!o'3 

" " T -, 
T 

,,, ......... ,, .. 7_j,,1-OO ÁI ...... Oh"' • .,n 15-cne-93 

' lII h .. ..., , ~~ M ... cI ' IOJ"IIl" 11 _ • .., .. -92 

T 

Fucnle: Elaboración propia con base en los decretos de aprobación de los programas parciales. Diario Oficial de la 
Federación y Gaceca Oficial, y Oficina de Infonnación Pública de SEDUVI. 2010. 

A1 igual que en el caso de Bogotá se presenta una caracterización general de los programas 

parciaJes. Sin embargo, por la di ficultad de acceder a los docwnentos públicos que soportan cada 

programa parcial y la similitud por vocación entre algunos programas, se tomó la opción de 

seleccionar un grupo de ellos (1 S), con el fin de analizar sus especificidades en relación con los 

actores involucrados y productos institucionales necesarios para su aprobación. los Programas 

seleccionados para este análisis especifico son: 
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Tabla 3. Programas parciales en México D.F. retomados para análisis específico 

PROG RAMA PARCIAl. n :CIIA DE ADOPCIÓN 

Cmll"(l HislóriooCO)'OI""n e"....., , .... 60 2000 

1 .. Lengileta Gustavo A. Madm.I 1 7 de Julio 2000 .. """'" I V~C_ 
... 1 ..... _ 

SIIntI Maria la Ribcn, Atam"" y SII\UI Mart. Insurplcs ClQ.uhtnnoc I 14 de Julio de 2000 

z.oo. patrimonial TlcubII)"I ........... . ..... 
Gnnjal México Izuo..,.,1oo 121 deJllliode 2000 

Insul"¡entcs M i. ~ o;wc 21d., 

SIIn Simón Tit\lmx BmilO JIWtt 121 de Julio de 2000 

Santl Fe ........ 1' " 
Centro Alameda Cuauh!tmoc 1 15 de Septiembre de 2000 

SII n AIldrés TOIOI!q>ee Tlalpm t7 • A¡ti:Iito 200l 

N,poI<'I, PIIpliación N' poks NochdlUCNI y Ciudad de Bmi!o Jui=. 21 de AII:O$IO de 2002 

"' "-'" 
Villa Milpa Alta Milpl AltI ~ "A _ " 2"'" 
Ccm,) de 11 Estrdll IZUOplllapa I 29 de Enero de 2004 

Sierra Santa Catarina 29 ele Enero &= 2001 

Fuente. Elabornción propia con base en los decretos de aprobación de los programas parciales. Gaceta OfiCial de 
Distrito Federal 

Estos programas se localizan en lI de las 16 delegac iones del Distrito Federal. Diez de los 

cuales fueron aprobados en el periodo 1997 - 2000 Y cinco en el periodo 200 1 - 2006. La 

vocación principal de cada uno de estos programas seleccionados se distribuye de las siguiente 

fonna: cuatro son de Conservación Patrimonial, cuatro de Preservación ecológica, tres con 

Potencial de Desarrollo, tres de Reciclamiento Habitacional y uno de Integración Metropolitana. 

El análisis cuantitativo en este caso se realizó a través de la revisión de cada uno de los 

documentos de Decreto de los 15 programas parciales encontrados. los principales datos 

analizados fueron: 

• Área regulada por los 15 programas parciales en el Distrito Federal por delegación entre 

1997-2006 

• Habitantes beneficiados con los 15 programas parciaJes en el Distrito Federal por 

delegación enlre 2 000 ~2 ()() 9 

• Tipo de programas parciales por vocac ión princ ipal y delegación en el Distrito Federal 

2000-2009 

• Propósitos, actores e interacciones en la planeación urbana participativa 
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Para el caso del análisis de interacciones entre ámbitos de actores en el caso de México se 

analizaron las demandas de inversión pública que se expresan en el apartado de los Programas 

Parciales, denominado Acciones Estratégicas. lo que se pretendió fue describir de manera 

cuantitativa las orientaciones de las demandas contenidas en los textos aprobados por la 

Asamblea Legislativa de cada programa; es decir, mediante la clasificación de estas demandas en 

sectores y subsectores, describir cuáles y en qué magnitud se expresan éstas en el conjunto de 

programas parc iales. El universo de las demandas expresadas en los programas se encuentra 

clasificado en ocho sectores y 33 subsectores. En ese sentido, se analizaron estadísticamente las 

acciones estratégicas en ocho sectores, a saber: 

• Movilidad 

• Usos de suelo 

• Equipamientos 

• Medio ambiente 

• Vivienda 

• Servicios públicos 

• Seguridad 

• Productividad 

Finalmente, la investigación tiene un componente analítico~xp li cat iv o, el cual pretende 

establecer las restricciones en la aplicación de los planes y programas parciales en las ciudades 

de Bogotá OC y México DF. Se establecen las restricciones denom inadas "naturales" a los 

propósitos de cada instrumento de estudio -vinculadas por un lado a la lógica de la acción 

colectiva en procesos de múltiples actores e interacciones y por otro a las dificultades innatas a 

los procesos de regulación de los procesos de urbanización- . Adicionalmente se caracterizan las 

restricciones en dos grandes grupos: (1) las, relacionadas con la coherencia en las reglas, el 

número de agencias involucradas en el proceso de aplicación del instrumento y la dispersión de 

los insumos institucionales; y (2) las restricciones exógenas, asociadas con la inestabilidad en los 

regímenes urbanos, la confrontación intergubemamental y la disposición de los actores sujetos 

de la regulación pública. 

Como se observa, esta investigación se estructura a partir de tres importantes componentes 

complementarios: .descriptivo, analítico y explicativo. Se basa en el intento de hacer un ejercicio 

empírico que pennita, tanto a los analistas y estudiosos del tema, como a los tomadores de 
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decisiones, entender y comprender cómo funcionan en la práctica la aplicación de algunos 

instrumentos de política pública, en este caso, de planeación urbana y aportar al conocimiento 

teórico, algunos elementos que sólo la práctica puede ofrecemos. 
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3. Los Planes Parciales en la ciudad de Bogotá DC 

El presente capítulo describe y analiza tanto las estructuras formales q ue dan vida y reglamentan 

el instrumento de plan parcial en la ciudad de Bogotá OC como las interacciones y los productos 

institucionales que estas estructuras desatan en su posterior aplicac ión. Para este propósito el 

capítulo se encuentra estructurado en tres apartados. El primero presenta el desarrollo hi stó rico 

de las estructuras fonnales de planeación urbana en la ciudad, a partir de un acercamiento 

eminentemente descripti vo, detalla el marco legal que estructuran el contexto normativo del plan 

parcial, analizando las normas de j erarquía superior que supeditan a ciertos ámbitos de acció n e 

impacto el instrumento . De igual forma analiza sus propósitos declarados, las interaccio nes y los 

productos institucionales necesarios para la respectiva adopción de cada uno de éstos. El 

segundo apartado describe y analiza las transformaciones nomlativas a las que, concretamente, el 

instrumento se ha visto sometido desde su incursión en el marco legal de planeación urbana en la 

ciudad. El último apartado describe el producto fi nal de la aplicación de 36 p lanes parciales en la 

ciudad de Bogotá, explicita e l número de hectáreas afectadas por la aplicación del instrumento en 

la ciudad, de igual fo rma el porcentaje de suelo que cada uno de estos p lanes cedió para cargas 

locales y generales a la ciudad. Igualmente describe e l número de hectáreas dedicadas a la 

construcción de vivienda de interés social y prioritario, además de determinar el número de días 

que tardan tanto las o ficinas como los promo tores privados encargados de la generación de cada 

insumo para la adopción de este instrumento. 

3.1. L.a planeación urbana en Bogotá: de la Ley 9 de 1989 a los planes de 
ordenamiento territorial. 

En la Colombia rigió hasta 1997 la Ley 9 de 1989 que establecía el régimen de planeación fi sica 

municipal y urbana . Específicamente en Bogotá, D.C. esta norma se reglamentó a través del 

Acuerdo 6 de 1990. En cuanto a la planeación del desarrollo desde 1994 rige la Ley 152 del 

mismo año. Es a partir de la Ley 388 de 1997 y sus reglamentaciones que se establecen las reglas 

del modelo de planeación urbana actual. Es con esta misma Ley que se define la estructura de la 

planeación en la c iudad y los instrumentos (como los Planes de Ordenamiento Territorial) que la 

orientan para la ciudad. 
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3.1.1. Las reglas sobre planeación urbana vigentes en Bogot', O.e. hasta 1997 

Anterior a la Ley 9 de 198944 (Ley de Re[onna Urbana) la norma que orientaba el proceso de 

planeación urbana era el Decreto-ley 1333 de 1986 (Código de Régimen Munic ipal). Esta ley 

regula la planificación del desarrollo municipal y define los aspectos relacionados con el 

ordenamiento de las ciudades y su crecimiento y, adicionalmente, establece nonnas en materia 

de distribución del suelo, protección del espacio público y gestión dcl territorio. 

Como principal instrumento de planeación en los municipios con una población mayor de cien 

mil (100.000) habitantes (incluyendo al Distrito Especial de Bogotá) define los Planes de 

Desarrollo en concordancia con la política nacional y departamental, las técnicas de planeación 

urbana. Estos planes incluían aspectos relacionados con los usos del suelo, cesiones obligatorias 

grotuitas, nonnas urbanísticas especificas; así como plan vial, de servicios públicos y de obras 

públicas y un programa de inversiones. Es importante mencionar que estos planes incluirlan la 

reserva de tierras urbanizables necesarias para atender oportuna y adecuadamente la demanda 

por vivienda de interés social y para reubicar aquellos asentamientos humanos que presentan 

graves riesgos para la salud e integridad personal de sus habitantes. El contenido de esta nonna, 

además incluyó aspectos relacionados con la adquisición de bienes por enajenación voluntaria y 

la expropiac ión; orientaciones en materia de vivienda de interés social. entre otros. 

Específicamente para Bogotá. D.C., se aprobó el Acuerdo 6 de I 99O,4S que defmió las pollticas 

de desarrollo urbano de la capita l y se adoptaron las reglamentaciones urbanísticas orientadas a 

ordenar el cambio y el crecimiento fisico de la ciudad y de su Espacio Público. De acuerdo con 

esta norma, el ordenamiento físico se define como elemento del plan general de desarrollo, 

establece los componentes de la estructura urbana, las autoridades de planificación y las políticas 

de desarrollo urbano. Estas últimas se refieren a los objetivos, así como los medios de 

alcanzarlos, encaminados a lograr la confonnación de una mejor y más eficiente estructura 

urbana y para corregir las deficiencias existentes en la planeación fisica. 

Esta norma también defmió las reglamentaciones urbanísticas como medios de inducción del 

desarrollo urbano en la ciudad. Para ello, especificó como mecanismos los planes sectoriales, los 

planes zonales y los correlativos programas de inversiones que confonne a la ley deben estar 

« Diario OfICial 38.650. Reforma Urbana 1 (enero 11). Por la cual se dictan nonnas sobre p!ancs de desarrollo 
municipal, compraventa y eJl:propiadón de bienes y se dictan otras disposiciollCS. 
~J ACUERDO 6 DE 1990. (Mayo 8). Por medio del cual se adopta el Estatuto par1I el Ordenamiento Físico del 
Distrito Especial de Bogotá, y se dictan otras disposiciones. 
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incluidos dentro del Plan General de Desarrollo. Los primeros, estaban referidos al 

planeamiento de los distintos servicios a cargo del Distrito Espec ial de Bogotá y de sus ent idades 

descentralizadas, cuando estos servic ios requerían una fonna propia y especializada de 

planeamiento. Los Planes zonales estarían confonnados por programas, proyectos y acciones 

encaminados a equi librar el desarrollo económico y soc ial de la población a través de la 

organización espacial de las Zonas Admi nistrativas del Distrito Especial de Bogotá, o sectores 

específicos de las mismas. Finalmente, se definían los Programas de desarrollo integrado para 

detemlinadas áreas de la ciudad con características comunes u homogéneas. 

Estas reglas se articulan con la nonnatividad más general asociada con la planeación del 

desarrollo establecida en Ley 152 de 1994.46 Esta Ley, vigente hasta la fecha, tiene como 

propósito el establecimiento de los procedimientos y mecanismos para la elaboración, 

aprobación, ejecución, seb'Uimiento, evaluación y control de los planes de desarrollo, así como la 

regulación otros aspectos constitucionales referidos al plan de desarrollo y la planificación. Esta 

Ley orgánica se aplica a la Nac ión, las entidades territoriales y los organismos públicos de todo 

orden. 

Esta nonnatividad establece los procedimientos de aprobación, ejecución y eva luación de los 

Planes de Desarrollo de las entidades territoriales. Estos últimos contienen una parte estratégica 

y un plan de inversiones a mediano y corto plazo. Los planes municipales en todo caso, en la 

estructura de planeac ión para la ciudad deben ser congruentes con las políticas y programas del 

Plan Nacional de Desarrollo (pND) defmido por el gobierno nacional. 

3.1.2. Las reglas sobre planead ón urbana vigentes en Bogotá, D.e. desde 1997 

En Colombia la Ley 388 de 199741 reforma la ley 9 de 1989 e intenta annonizar y actualizar las' 

disposiciones establecidas en la Constitución Política, la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo, la 

Ley Orgánica de Áreas Metropolitanas y la Ley por la que se crea el Sistema Nacional 

Ambiental. Esta nonna dcfme, entre otros, los mecanismos que permitan al municipio, 

"promover el ordenamiento de su territorio, el uso equitativo y racional del sue lo, la preservación 

y defensa del patrimonio ecolÓb>1CO y cultural localizado en su ámbito territorial y la prevenc ión 

de desastres en asentamientos de alto riesgo, así como la ejecución de acciones urbanísticas 

'" EY t 52 DE 1994. (Jut io 15). Diario Of)Cial No. 41.450 del 19 de: julio de 1994. Prof la cual se establece la Ley 
Orgánjca del Plan de Desarrollo. 
41 LEY 388 DE 1997. (Julio 18). Diario OfICial No. 43.091, de 24 de jul io de 1997. Por la cual se modifica la Ley 
9'" de 1989, Y la Ley 3- de 199 1 '1 se dictan otl1lS disposiciones.. 
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eficientes". Al mismo tiempo, define como principio la función social de la propiedad, la defensa 

del espacio público, as! como por la protección del medio ambiente y la prevención de desastres. 

Es importante mencionar que esta Ley pretende la articulación de la planeación nacional, 

municipal·tenitorial, así como la concurrencia de instancias y autoridades en el desarrollo 

urbano. 

La Ley 388 de 1997 defme el ordenamiento del tenitorio municipal y distrital como el conjunto 

de acciones poUtico·administrativas y de planificación fisica concertadas en ejercicio de la 

función publica con el fin de disponer los instrumentos pam orientar el desarrollo del territorio 

bajo su jurisdicción y regu lar la utilización, transfonnación y ocupación del espacio, de acuerdo 

con las estrategias de desarrollo socioeconómico contenido en los planes de desarrollo y otras 

orientaciones en materia ambiental y soc io-cultural. Esta Ley intenta articular los 

procedimientos de la planeación del desarrollo (económica y social) con la dimensión territorial, 

racionalizar las intervenciones sobre el territorio y orientar su desarrollo y aprovechamiento 

sostenible. 

En aras de cumplir los objetivos anteriores, la Ley define como principal instrumento de 

planeación a lo planes de ordenamiento territorial (POT), que en los municipios y distritos se 

constituye en el instrumento básico para desarrollar el proceso de ordenamiento del territorio 

municipal. La Ley de 1997 define los POT como "el conjunto de objetivos, directrices, políticas, 

estrategias, metas, programas, actuaciones y nonnas adoptadas para orientar y administrar el 

desarro llo fisico del territorio y la utilización del suelo". 

Al mismo tiempo, se definen los programas de ejecución como obligaciones de los 

ordenamientos municipales o distritales en la definición de las actuaciones sobre el territorio 

previstas en el plan de ordenamiento, que serán ejecutadas durante el periodo de la 

correspondiente administración municipal o distrital (incluye recursos - Plan de Inversiones- y 

responsables públicos). 

Adicionalmente la Ley contribuye a la defmici6n de la estructura de la planeación territorial al 

interior de las ciudades y sus principales instrumentos. Al respecto señala como ejes de la 

planeación, como desarrollo de los POT, a los Planes Maestros, Planes de Ordenamiento Zonal 

(POZ) y Planes Parciales. Finalmente, esta Ley define las normas urbanisticas que regulan el 

uso, la ocupación y el aprovechamiento del suelo y definen la naturaleza y las consecuencias de 

las actuaciones urbanísticas. Estas normas estarán jerarquizadas de acuerdo con los criterios de 
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prevalencia, así: nonnas urbanlsticas estructurales; nonnas urbanísticas generales y nonnas 

complementarias. lo anlerior orienta la definición y aplicación de los procesos y el margen de 

acción y de impacto en las intervenciones en la ciudad. 

3.2. Propósitos, productos institucionales y actores e interacciones que exige la 
norma. 

A mediados de 1997 el Congreso de la República de Colombia promulgó la Ley de Desarrollo 

Urbano, la cual proporcionó un marco jurídico para los procesos de crecimiento, uso y 

aprovechamiento fisico de los espacios urbanos al interior de los municipios y distritos del país. 

El principal propósito de esta Leyera disminuir los efectos negativos que producían las 

intervenciones fisicas ai sladas de los agentes privados en los diferentes territorios urbanos de la 

nación. Durante "el proceso deformulación de la Ley 388 se planteó reiteradamente que uno de 

los principales objetivos de esta nonna era dOlar a las administraciones municipales de 

herramientas eficaces para la gestión y financiación de las decisiones de políticas de 

ordenamiento municipaf' (Maldonado, 2006). Para el logro de este propósito, la Ley estableció 

una serie de instrumenlos de ordenamiento territorial que son de obligatoria reglamentación y 

posterior uso por parte de los gobiernos municipales y di stritales. 

Bajo este condicionante, la decisión política básica, expresada en una Ley que regula el 

comportamiento económico de los agentes privados, reside en el ámbito de decisión de la nación., 

sin embargo, al hacer obligatoria la promulgación de legislaciones que reglamentan de fonna 

complementaria la decisión política de la nación por parte de los municipios y distritos, se 

configura ulla coautoria en las decisiones públicas en los instrumentos de planeación en 

ordenamiento territorial. 

Las administraciones locales tenían una doble función. Por un lado debian generar las 

reglamentaciones complementarias que obligaba la Ley, especlficamente las relacionadas con la 

expedición del Plan de Ordenamiento Territorial (POT) y, por el otro, adaptar sus estructuras 

organizacionales para la ~plem e ntación de esta nueva reglamentación. Cada uno de los POT 

debla reglamentar, bajo los lineamientos ex:presados en la Ley de Desarrollo Urbano, los 

instrumentos de ordenamiento territorial apenas delineados en la Ley. 
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Los Planes Parciales de Desarrollo Urbano se encuentran apenas nombrados en tres artículos48 

de los casi cien que estructuron la Ley de Desarrollo Urbano de Colombia. Aquí se definen como 

"los inslrllmenlOs que articulan de manera especifica los objelivos de ordenamienlO lerrilon'al 

con los de gestión del suelo concretando las condiciones técnicas, jurídicas, económico -

financieras y de diseño urbanístico que permiten la generación de los soportes necesan'os para 

nllevos usos urbanos o para la transfonnación de los espacios urbanos previamente existente". 

Cada uno de estos debía incluir los siguientes aspectos: 

• la delimitación 'i caracterlsticas del área de la Clperación urbana o de la unidad minima de actuación 

urbanística contemplada en e l plan parcia l o local, 

• La definición precisa de los objetivos 'i las diTt."Ctriccs urbanist icas eSpl.'CíflCas que orientan la 

correspondiente actuación u operación urbana, en as¡x."Ctos tales como el aprovcchamiento dc los 

inmuebles; el suministro, ampliación o mejoramiento del espacio publico, la calidad del enlomo, las 

alternativas de expansión, el mejoramiento integra l o renovación consideradas; los estímulos a los 

propietarios e inversionistas para faci litar procesos de conccnación, integraóón inmobiliaria o reajuste 

de t)erras u otros mecanismos para garantizar el reparto equitativo de las cargas 'i los beneficios 

vioculadas al mejor aprovechamiento de los inmuebles; los programas 'i proyectos urbanísticos que 

es:peclfteamente caracterizan los propósitos de la operación y las priorKlades de su desarrollo, todo ello 

de acuerdo con la escala y complejidad de la actuación o de la operación urbana contemplada, 

• las nonnas urbanísticas especificas para la correspondiente unidad de actuación o para el árca 

espccíf)Ca objt.10 de la operación urbana objeto del p lan: definición de usos especlficos del suelo, 

intensKladcs de ocupación 'i construcción, retiros, ais lamientos., empales y alturas. 

• La defi nieión dcl trazado y características del espacio público y las vlas y, c:spccialmente en el caso de 

las unidades de aetuación, de la red vial secundaria; de los redes sccundario.s de abastecimiento de 

servicios públicos domici liarios; la localización de C(juipam ientos colcctivos de interés publico o social 

como templos, centros docentes y de salud, espacios públicos 'i zonas verdes destinados 11 parques, 

complementarios del contenido estructura l del plan de onit:narniento. 

• La adopción de los instrumentos de manejo de suelo, captacM'm de p lusvallas, reparto de cargas 'i 

beneficios, procedimielllos de gestión, evaluación financien¡ de las obras de urooni7.ación y su programa 

de ejecución, j\Jnto con e l programa de financiamiento, 

A partir de ese momento, los encargados de desarrollar el instrumento tenian un amplio margen 

de maniobra para concretar en un documento nonnativo los denominados "objetivos de la 

política nacionar. Para esto era necesario producir una reglamentación local para poder llevar a 

cabo dkha decisión de escala nacionaL 

.1 Anlculos 19 y 27 de la Ley 388 de 1997. 
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Para el caso de Bogotá D.C. , la primera reglamentación que pretendía movil izar los instrumentos 

de política pública en ordenamiento territorial se produjo tres años después de expedida la Ley 

de Desarrollo Urbano. A finales del 2000, el gobierno de la ciudad expidió el POT. En éste se 

reglamentan, entre otros, tres instrumentos de planeación y ordenamiento territorial: los Planes 

Maestros, los Planes Zonales y los Planes Parciales de Desarrollo Urbano. 

En una primem escala se encuentran los Planes Maestros los cuales "son los que definen el 

ordenamiento de cada uno de los servicios dotacionales y adoptarán estándares urbanú·ticos e 

indicadores que pennitan Imo programación efectiva de los requerimientos del suelo y unidades 

de servicio necesarias para atender las diferentes escalas urbanas " (POT, 2000). Este 

instrumento es aplicable a todo el territorio distritaL 

En la segunda escala de planeación se encuentran los Planes Zonales los cua les "son 

irutromentos de planeaci6n que definen y precisan las condiciones de ordenamiento de un área 

determinada, de las ¡njraeSlnlcturas, el sistema general de espacio público y equipamientos 

colectivos, los criterios para armonizar lISOS y tratamientos urbanísticos asignados en el área, 

los cn'ten'os para la precisión o ajuste de la normativa urbanística. así como la delimitación y 

cn'terios para la gestión de planes parciales en el marco de la estrategía de ordenamiento 

territon'af' (POT, 2000), Finalmente, en una tercera escala de planeación se encuentran los 

Planes Parciales de Desarrollo Urbano, 

Gráfico l. Escala del Instrumento 

PLAN DE ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL 

Plan es M aestros 

Planes Zonales 

Planes Parciales 

fuente: Elaboración propia según el POT. 

Con el POT del 2000 inicia el proceso de reglamentación del instrumento de Plan Parcial, 

asignándole, a diferencia de los instrumentos de escalas superiores, una doble connotación 
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nonnativa: la de planear y gestionar el desarrollo urbano de la ciudad. Además, esta nonna 

detennina algunas rutinas y ofic inas públicas' responsables del proceso y defme las 

caractenslicas genera les de los predios sujetos de Plan Parcial. 

En ténninos generales los planes parciales se definieron como un instrumento que pennite 

planear y financiar el proceso de urbanización de predios urbanos sin desarrollar al interior de la 

ciudad. Son un instrumento de natura leza regulatoria, el cual obliga a las personas que pretenden 

desarrollar estos predios una serie de condicionantes para la obtención del penniso público. 

En esta primera reglamentación del 2000,49 el gobierno de la ciudad establece que los predios 

urbanos sujetos a este tipo de regulac ión son aquellos que tienen un árca de diez o más hectáreas. 

Esto quiere decir que a partir de ese año para desarrollar cualquier predio con estas dimensiones 

era necesario contar con un Plan Parcial. Y para contar con este tipo de planes era necesario 

cumplir una serie de imperativos asociados (1) a las cesiones públicas obligatorias, (2) al diseño 

urbano y (3) a los usos y aprovechamientos de los predios. 

Tabla 4. Obligaciones PPDU-B 

CrslonH úbllus Diseño urb.no Usos.....Y..!Moneb. mirntos 
Cesión gratuita hasta del ,.Io Aprobación pública del trazado Cada plan establece los ¡ndices 
del érea bruta del terreno para urbano. Ubicación y mbimos de ocupación" y de 
predios afectados por malla vial condicionantes de vías construcción.u 

arteria l. intermedias y locales y parques y 
I oouioomientos oúblicos. 

Cesión del '''''' d, Orea E' área máxima do , .. Se deberá destinar como mlnimo 
necesaria para la malla vial local supennanzanas no puod~ e l 200/. del tirea neta urbanizable 
yarterios. superar las cinco hcctán,'US del a la construcción de Vivienda de 

érea neta urbanizable. Lu cuales Interés Prioritario (V IP) o " d_ estar rodeadas po, " 150/. para Vivienda de Inlerb 
malla vial arterial o inlcnnedia. Social(VIS}. 

Cesión mínima del 250/. del área El lotal de cesión exigida poro Usos especlficos del suelo 
neta urboni7..ablc51 para parques y parques y equipamientos 
equipamientos públicos. públicos se distribuye en un 50'/. 

en un solo globo y el resto en 
g lobos con área mlnima de 1000 
metros cuadrados. 

" Que se expresa en los decretos 619 y el 1141 del año 2000 expedidos por la Alcaldia Mayor de Bogotá. 
50 Esta cesión o carga se encontraba vigente bajo el régimen de urbanización anterior al instrumetlto del PPDU-B. 
$1 Cociente que resulta de divKl ir el área del primer piso bajo cubierta. por el área total de un predio. Se ex¡wesa 
sobre Arca neta urbanizable o sobre área útil. según lo detennine la norma urbanista. Glosario POT, Decreto 619 
de 2000. 
Sl Cociente que resulla de dividir el área total construKla, por el área lotal del predio. Glosario POT, Decn:to 6 19 de 
2000. 
H fu el área resultante de restarle al área bruta o total deltefTcno el área afectada por malla vial arteria l. estructura 
ecológica principal o redes matrices de servicios públ icos. 
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Son dos las transformaciones relevantes entre el régimen que imperaba los procesos de 

urbanización previoS. a los planes parciales y estas primeras reglas de juego del instrumento: (1) 

la obligación de incluir áreas destinadas para la construcción de Vivienda de Interés Social y/o 

Vivienda de Interés Prioritario y (2) la definición de los ¡ndices máximos de ocupación y de 

construcción. 

El prodUCIO institucional principal de la aplicación de este instrumento es un documento público 

ex.pedido por el Alcalde Mayor el cual defi ne las condiciones especificas -diseño urbano, 

cesiones públicas, usos, aprovechamientos, ocupación. edificabilidad y zonas de reserva- para el 

proceso de uroonil1lCión de los predios sujetos a un detenninado Plan Parcial de Desarrollo 

Urbano. 

Para el logro de este producto la nonna establece tres etapas: la consulta preliminar. la 

formulación del proyecto y la adopción del plan. En la primera etapa la principal interacción es 

entre los actores privados interesados en desarrollar los predios y la oficina pública encargada de 

coordinar el proceso de regulación. En la segunda etapa, además de la interacción nombrada en 

la primera etapa se vincula la interacción entre las distintas oficinas públicas obligadas de emitir 

algún concepto especializado en la fonnulación del proyecto de plan parcial. En la tercera etapa 

la interacción se encuentra concentrada entre oficinas públicas., el despacho de la alcaldía mayor 

y una participación marginal de los vecinos del proyecto de plan parcial. 

Gráfico 2. Etapas, inleracciones y productos institucionales de los PPD U~B 
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Fuente: elaboración propia oon base en rqimen Jurfdioo de Bogol4, .o.c 

54 Las estructuras rormales que regulaban los procesos de urbRnización se reglan por el Acuerdo 6 de 1990. 
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El producto institucional resultado de la consulta preliminar es la delimitación del Plan. Esta se 

encuentra compuesta por (1) la definición de las afectaciones de los predios quc integran el plan 

ss, (2) la disponibilidad que tienen los predios para la prestación de servic ios públicos 

domiciliarios y (3) los condicionantes específicos en ténninos de usos y aprovechamientos 

previamente definidos por instrumentos de escala jerárquica superior. 

El segundo producto institucional, es decir la viabilidad del proyecto. Es sin lugar a duda el 

producto más complejo, no sólo por la cantidad de actores involucrados sino también por el 

complejo proceso de negociación entre los intereses de los actores privados asociados al negocio 

inmobiliario de la ciudad y los actores institucionales encargados del proceso de regulac ión 

pública. En este segundo producto, los actores privados presentan una propuesta inicial de Plan 

Parcial y cada entidad hace su propia exigencia de acuerdo con las atribuciones que la nonna 

pennite. La Secretaria de Cultura, Recreación y Deportes hace sus exigencias asociadas a los 

equipamientos culturales y deportivos; la Secretaria de Hábitat en tomo a los espacios verdes y 

de conservación, el Instituto de Desarrollo Urbano las exigencias relacionadas a la construcción 

y calidad de las vias del plan. Así, más de diez oficinas distritales, teniendo como intennediaria 

la gerencia de planes parciales de Secretaría de Planeacíón, hacen sus respectivas observaciones 

a los proyectos de plan presentado, las cuales la gran mayoria son de adopción obligada. Una vez 

incluidas las observaciones por parte de los actores privados interesados en el desarrollo de los 

predios, la Secretaria de Planeación da su concepto de viabilidad. 

Finalmente, la adopción del PPDU-B es el último producto institucional. Este se caracteriza por 

una serie de consultas para concluir el proceso con un Decreto expedido por el Alcalde Mayor. 

Las consultas son con (1) las autoridades ambientales, (2) con el Consejo Consultivo de 

Ordenamiento Territorial y (3) con los vecinos del proyecto de Plan Parcial En estas consultas 

se hacen recomendaciones o simplemente se avala e l proyecto fmal de Plan Parcial. 

ss En malla viat arteria~ en suelo de COnservaCKln ambienta t y redes malrices de servicios públicos. 
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Gráfico 3. Tiempos establecidos para cada producto institucional 

1" .. "" I 

Fuente: elabonteon propia con base en Rl!gimcn Jurldico de Bogotá D.C. 

El tiempo establecido para generar los aulpUIS institucionales ronda los 160 días sin contar los 

tiempos requeridos para la expedición del decreto de adopción. Es decir las oficinas encargadas 

de delimitar el Plan Parcial tienen hasta 45 días, después de radicada la solicitud por parte de los 

interesados de desarrollar predios sujetos a la regulación. para expedir el oficio de delimitación. 

Por su parte, el Comité Técnico de Planes Parciales (crPp) tiene inicialmente 30 dlas para 

otorgarle viabilidad aJ esquema básico presentado por los interesados de desarrollar los predios; 

luego tiene 45 dlas después de radicado el proyecto de Plan ParciaJ para dar concepto favorable o 

desfavorable de viabilidad. Finalmente, en el proceso de adopción, la concertación con las 

autoridades ambientales no puede tardar más de ocho días, el Consejo Consultivo de 

Ordenamiento Territorial por su parte tiene hasta 30 días para dar su concepto del proyecto 

definitivo de Plan. 

3.2.1. Trandormadones de la norma 

Las transfonnaciones en las reglas del juego producidas entre 2003 y 2006 se concentran en dos 

ámbitos: (1) las cargas y los beneficios a las que son sujetos los desarrolladores urbanos y (2) los 

trámites y procedimientos a la que son sujetas las oficinas públicas encargadas de generar los 

productos institucionales necesarios para adoptar los Planes Parciales. 

A partir de esta nueva reglwnentación, el primer ámbito, las nonnas sobre usos e intensidad de 

usos del suelo (derechos urbanísticos), solo pueden ser asignados previa definición de las 

obligaciones umanfsticas y de los instrumentos necesarios para sufragar los costos (de 

infraestructuras viales, de servicios públicos, el espacio público adicional y e l suelo de 
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protección y la calificación de suelo para VIS)S6 que implica lal d~finición de usos y 

edificabilidades. Es decir, las cesiones públicas ya no son preestablecidasS7 como en el las reglas 

anteriores, sino que se encuentran directamente relac ionadas con los derechos urbanísticos. Es 

dec ir, en cuantas más cesiones, mayores derechos urbanísticos y viceversa . 

Esta figura de reparto equitativo de cargas y benefic ios nivel di strital se encuentra contemplada 

en el Decreto 436 de 2006 de la siguiente fonna: 

• Se define un índice de colIStnlcción resllllanle (se e(escompone en/re aqllel necesario poro la financiación 

de las cargas locales y aquel que asegura las cesiones de suelo paro 1M cargas generoles) elel repono 

equilatil'o de cargas y beneficios según producto inmobiliario lipo. qlle permite a 10l' propielarios del 

suelo. en proporción a los beneficios urbanislicos alllorizados. la financiadón Ile las cargM lacales y la 

cesión de sucio para los elemenlru definidos como cargas generales. 

• En todo caso. en lru planes pareiales se deberá concretar la edificabilidad resultan/e del repan o 

equilatll'O de cargas y beneficios. con el fin de asegllrar /0 poli/lca de UJO eficien/e del Slle/O establecida 

por e/ Decreto /90 de 2004. En consecuencia. e/ DAPDu no padrá O/llar/zar planel pareialel en los que la 

edificabilidad propuella no alienda el lineamiema de política señalado. sall'O cl/ando el propielllrio 

manifieste expresamente S il inlención de realizar Iw cesiones adicionales de suelo para elementos de 

cargw generales. a pesnr de concretar linO edificabilidad inferior a la resultan/e del reparto equitathu de 

cargas y beneficios. 

• Los propietarios podrán acceder a índices adicionales e/e cOlfStnlcción a los p revistos en el articulo 20 de 

este Decreto. las cuales corresponden al índice ele constnlcción resllltante del reparto equitath'O de cargas 

y beneficios. realizando aportes aelicionales lle s /lelo. en función del mayor aprovechamlemo que se les 

autorice. 

Previo a 1997 se consideraba "deber" del Estado entregar licencias d~ construcción. Con la Ley 

388 de 1997, específicamente en el artículo 37,S9 no se puede autorizar una incorporac ión de un 

suelo, sin antes garantizar la posibilidad de servicios y los instrumentos de financiación de la 

construcción. Ya no es deber del estado entregar, sino controlar60 o regular. 

u Desafortunadamente,. la Ley no es explicita en lo que se refM:re a los equipamientos sociales. 
" En la nonna anterior las Ce5Kmes para cargas locales era del 25% Y para vlas de la malla arterial era hasta el 7% 
del Uea bruta del terreno. 
JI Actualmente se denomina Secn.1aria Distrital de Plancación. 
59 .... • deberá señalarse e/ procedimiento previo para establecer la factibilidad de extender o ampliar las redes de 
servicien públicos, la infraestnlctura vial y la dotación adicional de espacio público. así como los proce.J()S o 
Instrumentos medianle los cuaJes x garantizara su realización ef ecth'O y la equitativa distribución de cargas y 
beneficios deril'Odos de la correspondiente actuació/1'·. Ley 388 de 1997. 
60 Articulo 15 de la Ley 388 de 1997. 
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La segunda transformación se encuentra en el ám bito de los trámites, asociada específicamente a 

los tiempos que tienen las oficinas dislritales para la generación de productos institucionales 

necesarios para la adopción de los Planes Parcia les. 

Gráfico 4. Tiempos previstos pa ra productos institucionales 
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Fuente: elaboración propia basado en e l Decreto Nacional 2181 de 2006 

Este decreto, expedido por e l Gobierno Nacional, pretende disminuir sustancialmente e l tiempo 

que toman las oficinas públicas en generar los distintos prod uctos institucionales. Incluyendo el 

tiempo de expedición del decreto, surtir todos los trámites asociados a la adopción de los Pl anes 

Parciales tardarla 98 dias, 62 dlas menos6 1 que el marco normativo anterior. Sin embargo, como 

en el régimen anterior no se encuentra estipulado que ti po de sanción se aplicarla a los 

encargados de las oficinas que incumplan los tiempos previstos en este decreto. 

3.3. Descr ipción y caracterización general de los Planes Parciales por periodo 
y por producto institucional 

La Ley Nacional que crea los Planes Parciales en los regímenes urbanos de los munic ipios y 

distritos de Colombia tiene su primera reglamentación en la ciudad de Bogotá a partir del año 

2000 con la expedición de dos decretos distritales: el Plan de Ordenamiento Tenitorial62 y el 

decreto 11 41 del mismo aí\Q6J. Bajo esta nonnativa distrital se adoptaron once planes parciales 

en la ci udad. En 2003 se revisa el I 'O~ estableciendo nuevos condicionantes para los procesos 

de urbanización en la ciudad y en 2004 se expide el Decreto 327M que reglamenta estos nuevos 

condicionantes en la figura de Planes Parc iales. En esta reglamentación se adoptaron diez Planes 

Parciales. Fi nalmenle en el afio 2006 la Presidencia de la República expidió e l Decreto Nacional 

61 Estc número de dlas no incluye el proceso de expedición de l dca"cto de adopción por partl! de la alcaldla mayor. 
61 Decreto 619 de 2000. 29 de Jul io de 2000. Akaldla Mu)Ur de Bogotá 
6) Decn:to 1141 de 2006. 29 de Diciembre de 2000. Alcaldla Mayor de Bogotá. 
6< Decreto 469 de 2003. Alcaldla Mayor de Bogotá. 
6' Decreto 327 de 2004. Alcaldla Mayor de Bogotá. 
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218 1, el cual condiciona la actuación de las administraciones municipales y distritaJes en lo 

relacionado con los procedimientos y productos de los procesos de urbanización al interior de 

cada entidad territorial. En ese mismo ai'Io, la Alcaldía de Bogotá. expide el Decreto 436, el cual 

ajusta los condicionantes asociados a la técnica de reparto equitativo de cargas y beneficios 

enunciados en el POT del 2003 Y a las nuevas exigencias asociadas al Decreto Nacional expedido 

el mismo al'lo. Hasta el af\o de 2009, la administración distrital expidió quince Planes Parciales 

bajo estos ajustes a la reglamentación. 

Como lo muestra la Ilustración 6, en total se han aprobado 36 planes parciales en Bogotá, 

mostrando un muy leve descenso en el segundo periodo y un repunte en el tercero; no sólo en 

número de planes aprobados, sino también, como se verá más adelante, en el número de 

hectáreas intervenidas. 

Gráfico S. Planes Parciales adoptados por periodo 2000 - 2009 

Primer periodO 

llPPDU 10PPDU 

1997 C:; 'oop 2003 

Fuente: elaboración propia. 

2006 

Tercer periodo 

15PPDU 2. 
De los 36 planes aprobados, el mayor número se localiza en Suba (11 en total), seguido por Bosa 

(6 planes), Kennedy (S planes) y Usme (4 planes). En conj unto en las cinco localidades de 

Ciudad Bolfvar, Fontibón, Engativá, Tunjuclito y Usaquén se han aprobado en total 10 planes (3, 

3,2,1 Y I respectivamente). Ver Ilustración 7. En el tercer periodo las localidades de Suba y 

Usme son aquellas en que se aprueban mayor número de planes parciales. 
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GrártcO 6. PlaOH Parciales adoptados por localidad. Periodo 2000 - 2009 
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Fuente: Elaboración propia con base en datos de los Decretos de Bdopción de los planes parciales 2000·2009. 

En total en los nueve ai10s se han regulado 1.109 hectáreas en la ciuciad, esto representa el 0,7% 

del área total de Bogotá (1.587 km2). A través de este instrumento se ha logrado, al menos 

fonna lmente intervenir a través de la polftica pública en el desarrollo de un porcentaje muy 

representativo de territorio " libre" o baldío. Las localidades que más han sido intervenidas con 

planes parciales en todo el periodo han sido Usme (359 ha .) Y Bosa (254 ha.). Es de anotar que 

son localidades con importantes porciones de terrenos de expansión urbana que se encuen tran 

ubicados en zonas periféricas al sur y sur-occidente de la ciudad. También es importe sei'ialar que 

en estas localidades se ha concentrado la acción urbani:mdora del gobierno de la ciudad en estos 

ai'ios, sobre todo en el tercer período en el caso de Usme yel primero en Basa. Qua localidad con 

importantes áreas intervenidas es Suba, la cual aumenta su área afectada con planes parciales en 

el tercer periodo específicamente. 

Gráfico 7 Tota l área regulada por localidad 2000 - 2009 
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En general , el tercer periodo se caracteriza por ser una etapa en que se aprueban planes parciaJes 

de considerables áreas en todas las localidades (a excepción de Tunjuelito y Usaquén), pasando 

de 218,93 ha., en el primer periodo a 716,24 ha., en el tercero. Es decir, se aumentó el área 

regulada en más de tres veces (ver Ilustración 9). Sosa, Kenncdy y Suba se caracterizan por 

haber tenido importantes intervenciones a 10 largo de los tres períodos; por el contrario 

localidades como Tunjue lito y Usaquén han tenido sólo pequenas afectaciones en su territorio a 

través de este tipo de instrumento. 

Grlifico 8. Área regulada por los planes parciales en Bogoté por periodo y localidad 2000 -
2009 
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Fuente: Elaboracaón propia con base en datos de Jos Decretos de adopcaón de Jos planes parciales 2000·2009. 

3.4. La aplicación del instrumento: la regulación urbana como instrumento de 
gestión pública de suelo 

El producto final de la aplicación del instrumento Plan Parcial es un documento público de tipo 

nonnativo que establece una serie de condiciones necesarias para que se adelanten las obras de 

urbanización de predios con áreas superiores a 10 ha en la ciudad. En el presente apartado se 

describe y analiza cómo, a través del proceso de regulación pública, queda estructurado el texto 

final de cada uno de los 36 planes parciales adoptados en la ciudad hasta el ano 2009. Para este 

propósito el apartado aborda cuantitativamente tres de los aspectos centrales de los textos 

adoptados como planes parciales: (1) las cesiones obligatorias para cargas locales y generales 

que aportan estos planes a la ciudad, (2) el área destinada para la construcción de vivienda de 

interés social y prioritario del conjunto de área regulada por el instrumento y (3) el tiempo 
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empleado para la generación de cada uno de los productos institucionales necesarios para la 

adopción de cada uno de los planes parciales. 

El primer aspecto analizado cuantitativamente es el relacionado con la cesión de suelo del área 

afectada por el instrumento pan!. cargas locales y generales. Como ya se mencionó, uno de los 

objetivos de los planes parciales es que los desarrollos que se realicen en la ciudad destinen un 

porcentaje de suelo para vfas, espacio público, parques, equipamientos y para la instalación de la 

infraestructura necesaria pan!. la prestación de servicios públicos. De esta fonna dentro de los 

terrenos de planes parciales se debe ceder parte del área bruta para malla vial arterial, as! como 

pan!. para la malla vial local y un porcentaje del área neta urbanizable para parques y 

equipamientos públicos. En todo el período, del total de hectáreas brutas aprobadas mediante 

planes parciales (1. 109 ha.), el 36,2% se cedió para la ciudad en cesiones locales y 11,44% en 

cargas generales. Es decir, los terrenos afectados aportaron la tercera parte del suelo de su área 

bruta como condición para poder desarroll ar los predios sujetos de regulación pública a través 

del instrumento. 

Gráfico 9. Tota l cesiones obligatorias aportadas por los planes parciales en Bogoü 2000 -
2009 
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f<\lCnte: Elaboración propia con base en datos de los Dccn:tos de adopción de b s planes parciales 2000-2009. 

Como se observa en la Tabla No. 4, en promed io, casi la mitad del terreno involucrado en planes 

parciales fue aportado para el desarrollo urbano de estos predios (47,7%). Las localidades que 

mayor JX>rcentaje de terreno aportaron a sus proyectos de urbanizaciÓn y a cargas generales 

fueron Engativá (66,2%) y Fontibón (62,2%), seguidos por Usme (52,6%), Ciudad Bollvar 

(46%) y Usaquén (47,7%). Como se observa, estos porcentajes no en todos los casos dependen 
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del tamaflo de Jos lotes, ya que en localidades con pcqucí'las áreas reguladas se dieron 

importantes cesiones de terreno para la ciudad. 

Tabla 5. Porcentaje de ' rea entregada para cesiones por los planes parciales en Bogo" por 
localidad 2000 • 2009 

LoaIMl.d TotIIl 'tU C~o . tI Ctlto.es carps 
TOI.' 

n¡."d. urplloules , "."Blel 

""'" 2.54,14 ]9, 1% 2,7% 41 ,8% 

Ciudad Bollvar 28,04 42,0% 4,0% 46,0% 

Engativá 4. 33,4% 32,8% 66,2% 

Fonlibón 13.5,34 46,0% 16,2% 62,2% 

Kenncd), 90,6] 35,1% 3,4% ]8,.5% 

S,'" 188,44 ]4,4% 3,.5% 38,0"10 

Tunjuelito 11 ,19 16,0% ' ,9% 21,9% 

Usaq~ n ~'6 47,7% 0.0"10 47,7% 

U"", 3.59,07 ]2, 1% 20,.5% .52,6% 

Total 1109,41 36,2% 11.4% 47,7% 

Fuente: Elabomción propia con base en dalos de los Decretos de adopción de los planes parciales 2000-2009. 

Si se realiza el análisis por periodo, se encuentra que el porcentaje de áreas entregadas en cesión 

frente al total de hectáreas sujetas a plan parcial, en el caso de cargas locales (aunque no se 

marca una tendencia) se evidencia que los porcentajes de cesiones disminuyeron en el segundo 

periodo y aunque repuntaron en el tercero, en ni ngún momento han llegado a los datos arrojados 

en 2000-2003. Podria decirse que aunque este porcentaje es importante, es necesario revisar plan 

por plan para establecer si se han cumplido los porcentajes respectivos y qué tanto la nonoa ha 

modificado éstos en beneficio de la urbanización ordenada en la ciudad. 

En el caso de cargas generales si se evidencia una tendencia al aumento con el tmnscurso de los 

aí'los, podria decirse que la admin istración local ha aplicado la norma con el fin de "hacerse" de 

suelo urbano a través de la regulación pública para garantizar la infraestructura adecuada no sólo 

de los predios en desarrollo, sino para la ciudad en su conjunto. 
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Gráfico lO, Tota l cesiones obligatorias aportadas por los planes parciales en Bogotá 2000 • 
2009 
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Fuente: Elabomción propia con base en datos de los Decretos de adopción de los plan;:s parciales 2000-2009. 

Este aspecto de las cesiones obligatorias de suelo es sin duda, en donde se concentra el mayor 

esfuerzo institucional del ejercicio de regulación pública en los procesos de urbanización de la 

ciudad. El plan parcial es el instrumento que por naturaleza concreta el intercambio de derechos 

urbanísticos por suelo y suelo construido entre los encargados institucionales de aplicar el 

instrumento y los desarrolladores privados que pretenden urbanizar predios al interior de la 

ciudad. 

Otro de los aspectos relevantes que pretende regular el instrumento es el destino final del espacio 

construido en cada plan parcial. En este caso, se obl iga a cada uno de los planes a incluir en la 

oferta inmobi liaria un porcentaje específico orientado a la construcción de Vivienda de Interés 

Social (VIS)6ó o Vivienda de Interés Prioritario (VIPt
7
; es decir, que independiente de la 

vocación de cada plan los desarrolladores deben destinar un porcentaje que ronda entre el 15% y 

el 50010 dependiendo de la zona68 de la ciudad donde se encuentra ubicado el proyecto de 

urbanización . 

De la infonnación que se encuentra detallada en los decretos de adopción de cada plan parcial 

del total de hectáreas afectadas por el instrumento por periodo de estudio el número de éstas 

.. VIS tipo 3, entre US 17.501 y US 25.000. VIS Tipo 4 entre US 25.00 1 y US 34.000. 
67 VIPtipo 1: IJrccio hasta US 12.500; VIPtipo 2: entre US 12.501 y 17.500 . 
.. Sud,) de expansión norte entre el 15% y 200/0., suelo de expansión sur y occidental entre el 50"~ Y el 30"10)' suelo 
urbano entre el 20% y 15%. 
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destinadas a la construcción de VIS y VI P es mínimo. En el primer periodo sólo son 32 hectáreas 

las dedicadas a la construcción de VIS y cero a la de VII'. En el segundo periodo el área destinada 

para este tipo de viviendas aumenta tímidamente, las de interés social aumenta casi en 4 

hectáreas aproximadamente, por su parte las de interés prioritario apenas alcanzan 1,25 hectáreas 

de 174 hectáreas reguladas en todo el periodo. En el ultimo periodo el aumento en numero de 

hectáreas tanto reguladas como dedicadas a este tipo de vivienda es significativo, las hectáreas 

dedicadas para la construcción de VlP pasan de 1 ho en el periodo inmediatamente anterior a 97ho 

entre 2006 - 2009 Y por su parte las dedicadas a VIS pasan de 36ho a 95 en ese mismo periodo. 

Grlirico 111 . Área destioada VIS y VlP por periodo 
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Fuente: Elaboración propia con base en datos de los Decretos de adopción tk los planes parciales 2000-2009. 

En lo relacionado con el numero de hectáreas dedicadas a la generación de este tipo de vivienda 

por localidad, podemos observar que las localidades que mayor suelo destinan para la 

construcción de VIS son Bosa, Usme, Kennedy y Suba. estas cuatro localidades concentran más 

del 80010 del suelo dedicado para éstas. Por su parte el número de hectáreas destinadas para VIP 

unicamente se concentran en tres localidades, de las cuales Usme tiene más de 88ho mientras 

que la que sigue en importancia es Bosa con tan sólo 7,83ho más de diez veces menos que Usme, 

la última localidad en dedicar suelo a vivienda de interés prioritario a través de los planes 

parciales es Suba, la cual tan sólo destina 2,48ho a la construcción de este ti po de vivienda. 
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Grá fico 12. Área destinada a VIS y VlP por loca lidad 2000 - 2009 
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,,'uente: Elaboración propia con base en datos de los Decretos de adopción de Jos planes parciales 2000·2009. 

El tercer aspecto que vincula e l análisis del presente apartado es el de los tiempos para la 

generación de cada producto institucional. Como anteriormente se mencionó, ex.isten tres etapas 

en el producto de los planes parciales: la consulta preliminar, la formulación del proyecto y la 

adopción del plan. Un análisis de los datos muestra que en promedio para todo el periodo, los 

trámites correspondientes a la consulta preliminar tardan 105 dias; la radicación del proyecto de 

plan y la viabilidad demoran en promedio 201 días y fin almente. 324 días entre la resolución de 

viabilidad y la adopción de los mismos. 

Como se observa, el producto que menor tiempo tarda es el primero, posiblemente debido a que 

es aquel en el que la interacción entre los actores privados y las oficinas es más sencilla. En esta 

fase sólo se requiere para el trámite, información de dos entidades públicas (SDI> y Secretaria de 

Medio Ambiente) y de las empresas prestadoras para definir si el predio liene afectaciones de la 

estructura ecológica principal y de ' vías arteriales, y si hayo no cobertura para la prestación de 

servicios. En la segunda etapa la tardanza puede estar asociada con los detalles del disef'ío, ya 

que intervienen más de diez representantes de distintas entidades en el Consejo de 

Ordenamiento como órgano decisional. En esta fase, cada entidad genera un producto 

institucional especializado y en cualquier momento, la decisión, inacción u omisión de alguna 

entidad puede bloquear el conjunto del proceso, La tercera etapa es la que mayor tiempo tarda en 

promedio. Sin embargo, aunque allí se produce la interacción entre oficinas públicas, el 

despacho de la alcaldla mayor y los vecinos del proyecto de plan parcial. pareciera que no 

requiere de gran cantidad de negociaciones y acuerdos como la segunda fase. 
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Gráfico 13. Días promedio por producto institucional pa ra los planes pa rciales en Bogotá 
2000 - 2009 
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Fuente: Elaboraci6n propia con base en datos de los Decretos de &dopei6n de los planes parciales 2000-2009. 

El análisis por periodo muestra que los tres productos institucionales tienen una tendencia al 

aumento, aunque la consulta preliminar y la definición de detenninantes es la que menos ha 

aumentado, ninguno de estos pareciera evidenciar aprendizaje institucional propio de las 

organizaciones. Así mismo, es de anotar que aunque en el afio 2006 el Gobierno Nacional aprobó 

una nueva reglamentación para la disminución de dlas por tJá rnite, al parecer no ha habido 

mayor adaptación e instrumentación por parte de las entidades del gobierno local involucradas en 

el proceso. Lo anterior también se puede deber a que no existen mecanismos de sanción frente al 

incumplimiento de dicha normatividad. El gráfico 14, muestra un aumento en todos los tiempos 

a partir de 2006 en lugar de una disminución. La explicación a ello tendría que hacerse a partir 

de la revisión específica plan por plan. 

Aunque las ofi cinas encargadas de delimitar el Plan Parcial tienen hasta 4S dlas para expedir el 

oficio de deli mitación, una vez radicada la solicitud de los interesados; como se observa en la 

Ilustración 13, sólo ocho (8) de los 36 planes parciales69 aprobados han cumplido con este 

tiempo (planes 7, 11, 12, 16,23, 32). Otros ocho planes han tardado, en esta fase , entre 4S y 60 

días; cinco entre 61y 75 días, ninguno se encuentra en el rango de 76 a 90; siete entre 91 y 105 

M Dos de los cuales l;enen cero (O) debido a que han sido aprobados como Planes Zonales y en sus documentos de 
aprobaci6n ya se encuentran las detenninantes especlncas para los planes parciales que lo inlegran. 



días; uno entre 106 y 120 días y finalmente, siete planes parciales han tardado entre 120 y 487 

días. 

Gréfico 14. Días promedio por producto institucional para los planes parciales en Bogotá 
2000 - 2009 
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Fuente: Elaboración propia con I:la!;¡e en dalos de kJs Decretos de adopción de kJs planes parciales 2000-2009. 

En la segunda fase, el Comité Técnico de Planes Parciales (CTPP) tiene inicialmente 30 días para 

otorgar la viabilidad al esquema básico y posterionnente 45 días, después de radicado el 

proyecto de Plan Parcial para dar concepto favorable o desfavorable de viabilidad. De acuerdo 

con los datos por plan parcial de la Ilustración 14, solamente cuatro planes han sido viabilizados 

entre 1 y 45 días; siete entre 46 y 90 días (podria decirse que algunos dentro de los tiempos 

establec idos por la nonna); cinco entre 91 y 135 días; siete en tre 136 y 181 días; dos entre 182 y 

227 dias y finalmente. once (es decir, casi e l 35% del total) han tardado en recibir viabilidad 

entre 228 y 670 dlas. 

Fi nalmente, en el proceso de adopción los tiempos se definieron nonnativamente así: la 

concertación con las autoridades ambientales en ocho días y otros 30 para que el Consejo 

Consulti vo de Ordenamiento Territorial entregue su concepto del proyecto definiti vo de Plan. 

Como se observa en la Il ustración 14, solamente un plan parcial cumplió con dichos tiempos; 

ninguno estuvo entre 39 y 11 5 días; seis tardaron entre 116 y 153 días; tres entre 154 y 191 días 

y, finalmente. 26 (es deci r el 72%) demoraron su adopción entre 230 y 680 dras. Lo anterior 

muestra una tardanza entre 6 y 17 veces lo establecido por la nonnat ividad. 
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Gráfico IS. Velocidad por producto inslitucional en Bogotá 2000 - 2009 
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Fuente:: EL1borac:ión propia con base: en datos de los DecrclOS de adopción de los planes parciak:s 2000·2009. 

Finalmente, durante todo el periodo se han utilizado 34.472 días, de los cuales el mayor 

porcentaje es atribuido a la tardanza de las dependencias en el trámite de los conceptos, 

viabilidades y adopción final. Éstas demoran casi el doble de tiempo que los promotores en 

realizar los trámites que les corresponden, Sin embargo, estos ultimos también tienen una 

importante responsabilidad en la dilatación de los tiempos en procesos como la revisión de las 

correcciones encomendadas por las entidades. la entrega de documentos solicitados, la 

radicación de documentación, entre otros. 

Tabla 6. Velocidad en el proceso de expedición de los planes parciales en Bogotá 2000 -
2009 

A "lOr '1',01. ' dl-s Pn,-.ihl .11." 1\16,..-. di •• l\t""mo d i • • 

A .rihu'ble 
11. 72~ no 1.227 " " romoIO"'. 

Atribuible 

Dependen"; .. 
22.747 '" 1.674 , .. 

T Q •• I 34.472 '" 2 . ~2 1 '" 

Fuente: Elabomción propia con bage en dalOS de los l)e(;relos de adopción de 1o~ planes purciab 2000·2009. 
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4. Los Programas Parciales de México DF 

El presente capítulo describe y analiza tanto las estructuras fonnales que dan vida y reglamentan 

los programas parciales en México OF como las interacciones y los productos institucionales que 

estas estructuras desatan en su posterior aplicación. Para este propósito, al igual que el caso 

bogotano, el capitulo se encuentra organizado en tres apartados. El primero, a partir de un 

acercamiento eminentemente descriptivo, detalla las estructuras fonna les que le dan fonna a los 

programas parciales, analiza las nannas de jerarquía Superior que supeditan a cie rtos ámbitos de 

planeación el instrumento en la ciudad. De igual fonna analiza sus propósitos declarados, las 

interacciones y los productos institucionales necesarios para la respectiva adopción de cada uno 

de éstos. El segundo apartado describe y analiza las atribuciones especí ficas que el marco legal 

le asigna a los programas parciales en México DF y sus implicaciones tanto institucionales como 

políticas en la ciudad. El último apartado describe el producto final de la aplicación de 15 

programas parciales en la México OF, explicita el número de hectáreas, las delegaciones y el 

número de habitantes afectados por la aplicac ión del instrumento en la ciudad: de igual fonna 

desagrega las acciones estratégicas expresadas en cada programa, desagregando éstas en cinco 

ocho grande ámbitos: movilidad, usos de suelo, equipamiento, medio ambiente, vivienda, 

servicios públicos, seguridad y productividad. 

4.1. De la Ley de asentamientos humanos a los programas parciales 

Las líneas y orientaciones de política en materia de planeación en la Ciudad de México hasta 

antes de la expedición del Estatuto de Gobierno de la Ciudad (1994) estuvieron solamente 

orientadas por la estructura legal y administrativa definida por el nivel federal de gobierno. En 

ese sentido, la Ley de Asentamientos Humanos (LGAH) 70 de 1976 y la Ley de Planeación 71 de 

1983 y sus posteriores reformas definieron los actores encargados y su papel dentro del marco de 

la planeación urbana en el Distrito Federal. Sin embargo, es con las Reformas Constitucionales 

de 1993 y 1996, una vez se transfonna el Departamento del Distrito Federal al Gobierno de la 

ciudad, que se modifican, tanto las competencias como las instituciones encargadas de la 

planeaci6n y por ende los circuitos de responsabi lidad entre los actores encargados de aprobar la 

norma y aquellos quienes deben aplicarla. A continuación se hace una breve reseña de las 

111 ley de Asen\alTienIOs Humanos. Publcada en el DiaOO OIidal de la Federac:ItIn el 2fi de mayo de 1976. Rebma publcacla en el Diario 
0IIcIaI de la Federad6n el 08 de mayo de 19!M. 
11 ley de P\aneac:iOn. Nlicada en el Diario Oficial de la Federaci6n el5 de enero de 1983. Reformas pubicacIas en el Diario OfIcial de la 
FederacI6n de 23 de 1TIa)'O de 2002 Y 13 de ;mio de2OO3. 
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orientaciones de dichas normas, las dependencias encargadas de llevarlas a cabo en la ciudad y 

sus respectivas transformaciones. 

4.1 .1. Las reglas sobre planeación urbana vigentes en el Departamento del Distrito 

Federal hasta 1994 

La Ley de Asentamientos Humanos (LGAI·I) publicada desde 1976, definió en un inicio su 

objeto a la ordenación y regulación de los centros de población y el establecimiento de las 

normas básicas para planear su fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento a través 

del Plan Nacional y los planes estatales y municipales de Desarro llo Urbanon y los Planes de 

Ordenación de las zonas conurbadas (entre otros). El primero, señala las lineas generales del 

desarrollo urbano y las diversas opciones para su ejecución. Según esta norma, los planes de 

desarrollo urbano son considerados como aquellos que prevén las acciones e inversiones 

públicas y las di sposiciones para regular el mercado de los terrenos y el de los inmuebles 

destinados a vivienda popular. 

Esta norma fue modificada en 1994, incluyendo dentro de las previsiones de los programas de 

desarrollo urbano, además de lo ya mencionado, la vivienda de interés social (Articulo 3, 

Facción XVI). Estas modificaciones incluyen especificaciones en materia de las acciones 

coordinadas entre niveles de gobierno en materia de reservas territoriales para el desarrollo 

urbano y la vivienda (Artícu lo 40) y asignan atribuciones a la Secretaría de Desarrollo Social 

(SEDESOL) en materia de vivienda. Es importante señalar que la LGAH es una ley "marco", es 

decir, se trata de un tipo de norma jurídica no dirigida a ser aplicada directamente en casos 

específicos. De modo que su función es proporcionar los IÚllites y supuestos básicos a los que 

habrá de someterse la legislación y la acción de los órganos estatales en materia de 

asentamientos humanos (Dubau, Cruz; 2(06). 

Es importante anotar que la Ley que rige actualmente (1994) define instrumentos para la 

actuación de los distintos niveles de gobierno en materia de vivienda y suelo, relacionados con el 

establecimiento de acuerdos de coordinación entre actores gubernamentales y convenios de 

concertación con los sectores social y privado; los requisitos y disposiciones en materia de 

regularización de la tierra para la incorporación de terrenos ejidales, comunales y de propiedad 

federal al desarrollo urbano y la vivienda (a partir de los lineamientos del Artículo 27 

12 De acuenio oon la ley de PIaneaciOn en su artiaJlo 21, la categoria de PIM queda reservada al Plan NadmaI de DesarroIb. 
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Const itucional, modificado en 1992); y los mecanismos e instrumentos financieros para el 

desarrollo regional y urbano y la vivienda. 

Las transformaciones de la LGAH expresan los importantes cambios en las orientaciones de 

política que marcaron la evolución de los procesos de planeacióll de los centros de población en 

1992. Estos cambios normativos a nivel federal están relacionados con la descentralización de 

las acciones en materia de suelo y con la apertura de los procesos y procedimientos de acceso a 

la tierra a los mecanismos del mercado, en un contexto de importante influencia de las 

orientaciones de productividad y crecimiento económico en la poUtica de desarrollo y 

competitividad de las ciudades. Aunque la LGAH sigue vigente para el conjunto de estados en la 

República Mexicana, el Distri to Federal desde 1996 que la Asnmblea legislativa tiene la 

facu ltad de legislar, como ya se verá más adelante tiene sus propias normas en materia de 

desarrollo urbano. 

Otra Ley marco que define aún importantes instrumentos de gobierno y de planeación a nivel 

federal y que se constituye en una orientadora de la legislación particular de planeación en la 

ciudad, es la Ley de Planeación, que establece las normas y principios de la Planeación Nacional 

del Desarro1l07
} en cabeza del Ejecutivo Federal. Publicada en 1983 esta Ley integra el conjunto 

de nonnas que pretenden "organizar" el proceso de plancación de l desarrollo, territorial y de l 

gasto a nivel federal. A partir de ello, se define el Plan Naciona l de Desarrollo (PND) como el 

máximo instrumento en la jerarquía de instrumentos de planeación, que el gobierno nacional 

determina los objetivos y prioridades de acción gubernamental a nivel nacional y orienta la 

planeación de las actividades de las dependencias de la administración pública centralizada, 

descentralizada y paraestatal. De la misma forma, precisa las estrategias, las previsiones de 

recursos que serán asignados; los instrumentos y responsables de su ejecución, los lineamientos 

de política de carácter global, sectorial y regional; y las previsiones de la actividad económica y 

social. 

13p;va1os eIecbs de esta Ley se anlende por p/an8ad6n nacional de desanolo la ordINd6n racional 'f sistemali:ade acciones que, 11\ 

base al ejen:idD de las alribudones del Ejec:tJ1iYO FecIefaI en maEria de regulac:i6n 'f pIOmOCi6n de 11 acIiWtad econOmi:a, social, política, 
rultufal, de pnMcdOn al amblen'" 'f aprowcharnierm radMaI de los recursos naturales, \lene como prop6sii) la lr.VIsfonnaciOn de la reaIdad 
del pais, de conbrmidad con las normas, priK:ipIaI 'f objeINos que la ptqJIa Constituc:lOn Y la le}' establecen (ArtiaJIo 30.) 
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4.1.2. Las reglas sobre planeación urbana vigentes en el Distrito Federal desde) 994 

Hasta la Refonna Constitucional de 1993, la administración del D.F. estaba a cargo de un Jefe del 

Departamento Administrativo integrado a la estructura de la APF, razón r la cual no existe una 

nonnatividad especifica para la formulación y ejecución de su política de planeación hasta 1994. 

Es a partir de la expedición del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal (EGDF), el 26 de julio 

de 1994, que se inicia una etapa de importantes transformaciones legales que detenninaron su 

forma de gobierno y de gestión. 

En esta revisión del marco juridico de la planeación urbana en el DF es evidente ampliación de 

los marcos legales específicos para la ciudad, que aunque desde 1995 se venian ajustando al 

nuevo estatus jurídico del DF, es a partir de 1997 que se transforma todo el entramado 

institucional fonnal que detenninaría las acciones de las autoridades públicas en la ciudad en 

dicha materia. Es importante señalar que sólo en el periodo 1996-2000 se aprobaron la Ley de 

Desarrollo Urbano, los dictámenes sobre el Programa General y los Programas Oclegacionales 

de Desarrollo Urbano, la Ley de Planeación y la Ley de Vivienda del DF (en relación con los 

temas de nuestro interés). 

La Ley de Desarrollo Urbano' 4 promulgada por la ALDF en 1996, abroga la Ley de Desarrollo 

Urbano del Distrito Federal, publicada en el Diario Ofic ial de la Federación del 7 de enero de 

1976 y tiene por objetivos, entre otros, fijar las nonnas básicas para planear, programar y regular 

el ordenamiento territorial y el desarrollo, mejoramiento, conservación y crecimiento urbanos del 

DF; determinar los usos, destinos y reservas del suelo, su clasi ficación y zonificación; y la 

protección, conservación, recuperación y consolidación del paisaje urbano del DF. Así mismo, la 

nonna define las atribuciones de la Administración Pública del Distrito Federal en materia de 

desarrollo urbano, así como la participación de los diversos grupos y organizac iones sociales y 

las acciones de los particulares en relación con los objetivos, prioridades y programas de 

desarrollo urbano. 

El principal instrumento de planeación que prevé esta Ley es el Programa General de Desarrollo 

Urbano (PGDU), asi como los programas delegacionaJes y los progrnmas parciales, que en 

1_ ley de 0eswr0I0 UIbaoo del Dislritl Federai. PtbIcado EI'I la Gaceta 0IiciaI del 0istJt0 Federal el 29 de enero da 1996 Y en el Diario 
0IIciaI de la FecIetac:ión 817 de lebnIro de 1996. Reformas: 23 de lebrero de 1999 (GOOf No. 25); 29 de enero de 2004 (GODF No. a.TER); 
29 de enero de 2(XM (GOOF No. a. TER~ 07 de ;¡rio de 2IXl6 (GOOF No. 65): 11 de agom de 2006 (GOOf No. 93); 30 de abril de 2007 
(GOOF No. 72~ 
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conjunto constituyen el instrumento rector de la planeación en esta materia y sustento territorial 

para la planeación económica y social para e l Distri to Federal (Artículo 16). La estructura 

jerárquica del proceso de planeación (programático) que rige en el DF, de acuerdo con esta Ley, 

puede resumirse asl: e l PGDU debe ser congruente con el PND, el PNDU y con el Programa 

General de Desarrollo del Distrito Federal (PGDDF). De la misma fonua, los programas 

delegacionales se subordinarán al PG OU y deberán ser congruentes entre sí. Los programas 

sectoriales7S en materia de desarrollo urbano y ordenamiento territorial, que elabore la APDF se 

deberán subordinar a los programas mencionados. 

El PGDU define la estratcgia de desarrollo urbano y ordenamiento tcrritorial, así como las 

acciones estratégicas y los instrumentos de ejecución. En el mismo sentido, los programas 

delegacionales contendrán información respectiva para su demarcación territorial. La Ley del 

DF, en el mismo sentido que la Ley Federal, señala e l apoyo y promoción de la partici pación 

social y pri vada en el desarrollo urbano. La Ley de Desarrollo Urbano del DF señala además, 

que la planeación y el ordenamiento territorial se concretan para la ciudad a través del Programa 

General, los programas delegacionales y los programas parciales, que en conjunto son el 

instrumento rector de la planeación en esta materia y es e l sustento territoria l para la planeación 

económica y social para el Distrito Federal. Los programas parciales en este ordenamiento 

reemplazan los ZEDEC y establecen la planeación del desarrollo urbano y el ordenamiento 

territorial, en áreas especificas de la ciudad. Tienen un carácter espec ial adaptado a las 

condiciones particulares de algunas áreas y definen la forma de ordenamiento de un territorio 

especifico. Finalmente en esta cadena de herramientas, se encuentran los programas anuales de 

desarrollo urbano que son subordinados a los programas sectoriales. 

Aunque las Leyes de Planeación y de Asentamientos Humanos a nivel federal definen 

importantes instrumentos para cumplir con estos objetivos., la existencia de una ley específica en 

la materia para el DF pennite la expresión de las diferentes orientaciones políticas en la materia 

y constituir un marco de acción y de procedimientos propio en congruencia con sus procesos 

internos a nivel urbano, político, social y económico. Las reformas a esta Ley en los años 1999 

(segundo año del gobierno de transición electo), 2004, 2006 (periodo de mandato del segundo 

gobierno popular) y 2007, han expresado las preocupaciones por modificar o adoptar sus 

15 los programas sect:daIes y anuales en maIa1a de desarrt*) urtlano que elabore la APOf, como son lOS de raservas terriIoriales, agua 
poIabII, dl'tl'laje, ianspof18 Y WJidad, vMenda, medio arrtientB Y eq~ utbano, se debet*I ..... b dispue:sb por lOS programas 
(22) 
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lineamientos en materia de procedimientos para la revisión y modificación de los PGDU, pero 

además las diferentes propuestas sobre el problema público del ordenamiento en la ciudad, que 

una vez entregado a las autoridades locales ha sido motivo de importantes negociaciones al 

interior de la ALDF y entre esta y los Jefes de Gobierno. 

Adicionalmente, como parte de este entramado se encuentra la Ley de Planeación del DF, 

aprobada por la ALDF en el año 2000 (Gaceta Oficial del 27 de enero de 2000) con el objeto de 

definir los principios básicos de la planeación del desarrollo del DF; las bases para la integración 

y funcionamiento de l sistema de planeación del desarrollo; las atribuciones de los órganos de 

gobierno del DF en materia de planeación; las bases y mecanismos de promoción de la 

participación social y ciudadana y la coordinación del gobierno del DF con la Federación y con 

los gobiernos estatales y municipales; así como las bases para el desarrollo de la acción conjunta 

entre los particulares y el gobierno del DF. 

El proceso de planeación del desarrollo pretende articular las acciones del Gobierno del DF en el 

largo, mediano y corto plazo, incluyendo las fases de formulación, instrumentación, control y 

evaluación de la acción pública. Esta normatividad desarrolla los lineamientos de la Ley de 

Planeación del nivel federal , a través de la elaboración de un Programa General de Desarrollo 

del Distrito Federal (PGDDF), que se considerará el documento rector que definirá las directrices 

generales del desarrollo social, económico y del ordenamiento territorial. Para este caso, es e l 

Jefe de Gobierno quien tendrá que elaborarlo y presentarlo a la ALDF, para su examen y opinión 

(podria señalarse que es el instrumento programático de cada gobierno en ejercicio). 

Este docwnento, además de contener los mismos requisitos que plantea la Ley Federal en 

materia de antecedentes, diagnóstico, contexto, imagen objetivo y ámbito espacial y temporal de 

validez; contiene la estrategia del desarrollo económico, social y de ordenamiento territorial; la 

definición de objetivos, prioridades y metas del desarrollo de mediano y largo plazo; y las bases 

de coordinación del gobierno del DF con la federación, entidades y municipios. Los programas 

delegacionales contendrán lo respectivo para el ámbito territorial de la demarcación 

correspondiente. 

La ley de Planeación del OF, aprobada a finales del primer gobierno electo, solamente ha 

contado con una reforma en enero de 2008, que básicamente otorgó mayores facultades a la 

ALDF en cuanto a la revisión de los programas delegacionales y el poder vinculante de la Ley oe 

Ingresos y el Presupuesto de Egresos. 
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4.2. Propósitos, productos institucionales y aclores e interacciones que exige la 
norma. 

La ex.istencia de los Programas Parciales de Desarrollo Urbano (PPDU-DF), tiene su primer 

antecedente en la ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal (LDU) de 197676 
-

específicamente la sección tercera-, en donde se crea un instrumento de planeación urbana 

denominado Plan Parcial ,n cuyos propósitos y alcances son similares a los hoy existentes en la 

figura de Programa Parcial, en el cual el principal OIl(Pl/( inst itucional producto de la aplicación 

de este instrumento era un documento público que planeaba un sector delegacional obligando al 

gobierno de la ciudad a realizar una serie de intervenciones fisicas y de regu lación en los usos de 

los predios de un territorio especifico al interior de alb'llna delegación. 

El propósito central de este instrumento de planeación del desarrol lo urbano y el ordenamiento 

territorial era definir intervenciones - fisicas y regulatorias- estratégicas, a iniciativa de actores 

gubernamentales o no gubernamentales, en piezas urbanas al interior de las delegaciones del DF. 

Desde un inicio este instrumento se encontraba vinculado a una tercera escala de planeación 

terrilorial en la ciudad, en donde el plan director ocupaba la cúspide de las escalas, conteniendo 

éste el régimen jurídico, los encargados institucionales y la propuesta general de ordenamiento y 

desarrollo uroano de la ciudad.1S Una segunda escala de planeación la integra el plan general, el 

cual contenla las prioridades, estrategias y proyectos del gobierno departamental de Distrito 

Federal. 

Existían tres productos institucionales parciales y un producto institucional global en cada 

proceso de PPDU-DF adoptado. Los productos parciales eran (1) un anteproyecto del programa 

propuesto, (2) el concepto de viabilidad que la Dirección General de Planeación le da a cada 

anteproyecto y (3) la "opinión fundada,,79 de cada instancia -gubernamental y no 

gubernamental- con atribuciones otorgadas en la LDU. Finalmente, tras el respectivo estudio del 

76 P\Jblicado en el diario ofICial de la federación el 7 de enero de 1976. Previo a la Ley General de Asentamientos 
Humanos publicada el 26 de mayo del mismo año. 
TI En la le¡isladón de la época se denominaba Programa Parcial d~ Desarrollo Urb4no a un instrumento similar a 
lo que hoy se conoce: como Programa DeJegacional de Desarrollo Urb4no . 
78 Es el conjunto de reglamentos, nonnas técnicas o disposiciones re lat ivas para ordenar los ~tinos., usos y 
reservas del territorio del Distrito Federal y del mejor funcionamiento y organización de sus espacio, urbanizados. 
1'f Ankulo 8 del Reglamento de Planes Parciales. Diario OfICial de la Federación, 9 de diciembre de 1976. 
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anteproyecto y las respectivas consu ltas, el Jefe de Departamento definía su adopción, este era el 

producto global de la aplicación del instrumento. 

GrAfico 166. Proceso adopción PPOU-OF 

, 
~ , ~ r "' Anteproyecto VIabilidad ppou- Consulta PPOU-Of Adopción PPOIJ.OF PPDU-Of .. 

) 

Fuente: elaboración propia. 

Asl mismo, el número de actores involucrados en cada proceso de plan parcial era robusto, en 

cada producto parcial existlan una gama i nleresante de actores, primando los gubernamentales, 

en donde su interacción se encontraba mediada por la Dirección General de Planeación. Desde la 

propuesta del anteproyecto hasta la adopción del I'I'DU-OI1 intervienen alrededor de 20 instancias 

gubernamentales y no gubernamentales, desde las diferentes juntas de vecinos que proponen o 

son afectadas por algún PI'OU-DF' hasta el mismo Jefe de Gobierno del departamento del Distrito 

Federal. 

Tabla 7. Actores involucrados en la expedición de los PPD U-DF en la LGDU 

.. l fp..,.~IO d~ 

PPI)IJ. Ol' 

En térm inos generales los propósi tos, los productos inst itucionales y los actores involucrados en 

la aplicación del instrumento de PPDU-DF en la legislac ión de 1976 son similares a los 

expresados en la legislación expedida 20 años después. Las principales características de estos 

Planes Parciales serian : ( 1) un instrumento de ordenamiento territorial que puede ser propuesto a 

iniciativa tanto gubernamental como no gubernamental, (2) con propósitos que abren un abanico 
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amplio de demandas territoriales, (3) con unos productos instituc ionales diferenc iados según las 

dependencias y asociaciones partícipes y (4) un número elevado de actores involucrados 

obligados o con posibilidad nonnativa de part icipar en alguna de las etapas de formulación, 

discusión y adopción de cada Plan Parcial. 

Además de los denominados Planes Parciales, otro antecedente importante relacionado con los 

programas parciales en la Ciudad de México son las Zonas Especiales de Desarrollo Controlado 

(ZEDEC), instru mento con procesos, actores y productos institucionales similares a los PPDU-DF. 

Estas zonas aparecen como un instrumento de planeación territorial en el Programa General de 

Desarrollo Urbano del Distrito Federal en 1987. Como se deduce por su nombre es un 

instrumento de naturaleza regulatoria y se aplicaba "en áreas con características y 

problemáticas particlllares qlle por el valor especial que revisten para la ciudad, se ajwtan a 

una zonificación y reglamentación de desarrollo controlado",80 las ZEDEC aportaban una 

regulación espec ífica para perímetros urbanos acotados bien fuera para "su mejoramiento, 

protección, conservación ofomento" (LGDUDF, 1987). 

Como lo menciona Hernández Esquivel (2006) el procedimiento tenia un enfoque local, el cual 

se concentraba en un acuerdo entre autoridades y asociaciones vecinales; a diferencia de los 

PPDU-DF que se caracteriza por un proceso institucional con etapas, productos y responsables 

institucionales claramente establecidos, el procedimiento utilizado para ¡as ZEDEC era similar al 

utilizado para los Planes Parciales de la época. Sin embargo, los productos eran más concretos se 

concentraban en qué y cómo se podía construir y cómo se podían utilizar las edificaciones de las 

zonas reguladas. '1 

Este instrumento, a diferencia de los Planes Parciales. fue ulilizado activamente. Para 1996, año 

en donde desaparece la figura, se habían expedido 44 ZEDEC en la ciudad -25 en suelo urbano y 

19 en suelo de conservación-, ocupando 5,576 hectáreas de la ciudad. la acti vidad de este 

instrumento se explica, según Hemández Esquivel, "a raíz de las presiones derivadas de la 

confrontación por el uso del suelo entre desarrolladores inmobiliarios, vecinos de colonias y 

autoridades" (Hemández. 2006). 

10 Programa General de Desarrollo Urbano del Distrito Federal. Publicado en el Diario Oficiat de la Federación el t6 
de Julio de 1987. 
11 La primen ZEDEC rue la de Polanco 'i Lomas de Chapuhepec en 1992 y el producto det proceso de negociación 
estire autoridades dclegacionales, distritales 'i asociaciones de vecinos fue: ( 1) anulación de los usos condicionados 
que permitían cierta discrccionalidacl de los func ionarios delegacionales en la asignación 'i control de 105 usos del 
suelo en las coloni911, (2) anular la posibi lidad de realizar cambios en usos de sucio, ahuras permitidas y 
restricciones de construcción direrentes a las establecidas en el documenlo ZEDEC y (3) preservar el 85% del 
lenilono como habitaciooal en los 15 años posteriores. 
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Sin embargo, las principales críticas a las ZEDEC era el carácter aislado de las decisiones 

territoriales tomadas, ya que no tenían en cuenta el desarrollo de la pieza urbana como parte de 

una dinámica que va más allá de la zona reglamentada, como parte funcional de las delegaciones 

y la ciudad. Las decisiones plasmadas en estas zonas eran de corte localista que favorecían los 

intereses de las personas que integraban la zona y podían influir el proceso decisorio, en algunas 

ZEDEC en aras de preservar el uso habitacional y exc luir "otros usos ¡"deseables se redujeron 

los equipamientos públicos para la atención de la población de colonias próximas ... y en casos 

extremos, se cerraron las calles para impedir el acceso de peatones O vehículos q(le transitaban 

por S IlS caJ/esfomentando un proceso de privatización del suelo " (Hemández, 2006). 

Con la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal (LDU) de 1996 cada ZEDEC que se 

encontrara vigente para la época se convirtió en un PI'DU-DF y se incluyen como tal en el 

respectivo programa delegacional. 

4.2 .1. Lo específico del inslrumenlo 

La expedición de la LDU$l en 1996 no transforma de manera relevante los propósitos y alcances 

de los PPDU-DF en relación con el régimen de 1976. El énfasis de la transformación legislativa se 

encuentra en algunos procesos y procedimientos del proceso mismo de formulación y adopción 

de estos instrumentos de planeación en desarrollo urbano y ordenamiento territorial. 

Los PPDU-DF siguen perteneciendo a una tercera esca la de planeac ión del desarrollo urbano y 

ordenamiento territorial, en donde su ámbito natural de afectación son territorios específicos 

pertenecientes a las demarcaciones delegacionales. En esta legislación, el instrumento de 

planeación de escala distrital es el denominado Programa General el cual "es el que determina la 

estrategia, política, acciones y normas de ordenación del territorio del Distrito Federal, osi 

como las bases para expedir los programas delegacionales y parciales ". "J En la segunda escala, 

los instrumentos de planeación son los Programas Oelegacionales los cuales "establecen la 

planeación del desarrollo urbano y el ordenamiento territorial de una Delegación del Distrito 

Federa!"."" 

u Publicada en el Diario Ofteial de la Federación el dia 29 de enero de 1996. 
Il Ardcukl 7 numeral LI . Ley de Desarrollo Urbano Publicada en e l Diario OfICial de la Federación el dia 29 de 
enero de 1996 
14 Ibidem. Articulo 7 numeral L. 
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Ilustración 17. Escala dcllnstrumento 

Ley General de Desarrollo 
Urbano 

PrOI"3I1N1 G.n.,.1 d. 
Desarrollo UrNno 

Pr~m.s O' ..... don.l'" 
"' o.s.trolkJ UrNno 

Procramas PardalM 
de o.sarroUo Urbano 

Fuente: elaboración propia. 

En esta Ley hacen especial énfasis en la subordinación de un programa a otro dependiendo de su 

escala de intervención. En lo concerniente a los PPDU-DF que en su área de afectación 

involucrase a más de una delegación se obliga a una subordinación inicial al Programa General y 

seguidamente al Programa Delegacional. Esto significa que lo contenido en cada PPDU-DF no 

podrá ser contrario a 10 estipulado en estos dos tipos de programas. Cuando únicamente el área 

del programa afecta solamente una delegación la Ley obliga a una subordinación exclusiva al 

Plan Delegacional, sobreentendiendo que este último no contradice en aspecto alguno el Plan 

General. 

El principal Olltpllt institucional producto de la aplicación del instrumento sigue siendo un 

documento público que planea un sector delegacional obligando a los gobiernos urbanos -

delegacionales y distritales- de la ciudad a realizar una serie de intervenciones lisicas y de 

regulación en los usos de los predios de un territorio específico al interior de alguna delegación. 

Los productos institucionales intermedios siguen siendo los mismos cuatro que la legislación de 

1976 establecía: anteproyecto, viabilidad, consulta pública, adop:ión. Sin embargo, los 

procedimientos y los actores involucrados en cada una de estas etapas son mooificados de 

manera importante en la LOU y su respectivo reglamento.u 

as Publicado en la Gaceta Oflcial del Distrito federa l el 29 de enero de 2004. 
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Tabla 8. Procesos y responsables pa ra la expedición de los P PD U~ D F 

ProdUflo ¡MIII.lona! "' K~ . ~ ns.b!" 
Ebbonci6n proyecto .. ición lineamientos técnicos. SaJuvi 100e1 .ción 
PPDU·DF Talleres de !'Iic' ión ciudadana. SaJu\i 10Dcl ~" 

Coordinar la COOgnlmcia de la propuesta del progama 
Viabilidad parcial con d programa gen~ l , el delegadolUlI y los Seduvi 

difamles Ol'OlUlmal sc:ctoriales oue afeclan eltmilOrio. 

Consulta pUblica 
Audiencias ' blicas Seduvi lo Del ación 
R~ "" escrito de observaciones S<du~ lo Del ~ " 
Incorpom:ión al proyecto , .. observaciones q~ 

Seduvi ylo Delegación 
cons)dcren pertinenles. 
Remisión del proyecto del programa y los antoccdentcs 

Seduvi - Jefe de Gobierno 
Adopción del mismo al Jefe deGo!Jierno para observaciones. 

El Jefe de Gobierno lo remite a la Asamblea Legislativa 
Jefe de Gobierno- Asamblea 

del D.F. oara observaciones 
A robación del PPDU-DF la Asamblea. Asamblea L islativa 

Fuente. elaboración propia. 

Una de las principales transfonnaciones en el proceso de elaboración los I'PDU-DF es el origen 

del anteproyecto: ¿quién propone que en un territorio específico se desarrolle cierto PI)DU-DF? La 

legislación de 1976 era clara en ese aspecto, hacía explícito que el anteproyecto del programa 

parcial podía ser propuesto por "'as distintas autoridades e institucioncl comprendidas en el 

artículo 2-1 de la Ley" ,M pueden ser desde los comités vecinales, pasando por los diferentes 

organismos públicos y privados con interés en los temas de desarrollo urbano, hasta llegar a los 

autoridades del orden delegacional y distritaJ. La legislación vigente en el tema deja un vacío 

importante, pues no existe ni en la LDU. ni en el reglamento de la misma quienes tienen la 

competencia para proponer PPDU-DF en territorios específicos. Únicamente se expresa en el 

articulo 6 del reglamento que los proyectos de los programas deben "presentarse por una 

autoridad competeme ". Sin embargo, esta afirmación es general a todo tipo de programas" del 

Distrito Federal 

El proceso empieza con el aviso de inicio del proceso de elaboración del programa parcial, 

competencia exclusiva de la SEDUVI y/o de la delegación,u en la cual se piensa desarrollar el 

programa, seguido de una innovación frente a las reglas del juego anteriores: los denominados 

talleres de participación ciudadana para la construcción del proyecto de PPDU-DF. Este es el 

punto central de la innovación, con el régimen anterior cualquier actor gubernamental o no 

gubernamental presentaba un anteproyecto con ciertas caracterfsticas técnicas y este se procesaba 

.. LGDU publicada en e t Diario Oficial de la Fedcmción el 7 de enero de 1976. 
IJ Hace referencia a l Programa Generat, a 105 Programas De1cgacionales. a los Programas Sectoriales y a los 
Programas Parciales. 
u Dependiendo de t área de influencia de l plan. Si el territorio involucra a más de una delegación es la Seduvi tiene 
mayor influencia en el proceso. por el contrario si e l plan sólo abarca e l temtorio de una de tegación tas autoridades 
delegacionales tienen ma)'Qf influencia, según el reglamento. 
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automáticamente para el concepto de viabilidad. consulta pública y adopción. En cambio con la 

nonnativa vigente, el proyecto del programa parcial arranca con la exped ición de lineamientos 

técnicos por parte de la SEDUVI y seguidamente se abre la convocatoria para que la ciudadanía 

inicie un ejercicio de ,plancación participativa en el cual -en leona- se construye el proyecto del 

programa teniendo como facilitadores a personas encargadas de la SEDUVI y de la respectiva 

delegación. Claramente es una apuesta orientada a generar cierta legitimidad en los procesos de 

planeación en desarrollo urbano y ordenamiento territorial. 

Otro de los aspectos que fueron modificados, fue la viabilidad olorgada a cada proyecto de 

programa parcial por parte de la oficina de planeación territorial de la ciudad, pues las 

condiciones iniciales para la formulación del proyecto tuvo dos variaciones significativas: (1) al 

iniciar el proceso se contaba con unos lineamientos técnicos especificos para el territorio 

susceptible del programa, a diferencia del régimen anterior que tenfa unas exigencias técnicas 

generales para toda la ciudad y (2) la fonnulación del proyecto desde un principio contaba con la 

orientación y el acompañamiento de personas delegadas por la SEDUVI y la delegación, cuestión 

que garantizaba un relativo apego a lo legal y a las posibilidades reales del instrumento. Con 

estas dos nuevas condiciones el proceso de viabilidad se concentró en coordinar con las 

dependencias de la administración pública distrital la congruencia del programa parcial con los 

programas de mayor jerarquía. 

En lo relacionado con la consulta pública se establecen audiencias abiertas para la socialización 

del proyecto del programa parcial y posteriormente se reciben observaciones por escrito sobre el 

proyecto de cualquier persona interesada, estas son las transformaciones de este procedimiento, 

anteriormente podría afinnarse que la consulta no era "tan pública" pues no existía un escenario 

de socialización y las únicas personas que podían extender un concepto sobre el proyecto de 

programa parcial eran los que consideraban con "opinión fundada·>89 90. 

Los procesos y actores involucrados en la adopción de los PPDU-DF tienen dos importantes 

modificaciones: (1) la instancia de tomar la decisión final de adoptar o no cada programa es la 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal y (2) el Jefe de Gobierno es un fillro intermedio que 

tiene la facu ltad de modificar el proyecto antes de presentarlo a la Asamblea Legislativa y 

" Las instancias y personas enunciadas en el articulo 8 del Reglamento de Planes Parciales. Diario Oficial de la 
Federación., 9 de diciembre de 1916. 
90 No quiero dar por sentado que esta .tmnsfonnación, yen general el conjunto de tl1ll\Sfonnaciona orientadas a 
ampliar los escenarios de participación en el proceso de expedición de programas parciales., son más convenientes o 
mejores pam el ejercicio de planeación en ordenamiento territorial de la ciudad. La valomeión de estas 
tTWlSfonnaciones se hace en un apartado posterior. 
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después de esta presentación para realizar las modificaciones sugeridas por la misma. A 

diferencia del régimen anterior, en donde el Jefe de Departamento era el decisor final, 

actualmente es la Asamblea Legislativa la que toma la decisión fina l de definir qué aprueba. 

En ténninos generales se observa un incremento tanto en los procesos como en los actores 

involucrados en la generación de cada producto institucional necesario para la aprobación de los 

PPDU·DF. El primer producto institucional, que es el anteproyecto del programa, aumenta de 

manera importante el número de actores involucrados y ¡x>r ende la exigencia institucional para 

coordinar creación de este anteproyecto, ya que al hacer de la construcción de este un proceso de 

planeación partici pativa los requerimientos institucionales aumentan considerablemente, más aún 

con el antecedente inmediato en donde la exigencia instituciona l consistía en analizar y 

conceptuar positiva o negati vamente los proyectos de planes parciales presentados a la dirección 

general de planeación. La consulta pública de igual fonna aumenta la exigencia institucional, ya 

que al dar la posibi lidad de que cualquier ciudadano interesado pueda dar recomendaciones sobre 

el proyecto de programa parcial y obligar a los encargados institucionales, además de incorporar 

las que consideren pertinentes al proyecto, responder cada una de las recomendaciones 

argumentando la decisión de no ser consideradas como viables. 

Finalmente el proceso de adopción de cada programa también presenta un incremento 

considerable de procesos y de actores involucrados, aunque en el papel sólo es un actor genérico 

en que la nomla incluye, la Asamblea Legislativa, en la práctica son un número importante de 

actores, como todos, con sus propios intereses, que median entre la representación de intereses 

de un electorado y el cálculo racional para futuras contiendas electorales. 

4.3. Descripción y caracterización general de los Programas Parciales por 
periodo y por producto institucional 

Los programas parciales de la ciudad de México al ser instrumentos de planeación del desarrollo 

urbano y del ordenamiento territorial tienen una doble connotación nonnativa que se refleja en 

las piezas legislativas que la estructuran: la primera que obliga una inversión gubernamenta l 

especifica en un territorio claramente delimitado y la segunda que restringe ciertos usos y 

usufructos privados en predios ubicados en este territorio. 
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Cómo se especificó en la estrategia metodológica, el número total de Programas Parciales 

aprobados en el Distrito Federal hasta el afio 2006 fue de 69, cada uno de estos distribuidos en 

tres periodos: (1) entre 1990 y \996, período en el cual se denominaron ZEDEC91, (2) entre 1997 

y 2000 y. (3) entre 200 \ y 2006. Del total 3992 de ellos adscritos en el perlodo 1990 · 1996, Y 

32'3 programas expedidos bajo los procedimientos especlficos que establecía esta nueva 

legislación entre 1997 y 2006. 

Grá fico 18. Programas parciales aprobados por periodo 199()...2006 
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Elabomción propia con base en los decretos de aproboción de los programas parciales. Diario OfICial de la 
F~-deración y Gacela Oficill.~ y OrlCina de Infonnación Pública de SEDUVI. 20 I O. 

En el primer p::rlodo delegaciones como Cuajimalpa (10), Tlalpan (11), Álvaro Obregón (6) y 

Coyoacán (5) tuvieron un importante número de ZEDEC aprobados. En el segundo período, estas 

mismas delegaciones disminuyeron en gran cantidad el número de programas aprobados. Lo 

anterior puede deberse a que aquellos que fueron adoptados en e l periodo anterior no se 

modificaron o que lo fueron en menor medida. Por el contrario, delegaciones como Xochimi lco 

y Mi guel Hidalgo tuvieron un importante incremento de programas aprobados a partir de 1997. 

Iztapalapa y Benito Juárez pasaron de no tener ningún ZEDEC aprobado en e l período anterior, a 

tres programas parciales entre 1997-2009. En el último periodo no hubo tantas variaciones entre 

delegaciones en la aprobación de programas. Finalmente, es importante anotar que con los 

cambios de administración en el afio 1997 y 2000 dio un importante incremento nonnativo en 

materia de planeación y gestión urbana. 

91 A partir de la reforma al ~gimen urbano de 1996 lodos las ZEDEC vigentes adoptadus previas a ese w'Io. fueron 
dc:oominadas Programas Parciales de Desarrollo Urbano. 
n Se incluyen en eSle periodo el PPDU de Polanco de la dek.-gsción Miguclliidalgo y El Gavillero de la delegación 
Magdalena Conlrcms. Ambos se disctlaron bajo el régimen SEDEC. 
9l Se incluyen tres l>rogramas Parciales que pese a no contar oon la fecha eXACta de aprobación -ni en la SEDUVI ni 
en 111. biblioteca de la Asumblea del Distrilo Fedeml dan cuenta de esto- se ubican en el ano 2000 por referencias 
bibliográficas. 
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Gráfico 19. ZEDEC y Programas parciales aprobados en el Distrito Federa l por delegación 
entre 1990-2006 
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En este apartado, por la dificultad de acceder a los documentos públicos que soportan cada 

programa parcial y la similitud por vocación entre algunos programas, se tomó la opción de 

seleccionar un grupo de ellos, con el fin de analizar sus especificidades en relación con los 

actores involucrados y productos institucionales necesarios para su aprobación. 

De los 15 programas Parciales que integran el estudio específico, diez fucron aprobados en el 

periodo 1997 - 2000 que corresponden a 3.130 hectáreas afectadas y cinco entre 2001 - 2006 

correspondiente 3.413 hectáreas de la ciudad. Como se observa el número de programas 

abordados por periodo de estudio es desbalanceado ~ I primero dobla el segundo- sin embrago, 

e. número de hectáreas cubiertas por cada uno de los periodos es similar. 

GrMico 20 Área regulada por Programa Parcial 
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Como se observa en el gráfico 21, el total del área regu lada por los I S programas seleccionados 

en 11 delegaciones fue de 6.543 hectáreas (65,43 km2). En total el Distrito Federal tiene 148.500 

ha. ( 1.485 km2). Es decir, con estos programas se avanzó en la regu lación de un porcentaje del 

4,4%. Los programas que mayor extensión tienen son el de Sierra Santa Catarina, La Lengüeta y 

Santa Fe. Los que menor extensión tienen son Insurgentes Mixcoac y San Simón Ticumac. 

GrUico 21. Área regulada por 15 programas parciales en el Distrito Federal por delegación 
entre 1997-2006 
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La delegación que reguló un mayor número de hectáreas fue Iztapalapa con dos programas 

parciales que suman 2034,96 ha; seguida por Gustavo Madero con un solo programa de 1014,67 

ha y Cuajimalpa con 93 1.65 ha. Por su parte el gráfico 22, muestra como estos 15 programas 

atendieron a una población de 592,025 habitantes. Aunque no es un número tan elevado en 

relación con el total de habitantes de la ciudad (Distrito Federal), al representar solamente el 7%, 

seria necesario revisar el conjunto de los programas para medir la extensión de las intervenciones 

y su impacto en la población en su conjunto. 
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Gráfico 22. Habitantes .reelados por programas parciales en el Distrito Federal por 
delegación entre 2000-2009 
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Fuente: EI.borIci6n propia con base: en los dcc~ os lk aprobac ión ok los programalI pIUcialcs. 

De acuerdo con la categorización de los programas pa rciales plasmada en los acuerdos de 

expedición de éstos en el primer gobierno electo del DF, el gráfico 23, los 15 programas 

seleccionados cuatro se concentran en las vocaciones de conservación patri monial (5 13,85), tres 

en potencial de desarrollo ( 1794,6 1 ha.), cuatro de preservación ecológica (3609,75 ha.), tres de 

reciclamiento habitacional (356,4 1) Y uno de integración metropolitana (268, 15 ha.). Lo anterior 

podria sugeri r que este instrumento de regulación interviene de manera más intensa los territori os 

con vocación de conservación patrimonial y de preservación ecológica. 

GrAfico 23. Tipo de programas parciales por vocación principal y delegación en el Distrito 
FedcraI2000-2009 
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Finalmente, el gráfico 24, muestra de manera discriminada por delegación y vocación principal 

el área regulada por cada programa. Aqui se observa que las áreas con vocación de conservación 

patrimonial (513,85 ha.) se concentran en las delegaciones de Beni to Juárez, Cuauhtémoc, 
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Coyoacán y Miguel Hidalgo y que éstas tienen un área muy restringida frente a los que tienen 

como vocación pri ncipal la preservación ecológica (2609,75 ha.) 

Grjfico 24 Área por vocación de programas parciales 
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4,3.1. Propósitos, IIctOres e interacciones en la planeación urbana pal1icipativa 

Este apartado anal iza los tres principales aspectos del proceso de planeaci6n urbana participaliva 

llevado a cabo para la expedición de los Programas Parciales en la Ciudad de México: las 

declaraciones que se dieron en tomo a los propósitos de este proceso, los actores que tuvieron 

algún grado de incidencia y las interacciones entre estos para la consecución del diseño final de 

cada uno de los instrumentos. De los seis Programas904 susceptibles de análisis, cinco fueron 

adoptados en el primer periodo (1997 - 2000) Y uno en e l segundo (200 1 - 2006). 

Las transfonnncioncs del diseflo institucional del Distrito Federal acaecidas en la década de los 

noventa - especialmente la refonna constitucional de 1993 y la posterior e lección popular de Jefe 

de Gobierno en 1996- se encuentran profundamente ligadas a la fonna como se dio e l proceso de 

planeación de los Programas Parciales en la ciudad. Con la llegada al poder del denominado 

"primer gobierno democrático" en la ciudad -ejercido en el periodo de 1998 - 20009S por el 

'N I)ara CSle ané.l is is, de los quince programas parciales abordados. únicamente seis contaban con la información 
necesaria para la descripción y caraclcrización de los procesos de plancación panicipotiy&. Estos son: CenlrO 
lI is1órico de la delegación Coyoacán, Insurgentes Mixcoac y San Simón Ticumac de la delegación IJenito Juárcz. 
Santa Fe de la delegación Cuajimalpa de Morelos, Centro Alameda de la delegación CuauhtéTOOC y San Andrés 
Totohepec en la delegación de Tlalpan. 
" O también conocido como el periodo de la tratL'i)ción democcltica, ya que además de ser el primer gobicrm electo 
popularmente ejerció por un periodo único de lres años, por la necesidad de s incronizar los calendarios de elección 
de Jefe de Gobiemo con la r\:alización de las decciones a nivd federnl 
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Part ido de la Revoluc ión Democrática- la sociedad en general creó grandes expectativas 

asociadas a las reivindicaciones de la izquierda, especialmente en la c reación de los escenarios 

necesarios para el ejercicio integral de participación ciudadana en las decisiones públicas que 

afectan su futuro y "lograr q/le la población asumiese ser correspollsable de las acciOlles de 

gobiem o" {Ordoñez. 2003; 43).96 

Aunque las trasfonnaciones asociadas a la inclusión de la participación ciudadana en los 

procesos de planeación urbana tienen su antecedentes políticos en expedición de la Ley de 

Desarrollo Urbano de 19%, la expectativa se centró en el ascenso del gobierno de izquierda y 

sus declaraciones asociadas a la transfonnación de las práct icas el itistas de gobierno en la fonna 

como se planea el desarrollo del territorio. Los Programas Parcia les fueron uno de los 

instrumentos que pennitían a l Gobierno del OF demostrar que tenía "la conviccion de iniciar 

verdaderos procesos democráticos ... asumiendo el compromiso de desarrollarlos a través de 

/lila relación estrecha con la comunidad" (Ordol1ez, 2003; 43) proponiéndose "convertir el 

ejercicio de elaboración de los programas parciales en /In proceso en el q/le la participación 

socia/tuviera unll relevancia de lo estrictamente fonnal; b/lscamos realmente contacto con la 

comunidad, ofrecimos infonnación sistematizada y captamos sus demandas y respuestas" 

(Eibenschutz, 2003; 24). 

En esta declaración de propósitos se da por sentado que si e l diseño del instrumento es 

construido con participación social, de manera causal, casi natural, los resultados de los mismos 

serán mejores o superiores a los obtenidos sin la participación97
• El énfasis de las declaraciones 

de los encargados institucionales de dirigir el proceso a nivel distrilal se encuenlra concentrado 

en (l) marcar diferencia en las prácticas de planeación con los gobiernos del DF que los 

antecedieron mediante (2) el proceso de participación social y comunitaria en la planeación 

urbana de cada Programa Parcial. Aquí se evidencia que los propósitos implícitos de la puesta en 

marcha de este instrumento estaban orientados al proceso en si más que a los resultados 

concretos del mismo . 

.. Palabras de Juan Felipe OnIoñez Cervantes. director de planeación y evatuación del desarrollo urbano de la 
Scduvi de la época. PlaneaCKIn participativa en la ciudad de México. Una visión institucional. 2003. 
tJ Esta tajante afirmación sustentada en buena parte en la "CtUU tU la rt:presentación política" la considero crronea. 
ya que parte de una división equivoca de los adores que convergen en las problemáticas sociales en dos grandes 
categorlas: los malos absolutos -políticos y burócratas- y bucnos absolutos --comunidad y sociedad civil-. Las 
decisiones sin importar el actor que las tome pueden ser buenas. regulares o malas. La racionalidad limitada 
orientada a la maximización de beneficios habita tanto en el político de la asamblea lcgislat iva, en el representante 
de cierta comun idad como en el representante de una oficina gubernamental. 
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Los propósitos declarados hacen del instrumento mexicano un caso part icu lar, pues como éstos 

afinnan que el énfasis debe estar en el proceso de planeación, el análisis clásico concentrado en 

el detalle de los resultados del proceso no aplicaría cabalmente en este caso, ya que el 

instrumento en sí se encuentra diseñado para generar un proceso que responda polhicamente a 

cienas formas de gobierno participativo no a instrumenlos efectivos de planeación y 

ordenamiento urbano que respondan de forma técnica y práctica a las problemát icas que en 

materia de desarrollo urbano tienen ciertos territorios en la ciudad. 

El trabajo de planeación participativa inició en el primer trimestre de 1998, cuando la Seduvi 

comenzó a elaborar la metodología a la que tendria que ceñirse cada proceso de expedición de 

cada programa parcial. Para este trabajo el esfuerzo de la secretaria estuvo orientado para que 

"no fllera IIn ejercicio de la Sedllvi, sino qlle se pensara en acciones de gobierno integradas en 

territorios específicos" (Eibensc hutz. 2003; 25), bajo esla lógica, y en un lapso corto, las 

Secretarias de Gobierno, de Desarrollo Social, de Desarrollo Económico y del Medio Ambiente 

se vincularon activamente en el proceso. De manera paralela la Seduvi vinculó a instituciones de 

educación s uperi o~8 públicas y privadas para la construcción de esta metodología y su posterior 

aplicación por los equipos de cada universidad en la definición de cada programa parcial. 

Definida la metodología la planeación participativa se establecieron cinco etapas para la 

aprobación final de cada programa parcial : (1) la elaboración de un pre-diagnóstico de la zona 

susceptible de programa parcial, (2) la realización de un diagnóstico participativo con propuestas 

de actuación territorial a futuro, (3) la consulta pública, (4) la revisión final del documento y (5) 

la aprobación por parte de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 

La recolección de información para la elaboración del pre diagnóstico varió dependiendo la 

institución académica o consuhora99 encargada de cada proceso. Sin embrago, la mayoria de los 

casos estudiados tuvieron cuatro fuentes comunes: los documentos oficiales sobre el territorio a 

planear, reuniones con representantes claves del gobierno del DF como el delegacional, reuniones 

.. Se conlaDa con la experiencia previa cuando se realizó e l Programa General de Desarrollo urbano del Distrito 
Federal y el Programa de Ordenación de la Zona Metropolilana del Valle de México con la Universidad Autónoma 
Metropolilana. Adcmés de la UAM !le vinculó a l proceso a la UNAM COf1 el Programa Univennario de Estudios 
sobre la Ciudad. la Facultad de ArquiteclUI1l y el Instilulo de Investigaciones Sociales; la Universidad 
Iberoamericana y ellnslituto PolitécnK:o Nacional. 
" Allcncr una gran canlidad de Programas Parciales por diseñar, la capacidad openuiw de las universidades para 
cl.lbrir éstos !le agolÓ rápidamente. La eslralegia de la Seduvi fue en primer momemo vincular a "ONG cerca ITas a 

este tipo de problemas" (Eibenschutz. 2(04) como Casa y C iudad y el Centro Operacional de Vivienda y 
Poblamiento. Seguidamenle al no cubrir la demanda de eltpertos !le doddió se abrieron licilaciones para que oficinas 
consultoras se encargaran del diseño de los programas parciales pend ientes. 
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con actores sociales y comunitarios relevantes y la aplicación dc una cncuesta a residentes del 

sector susceptible del programa parcial. 

El documento que integraba el diagnóstico y las propuestas de intervención en la zona se elaboró 

en tres talleres de participación ciudadana. En el primero se realizaba el diagnóstico participativo 

del sector, haciendo especial énfasis en la problemática del sec tor y a partir de ello construir la 

imagen objetivo del territorio sujeto de programa. En el segundo taller se revisaba la imagen 

objetivo y se planteaban los proyectos con los que se pretendían solucionar las problemáticas 

establecidas, además de esto se planteaban las estrategias y se analizan los instrumentos 

existentes para el financiamiento de los proyectos. En el último taller100 se presentaba la versión 

compilada del Programa Parcial trabajada en los dos talleres anteriores, se realizaban los últimos 

ajustes mediante negociaciones generando diferente tipo de acuerdo con ciertos grados de 

consenso. 

Construido este primer proyecto de Programa Parcial se iniciaba el proceso de consulta pública -

la cual formalmente tenía que durar 45 días según lo estipulado en la Ley General de Desarrollo 

Urbano- en diferentes territorios pertenecientes a la zona susceptible de programa. En la cual 

cualquier ciudadano interesado puede hacer las recomendaciones que considere pertinente al 

proyecto que se encuentra en discusión. Aquí se "abre el abanico de problemas, demandas y 

soluciones más allá de los tratado en los talleres" (Ziccardi, 2006), en esta labor los asesores son 

los responsables de sistematizar, compilar y en la medida de las posibilidades vincular cada 

propuesta ciudadana a la propuesta de programa. 

Superado este trabajo de la consulta pública se hace la revisión fi nal del documento con un 

esfuerzo conjunto entre los consultores encargados del proceso de planeación y las personas de 

la Seduvi responsables del proceso global. Finalmente, se remite el proyecto de Programa Parcial 

a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal para su discusión y posterior aprobación. 

En lo relacionado con los actores que interactúan en cada etapa del proceso de planeaciÓD 

participativa se pueden agrupar en cinco grandes ámbitos: (1) la Seduvi, específicamente los 

funcionarios públicos adscritos a esta secretaría responsables fmales de cada documento de 

Programa Parcial; (2) los consultores, divididos según su naturaleza: las universidades, las 

100 En la metodologla adoptada por la Scduvi se eslablecla la obligación de hacer mln;mo tres talleres de 
participad6n ciudadana en la construcción de cada Programa Parcial. Sin embargo, en muchos este número fue 
supcndo por la misma dinámk:a establecida en cada proceso. 
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asociaciones civiles y las fimlas consultoras privadas; (3) la ciudadania, tanto la organizada 

como la que no lo está, vinculada al proceso de Programa Parcial; (4) las autoridades y 

funcionarios de orden delegacional; y (5) los integrantes de la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal. 

Cada uno de estos ámbitos ·a diferencia de la concepción que homogeniza los intereses y 

estrategias de actores pertenecientes a una misma organización- se encuentra habitado por 

personas que en ocasiones hacen de su interacción un escenario conflictivo, tanto por los 

intereses que cada una de estas alberga como por la estrategias que despliega para la consecución 

de los mismos. Así existan propósitos y estrategias dec laradas de cada organizac ión, no se puede 

hablar de tajo que una persona al tener cierto vínculo organizativo con ella tiene unos principios, 

intereses y estrategias similares a los que declara la organización. 

En ténninos generales, el primer ámbito de actores, la Seduvi tiene a su cargo la obligación 

nonnativa de construir, mediante procesos de planeación participativa, los Programas Parciales 

al interior del Distrito Federal , sus interacciones principales con los demás ámbitos son: con el 

Jefe de Gobierno .el cual se encuentra en la cima de la organización jerárquica de la 

administración pública distrital· la interacción se sustenta en un proceso de rendición de cuentas 

del proceso global de planeación que tiene que hacer la Secretaria sobre este actor. La segunda 

interacción es con la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, en donde la secretaria presenta 

los proyectos de Programas Parciales para la di scusión y posterior aprobación. La interacción 

relacionada con las autoridades delegacionales se basa en la cooperación interinstitucional 

tripartita, entre éstas, la secretaria y los consultores, orientada a la construcción en cada territorio 

delegacional de los respectivos Programas Parciales. Existe una interacción parcial entre la 

Seduvi y los ciudadanos -organizados o no· que participan o quieren influir en los resultados del 

proceso de planeación. Parcial por considerarse que el vínculo entre ciudadanía y los resultados 

del proceso se encuentra fonnalmente coordinado por los consultores de cada programa. 
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Gráfico 2S. Interacciones entre ámbitos de actores 

GobI..-no del Of 

/ ¡ 
,/ t 

Fuente: clobornción propia. 

Los consultores encargados del proceso de planeación urbana tienen tres interacciones centrales: 

( 1) con la Seduvi, que es una relación de doble vía, en donde la secretaria proporciona 

directrices, reglas, recursos y procedimientos para cada proceso de expedición de Programa 

Parcial y los consultores generan, mediante una combinación entre saber técnico e insumas de la 

participación ciudadana, productos institucionales necesarios para la adopción de estos 

programas; (2) con la ciudadanía. cuya interacción es la más relevante y concurrida en todo el 

proceso de planeación urbana, es igualmente de doble vía, en donde los consultores 

proporcionan las directrices, las reglas de juego y procesan los insumos ciudadanos y la 

ciudadanía mediante la participación generan estos insumos necesarios, expresados en 

problemática territoriales y sus respectivas propuestas de solución; y (3) con las autoridades 

delegacionales las cuales tienen un doble papel, por un lado son co-responsables institucionales 

del proceso y por otro son un actor que emite conceptos y genera compromisos orientados al 

cumplimiento de las intervenciones especificas contenidas en el documento final del Programa 

Parcial. 

Adicional a las interacciones anterionnente descritas, las autoridades delegacionales tienen un 

vínculo directo y uno parcial con los ciudadanos que intervienen en el proceso de planeación 

urbana. El directo, es de carácter unidireccional , en donde las autoridades proporcionan a la 

ciudadanía cierta infonnación y recursos -fisicos y humanos- para que el proceso del Programa 

Parcial pueda ser adelantado. Y el vínculo parcial es aquel tipo de intercambio en donde la 

ciudadanía genera demandas especificas relacionadas con el diseño del Programa Parcial a la 

autoridad de cercanía, con la que nonnalmente interacciona, para que de cierta fonna interceda 

orientando el producto final de la planeación hacia los rumbos deseados por esta ciudadanía que 
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intemcciona. Igualmente, estas autoridades tienen un vínculo parcial con la Asamblea 

Legislativa, pues muchos de los delegados tienen relaciones estratégicas con algunos 

representantes de la asamblea que tienen su circunscripción electoml -() lo que se denomina la 

base ciudadana del ejercicio de representación política- en la zona susceptible de Programa 

Parcial. De esta forola generan estrategias orientadas a In obtención de ciertos resultados en el 

diseño del programa. 

Finalmente, la ciudadanía -especialmente la organizada-, adicional a las interacciones 

anterionnente descritas, tienen una vínculo parcial tripartito con algunos representantes de la 

Asamblea Legislativa y las autoridades delegacionales orientado a influir de manera concreta 

tanto el proceso como el resultado del mismo de la planeación urbana, especialmente en el 

segundo periodo en donde los delcgados, en algunas demarcaciones territoriales no son adscritos 

al mismo partido que ostenta la jefatura de gobierno de la ciudad. 
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4.4. El producto del proceso de planeación urbana: entre demandas de 
inversión pública y regulación públjca de usos y usufructos del suelo 

La presente sección describe y analiza el apartado de los Programas Parciales denominado 

Acciones Estratégicas en los 12 programas parciales que integran el caso de estudio. Lo que se 

pretende mediante esto es describir de manera cuantitativa las orientaciones de las demandas 

contenidas en los textos aprobados por la Asamblea Legislativa de cada programa; es decir, 

mediante la clasificación de estas demandas en sectores y subsectores, describir cuáles y en qué 

magnitud se expresan éstas en el conjunto de programas parciales. El universo de las demandas 

expresadas en los programas se encuentra clasificado en ocho sectores y 33 subsectores. 

Tabla 9. Acciones estratégicas programas parciales 

So<tor Subsector 

Constrocción y/o Construcción v/o 
Construcción vIo 

Rut¡s de -.. mejoramiento dei'Ías o mejOfimiento de 
mejoramiento de 

IJaRSportt/traRS porte Estacionarrientos ~Iiz.ación vIo sen'lllorilación 
puentes vehiculares puentes peatonales 

andenes ycroces 
pUblico 

[peatonales 

Usos de suelo call'bio de usos del suelo Control sobre los usos del sU!!o 

ConslnK:ción y/a 
Construcción vIo 

Construccióny/o Constru«ión vIo 
mejonmientode 

Constru«ión vIo mejoumiento de 
mejoramiento de mejoramiento de ConsIJocción 

Construcción Ylo 
fquipnientos 

equipamientos 
mejoramiento de equiparrientos 

parques V espacio equiparrientos de centros de barrio 
m!joruiento de 

educativos 
equiparrientos dmlud sociales y 

público seguridad 
mercados 

coroonit¡rios 

Mfii:J Mlbientt 
,liboliz.ación y mejora 

de ZOI'IiS verdes 
ca~ña5 de!docadón ambient¡1 kciones derecreación pasi'o1 Control calidad del aire 

V"lrienda ~'fiendanUM Mejoramia'lto Reubimión Regularizacioo 

StrWias pútb 
kueductoy 

Enerp eleclrica Recolección de bil5llri IJumbrido público 
alcant¡rillatlo 

"- IlICrernento pi~ de fuern Procr¡mas d~ s!gtlrid¡d 

PracLdMdld Cre:Jitos mesibl es 
ConIJabción de Ilabit¡nte5 de li ron¡ par¡ 

"'m PrOfimas de capacibción Comercia informal 

Fuente: elaboración propia. 

En los 12 Programas Parciales se identificaron 817 acciones estratégicas de las cuales 579 se 

encuentran clasificadas en los sectores de movilidad, equipamientos y servicios públicos. Es 

decir, 71 % del conjunto de demandas se encuentran en estos tres subsectores, el restante 29% se 

encuentra distribuido entre los sectores de vivienda, medio ambiente, productividad, usos de 

suelo y productividad. 
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Gráfico 26. Acciones estratégicas por sector 
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Fuente: elaboración propia oon bese en los Decretos de los programas parciales. 

De las 240 acciones estratégicas identificadas para el sector de movilidad se evidencia que la 

construcción y/o mejoramiento de vfas y de puentes vehiculares y la de andenes y cruces 

peatonales concentra 62% del total del sector, seguidos de la sei'lalización y semaforización, las 

acciones asoc iadas al trasporte publico y los estacionamientos. La construcc ión de 

infraestructura domina e l sector, sin embargo, la regulación -como demanda específica- tanto del 

tráfico como del trasporte publico alcanza 28% del conjunto de demandas, un porcentaje 

significativo para ser un instrumento, a través de su proceso de planeación participativa, objeto 

de múltiples pretensiones de inversión pública y privada territorial izada. Por su parte las 

acciones estratégicas en materia de estacionamientos tienen el menor porcentaje en todo el sector 

-10%-. no obstante, estas acciones se encuentran concentradas -más del 60%- en cuatro 

Programas Parciales que tiencn como vocación principal la con.vervació" patrimOrlial: 

Insurgentes Mixcoac, Zona Patrimonial de Tacubaya, Centro Histórico de Coyoacán y Santa 

María la Ribera. 

Grtifico 27. Acciones estratégicas sector movilidad 
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Fuente: elaboración propia oon base en los Decretos de los programas parciales. 
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Las acciones estratégicas asociadas al sector de usos de suelo únicamente tiene dos subsectorcs, 

ambos asociados a la regulación publica: los cambios de uso y el control sobre los mismos. En 

este primer subsector se observa la ausencia de consenso en ciertos programas parciales en tomo 

a la clasificación de usos de suelo permitidos en el territorio del programa, pues se propone como 

acción estratégica cambiar algunos usos, a pesar que en la estructura capitular de los programas 

en un apartado anterior a lo que se denominan acciones estratégicas, se encuentra definida la 

nueva zoni ficación donde se establecen los usos permitidos de los predios incluidos en el 

programa. Podría darse una doble interpretación a este fenómeno. Por un lado asociarlo a una 

contradicción de los programas, ya que en el mismo documento donde se establecen unos usos 

permitidos en donde el instrumento tiene jurisdicción se enuncia como acción estratégica 

cambiar algunos de estos usos. O asociarlo a una práctica democrática inclusiva que permite 

incluir la propuesta -como propuesta no como decisión- de la minoría en un mismo documento 

público que se adopta una decisión en lo relacionado a la propuesta minoritaria. 

En cuanto al segundo subsector se observa una clara orientación de hacer cumplir la 

normatividad, es decir que el esfuerzo de regulación de cada programas no debe descansar 

exclusivamente en la generación de la normatividad sino debe estar asociado irrestrictamente a la 

posibilidad concreta por parte de las autoridades públicas de escala delegacional de hacerla 

cumplir. 

Gráfico 28. Acciones es lrat~ic as usos de sucio 
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Fuente: elaboración propia con base en los Decretos de los programas parciales. 

89 



Las acciones estratégicas asociadas al sector de equipamientos ascienden a 213, de las cuales los 

equipamientos educativos, sociales y comunitarios y de recreación y deporte ocupan 62% del 

total de acciones. Los equipamientos en seguridad, salud, mercados y centros de barrio, en ese 

orden importancia, ocupan el 38% restante. Las demandas asociadas a equipamientos educativos 

se encuentran integradas desde la construcción y/o ampliación de jardines e estancias infanti les, 

pasando por escuelas de nivel medio superior hasta los centros de fonnación técnica y 

tecnológica. Por su parte las acciones estratégicas asociadas a los equipamientos sociales y 

com unitarios son aún más diversas, van desde la construcción de casas de la cultura pasando por 

centros vecinales hasta la construcción de albergues para posibles desastres naturales. En cuanto 

los equipamientos de recreación y deporte, éstos tienen una relativa homogeneidad, pues las 

acciones estratégicas se encuentran asociadas a la construcción, ampliación o mejoramiento de 

parques e instalaciones deporti vas. Por su parte los equipamientos en seguridad presentan esta 

misma caracterfstica pero en su máxima expresión, ya que la ún ica demanda expresada en estas 

acciones estratégicas es la construcción de módulos de seguridad. En los tres subsectores 

restantes -salud, mercados y centros de barrio· las demandas se encuentran concentradas a la 

construcción de cada uno de éstos en el territorio susceptible de Programa Parcial. 

Grlifico 29. Acciones estratégicas equipamientos 
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Fuente: elaboración propia con base en Jos Decretos de Jos progrnmas parciales. 

Por su parte las acciones estratégicas del sector de medio ambiente tienen un alto grado de 

concentración en las demandas asociadas a la arborización y protección de zonas verdes, éstas 

concentran el 57%. por su parte las acciones asociadas a la regulación tienen un 40010 del total del 

sector, el requerim iento específico de los Programas Parciales cuya vocac ión principal es la 

preservación ecológica de penn itir y promover ciertas actividades de recreación pasiva en las 

Áreas Naturales Protegidas tiene un 19010. Por otra parte las acciones orientadas a la protección 
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de la calidad del aire tienen un peso similar al anterior -2 10/0- pero estas se presentan 

especialmente en los programas que tienen como vocación principal la conservación patrimonial. 

Gráfico JO. Acciones estratégicas en medio ambiente 
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Fuente: elaboración propia con base en los Decretos de los programas parciales. 

En cuanto a las acciones estratégicas asociadas a la vivienda se observa que más de la mitad de 

demandas -57%- están orientadas al mejoramiento de vivienda lejos de este la demanda de 

vivienda nueva en el conjunto de programas estudiados fue unicamente del 18%. Finalmen te. se 

encuentran con el 26% las demandas asociadas a la infonnalidad urbana, por un lado se 

presentan las acciones estratégicas que requieren que algunos predios sean reubicados -13%- y 

por otro se encuentran las demandas en materia de regularización de la tenencia de la tierra 

orientada a predios especificos -13%-. 

Gráfico 31. Acciones estratégicas en vivienda 
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Fuente: elaboración propia con bru;e en los Decretos de los progrumas parciales. 
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Por su parte las acciones estratégicas en materia de servic ios públicos se concentran en las 

demandas asociadas a servicios de acueducto y alcantaril lado. es decir, el 66% del conjunto de 

las acc iones del sector se encuentran asociadas a la construcción. al mantenimiento y a la calidad 

de la infraestructura y prestación de estos servicios. Estas demandas varían desde la ampliación 

de la cobertura, la construcción y mejoramiento de redes de agua potable y drenaje hasta 

programas de racionalización y aprovechamiento de agua. El sib'lJienle grupo de acciones que 

tiene mayor peso en el sector son las demandas en materia de alumbrado público con 16% 

seguido por las demandas en infraestructura y prestación de servicios de energía eléctrica con 

10010. Por último se encuentran las acciones asociadas al s istema de recolección de basura y 

di sposición final de residuos sólidos las cuales concentran el 9% del total de acciones del sector 

de servicios públicos. 

Gráfico 32. Acciones estratégicas en servicios públicos 
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Fuente: elaboración propia con base en los Decretos de los programas parciales. 
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De las 13 acciones estratégicas identificadas en el sector de seguridad más del 80% se 

encuentran asociadas al requerimiento específico de más controles policiales en la zona y 

únicamente dos demandas se relacionan a la construcción y puesta en marcha de programas de 

seguridad pública para el territorio que integra e l Programa Parcial. 
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G ráfico 33. Acciones estra tégicas en seguridad 
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Fuente: elaboración propia con base en los Decretos de los progrumlls prucialcs. 

Finalmente, se encuentran las acciones estratégicas asociadas a la productividad. De las 40 

demandas que integre," el sector, casi 500!o se vinculan con programas de capacitación para que 

los habitantes de la zona aumenten tanto sus capacidades como oportunidades concretas para 

generar ingresos. Por su parte las demandas orientadas a otorgar ciertas garantías y orden al 

ejercicio del comercio info rmal ocupan 20% del conj unto de estas. Las iniciativas orientadas a 

generar lineas de crédito accesibles a los habitantes de la ?Dna para el emprendimiento 

empresarial ocupan 18% y la demanda específi ca asociada a la contratación de habitantes de la 

zona para e l desarrollo de las obras necesarias para la ejecución del Programa Parcial. 

G ráfico 34. Acciones estratégicas en prod uctividad 
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Fuente: elaboración propia con base en los Decretos de: los programas parciales. 

La categorización y posterior sistematización de cada una de las acciones estratégicas permite 

afirmar que e l número promedio de acciones por Programa Parcial ronda las 70, es decir, el 

esfuerzo público en cada territorio que tiene un programa varia entre la construcción de 
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infraestructura -vialidades, espacio público, equipamientos, servicios públicos, medio ambiente y 

vivienda-, el diseño e implementación de programas públicos -seguridad, formación, 

productividad y medio ambiente- y las acciones de regu lación públi ca de los usos y usufructos de 

la propiedad urbana - usos del suelo, regularización de la tenencia de la tierra y control sobre la 

prestación de servicios y programas públicos-. Grandes y variadas exigencias para tanto para la 

escala distrital de gobierno como para la delegacional. 
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s. Restricciones en la aplicación de los instrumentos de planeación urbana 

Las restricciones en los procesos de aplicación de estos dos instrumentos de planeación urbana 

se encuentran asociadas tanto a los propósitos como a la naturaleza misma de cada uno de éstos. 

Los actores e interacciones necesarias para su aplicación se estructuran dependiendo los 

propósitos centrales de cada instrumento, como lo plantea la teona de las restricciones, cada 

proceso, cada interacción y cada producto parcial se observa y analiza a la luz del propósito 

final. Y el propósito final determina la naturaleza de cada instrumento. 

Los Planes Parciales en la ciudad de Bogotá son un instrumento de planeación en ordenamiento 

urbano diseñado para regular las intervenciones privadas orientadas a urbanizar suelo en la 

ciudad en predios superiores a diez hectáreas. A partir de este propósito central se estructura la 

legislación urbana complementaria que determina las respectivas interacciones, procesos y 

productos institucionales necesarios para la regulación pública propia del instrumento. 

El propósito del instrumento tiene una dificultad intrinseca de los procesos de urbanización 

formal: garantizar la provisión de infraestructura en servicios públicos, en redes viales, en 

equipamientos y en espacio público en sectores sin desarrollar de la ciudad requiere del concurso 

de un número importante de responsables institucionales. los cuales generan procesos de 

coordinación institucional que consume importantes recursos. 

Por su parte el instrumento de Programas Parciales en México DF se encuentra di señado para 

planear de manera participativa las intervenciones y regulaciones públicas en territorios urbanos 

al interior de las delegaciones en la ciudad. Este instrumento tiene dos componentes que dialogan 

constantemente en su estructura normativa, uno asociado a los productos de la planeación y otro 

al proceso mismo. El primero determina los ámbitos en donde es necesario generar ciertos 

productos de planeación y el segundo desagrega las interacciones necesarias para el proceso de 

planeación participativa. 

Los procesos de planeación participativa que pretenden definir intervenciones y regulaciones 

públicas en territorios específicos de las delegaciones son de naturaleza compleja . no sólo por el 

alto y variado número de actores que interactúan en él, o por los diverus problemáticas y 

demandas que hay que cubrir sino también por la forma como se estructura esta interacción en 
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soc iedades en donde los recursos para incidir en este tipo de decisiones se encuentran 

distribuidos de fonna desigual en el conjunto de actores . 

Cada uno de estos instrumentos tanto por sus propósitos como por productos concretos lleva a 

cuestas unas " restricciones naturales" propias de los procesos de regulación de la urbanización 

como de la planeación urbana participativa. Es decir, todos los instrumentos con este tipo de 

propósitos -independiente de la capacidad de las oficinas gubernamentales encargadas del 

proceso de planeación, de la fonna como los individuos y organiznciones gremiales, sociales y 

civiles reve lan y tramitan sus preferencias y de la capacida.d de generar acuerdos o consensos 

entre diversos actores urbanos- llevan consigo unas restricciones innatas al momento de 

concretar en un documento nonnativo el producto del proceso de planeación. 

Para el caso de Bogotá la primera de éstas es la denominada complejida.d de la acción 

interinstitucional 1o l
, en donde se af1fllla que la complejidad de los procesos de urbanización bace 

imposible que una sola entidad realice los productos institucionales necesarios para éstos, lo que 

obliga a la vinculación de un alto número de agencias gubernamentales101 encargadas de generar 

productos institucionales parciales con ciertos grados de especialización para bacer posible el 

proceso de regulación pública. Esto crea relaciones conflictivas, más aún cuando el producto 

institucional de una agencia es insumo para la generación de otro producto de una agencia 

distinta. Esta restricción hace que los "outpuIS" necesarios para e l proceso de regulación pública 

se produzcan en unidades de tiempo prolongadas. 

La segunda restricción "natural" en la aplicación de estos procesos de urbanización es la 

resistencia de los actores sujetos a la regulación, ya que, casi .que por un movimiento natural, las 

iniciativas que limitan la maximización de beneficios en e l ámbito económico siempre van a ser 

objeto de resistencia por parte de estos actores. Los sujetos de la regulación en la aplicación de 

los Planes Parciales son empresas constructoras y promotores inmobiliarios que desarrollan los 

predios con el objeto de venderlos en el mercado inmobiliario de la ciudad. La restricción 

"natural" se produce al momento en que estos actores inmobiliarios desarrollan estrategias 

orientadas a debilitar o elTadicar el proceso de regulación pública movilizado gran parte de sus 

recursos hacia este propósito. 

101 0 como lo dcnominarian Prcssman y Wildavsky "complejidad de la acción conjunta". 
102 Cada una de estas agencias con intereses, exigencias, tiempos y "sentidos de urgl.."ncia" distintos olas otras. 
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Las "restricciones naturales" del instrumento de ciudad de México que pretende constru ir de 

manera participativa un documento público que determine las inversiones públicas y las 

regulaciones específicas se encuentran asociadas a las que son generales a todo proceso de 

participación ciudadana institucionalizada y a las específicas de los procesos que pretenden 

determinar acciones y regulaciones públicas en territorios concretos en donde la demanda por el 

uso y usufructo del suelo son constantes. 

El primer grupo de restricciones naturales se encuentra asociado a la lógica de la acción colectiva 

en procesos de múltiples actores e interacciones. En estas interacciones no hay una lógica pura 

que pueda atribulrsele a cada conjunto de actores que dé cuenta de los intereses y estrategias que 

desarrollan a lo largo del proceso. Por ejemplo, las decisiones que pueden tomar los integrantes 

de asociaciones civi les que protegen el medio ambiente pueden estar en varios ámbitos de acción 

que superan el tema medio ambiental, o simplemente sus intereses concretos pueden alejarse de 

la lógica encaminada a la protección del medio ambiente dependiendo el tipo de alianzas o 

negociaciones específicas orientadas a recompensar o satisfacer ciertas carencias o intereses que 

pueden estar en juego en el escenario de negociación. los representantes de la denominada 

comunidad no siempre defienden los intereses globales de ésta, sino los intereses especificas de 

un grupo reducido de la misma que es capaz de movilizar recursos en el proceso de negociación. 

lo que se afirma es que los procesos de participación no son armónicos ni homogéneos, en 

donde la comunidad, los privados y la administración pública, cada uno con lógicas diáfanas y 

diferenciada de los otros, en un proceso lineal generan acuerdos duraderos en el tiempo. Los 

grupos de actores no son homogéneos ni representan unlsonamente el conjunto de personas que 

dicen representar, los problemas de agencia son un factor determinante es estos procesos. 

El segundo grupo de restricciones naturales en el proceso de Implementación - Diseño de los 

Programa Parciales son aquellas asociadas a la diversidad de los mismos y su relación con los 

usos y usufructos del suelo urbano sujeto de regulación. Es decir, dependiendo la vocación real 

de cada territorio susceptible de Programa y su relación con los usos y usufructos las 

restricciones varían; entre mayores sean los usufructos sobre el suelo urbano y mayor sea el 

número de actores que pugnan por hacerse a éstos mayores van a ser las restricciones al proceso; 

por otro lado entre menores sean los usufructos sobre el suelo urbano y menor sea el número de 

actores involucrados con éste las restricciones al procesos serán menores. 

Adicional a estas "restricciones naturales", las restricciones se pueden clasificar dependiendo el 

origen de las mismas. Si son factores asociados a los procesos e inLeracciones situados al interior 
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de la estructura organizacional encargada del proceso de implementación se denominan 

restricciones endógenas o si estos factores se encuentran por fuera de los procesos e 

interacciones de las estructuras organizacionales encargadas de la implementación se denominan 

restricciones exógenas. Su diferencia principal es el control sobre los detenninantcs que las 

estructuran, mientras las primeras pueden ser conjuradas mediante ajustes intra e inter 

institucionales entre las dependenc ias encargadas del proceso de aplicación de los instrumentos 

las segundas superan los ámbitos de influencia de estas dependencias y se encuentran asoc iadas a 

contextos en gran medida infranqueables por las agencias gubernamentales encargadas de la 

aplicación del instrumento. 

5.1. Las restricciones en la aplicación de los Planes Parciales de Bogotá: de la 
incertidumbre juddica a la complejidad de la acción conjunta 

Las restricciones en la aplicación de este instrumento de planeación y regulación pública se 

encuentran asociadas a factores endógenos y exógenos. Los endógenos se asoc ian a (1) la 

coherencia de las reglas fonnales que fijan las atribuciones y competencias que tienen los 

encargados públicos de regu lar las intervenciones fisicas sobre el territorio, (2) el número de 

agencias gubernamentales encargadas de la aplicación del instrumento y (3) la dispersión de los 

productos institucionales necesarios para la aplicación del instrumento. Los factores exógenos se 

encuentran asociados a la (1) estabilidad de los regímenes juridicos que penniten a los 

encargados del proceso de implementación del instrumento regular los procesos de urbanización 

de la ciudad, (2) la confrontación entre las diferentes escalas de gobierno que debilitan la 

aplicación de éste, y (3) a la disposición que tienen los actores sujetos de la regulación pública de 

colaborar con la aplicación del instrumento. 

5.1.1. Restricciones endógenas 

En el presente estudio de caso se afinna que entre (1) mayor sea la coherencia en las reglas que 

regulan la intervención pública en las intervenciones urbanas, (2) menor sea el número de 

agencias gubernamentales involucradas y (3) menor sea la dispersión de los insumos 

institucionales necesarios para la aplicación del instrumento menores serán las restricciones del 

proceso de Implementación - Diseño de los Planes Parciales. 
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En esta hipótesis se toma la magnitud de las restricciones endógenas expresadas en cada proceso 

como la variable dependiente -Y- y las tres variables independientes -Xl, Xl Y Xl _ que 

dctcnninan ésta son la coherencia en las reglas, el número de agencias involucradas y la 

dispersión de los insumos institucionales. A partir de la fonna como se expresan y la intensidad 

de cada una de estas variables las restricciones endógenas varian como se puede observar en la 

siguiente tabla. 

Tabla 10. Rest:ricciones endógenas 

Restricciones endógenas 

Caso de estudio y 

M'\'OI"ls'lsttlccloMs 
,Iprousode 

x. 
Poca cohe' encia en la s 
,~Ias 

ImplemefllKlón ____ _ 

M~ e. ' ntricdone. kelilt l~, tohoe'ef1Cl~ "" lIS 
;a¡ .. _* 'ecl,s. 
ImplernenQd6n 

Fuente: elaboración propia. 

5.1.1.1. Coherencia en las reglas 

Alto nUmero di .,tncl,s Olspln.l6n de los Insumas 
1....oI ... cndils. IfI$lI~lfl , 

bjl> n""'tlfO di Conc:enttitCl6n do! los 
"InCIH¡....oIII('~t. Insumos 1Mtttuc:IONIes.. 

Una decisión política que pretende regular las actuaciones de los agentes urbanos en los procesos 

de desarrollo de predios no urbanizados debe guardar cierta coherencia entre los objetivos de la 

regulación, los productos concretos de la misma y las interacciones necesarias entre las agencias 

gubernamentales encargadas de la aplicación y los agentes urbanos sujetos de la regulación. 

Si bien es cierto que en la práctica es muy poco lo que puede especificar un decreto que 

reglamenta la figura de Planes ParciaJes, es necesario que esta reglamentación del instrumento, 

además de plasmar los objetivos de la regulación enuncie los productos concretos de la 

regulación y los responsables institucionales de llevarla a cabo. No puede pensarse una 

regulación pública seria sin un documento público que contenga estos tres elementos. Ya que al 

regular cuestiones tan serias y sensibles, como lo son los derechos sobre la propiedad urbana, las 

personas encargadas de aplicar el instrumento regulatorio deben contar con un marco juridico­

nonnat ivo robusto y "con dientes" que les permita ejercer las atribuciones sin mayores titubeos. 

Se considera como restricción al proceso de aplicación del instrumento que las diferentes nonnas 

que reglamentan la figura de plan parcial no sean claras en las atribuciones que tienen los 
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funcionarios públicos para restringir la actuac ión de los privados en el desarro llo de predios 

urbanos. 

En este caso es claro que en ténninos gcnerales lo que se reb'Ula son los procesos de urbanización 

en la ciudad, amparados en ésta los empleados públicos encargados de la regulación tienen 

atribuc iones para intervenir en tres ámbitos del proceso: el diseño, las cargas locales y las cargas 

generales. 

En el ámbito del diseño, aunque en la nonna se encuentra claramente especificados porcentajes 

de cesiones IO
), alturas pennitidas e índices de ocupación y construcción; una de las principales 

dificultades cs la necesaria generación de consensos en la fonna como se distribuyen los 

diferentes elementos (áreas verdes, vialidades, equipamientos, espac io público, comercio y 

viviendas) en el conjunto del área regulada. Cuando parte de un proceso de regu lación pública 

descansa deliberadamente sobre algo tan subjetivo como lo son los conceptos de estética y orden, 

la aplicación de ésta, cuando la valoración entre la persona de la oficina gubernamental 

encargada de la regulación y el actor sujeto de la misma se encucntra claramente confrontadas, 

queda scriamenle debilitada. 
I 

No se pretende negar la existencia de ciertos niveles de discrecionalidad propias de las personas 

encargadas de aplicar diferentes iniciativas gubernamentales. Lo que se quiere mostrar como 

restricción es que la aplicación de uno de los tres ámbitos de regulación del instrumento descansa 

en la percepción (estética, ética y de orden) que tiene el funcionario público sobre la distribución 

de los elementos en el conjunto de área regulada. Un producto del ejercicio de regulación que 

descanse exclusivamente en la percepción de la persona encargada de la ap licación, es un 

producto claramente polémico que puede suscitar un sinnúmero de controversias tanto al interior 

de las oficinas gubernamentales como en instituciones asociadas a la defensa de los derechos de 

propiedad y libre empresa de los ciudadanos. 

El segundo ámbito en donde los encargados de la aplicación del instrumento de regulación tienen 

atribuciones es el de las cargas locales. Este es un ámbito que en la aplicación no ha mostrado 

mayores resistencias. Ya que desde finales de la década de los setenta la legislación de la ciudad 

obliga a los urbanizadores no sólo a ceder el suelo necesario para parques, equipamiento 

10l En los dos primeros periodos el porcentaje de las cesio'nes se encontraba previamente establecido en las nonnas 
que reglamentaban el instrumento, en el últ imo periodo este porcentaje se establece a través de la aplicación de una 
f6nnula de distribución equitativa de cargas y beneficios. 
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colectivos y vías locales sino también a financiar su construcc ión. La legislación ha vari ado muy 

poco en el porcentaje que los desarrolladores deben otorgar para este tipo de cesiones, siempre 

ha rondado el 25% del área neta urbanizable lO4 del predio, actualmente el promedio es del 17% 

para parques y áreas verdes y el 8% para equipamientos coleclivos. 

El último ámbito en donde los encargados del proceso de implementación lienen atribuciones 

para regular es el de las cargas generales. IOSEsta es la atri bución más controvertida en los 

procesos de urbanización de la ciudad, no sólo desde la aplicación de los programas parciales 

sino desde la legislac ión expedida a finales de la década de los setenta. 

Desde el Acuerdo Distrital 7 de 1979 se ha demandado ante los jueces de la república esta 

atribución pública de obligar a los urbanizadores de ceder suelo para cargas generales, desde esta 

época ya son cuatro acuerdos distritales, l06 dos decretos di stritales l07 y dos leyes nacionales1o, 

los demandados en diferentes instancias de la justicia co lombiana. El argumento de los 

demandantes se cobija en los derechos de propiedad, pues afinnan que no tienen la obligación de 

ceder suelo para este tipo de cesiones ya que son de escala distrital y metropolitana cueslión que 

obl iga a las administraciones de la ciudad a financiar este tipo de intervenciones, incluyendo la 

compra de suelo, mediante un cobro general al conjunto de posibles benefic iarios de las obras. 

Una de la sentencias afirma "que la cesión obligatori a gratuita de los predios de propiedad 

privada en los porcentajes señalados en las disposiciones acusadas constiluye un verdadero 

despojo de dicha propiedad, el cual no es permitido ni constitucional ni legalmente para los 

predios ubicados parcia l o totalmente sobre una zona de reserva vial del Plan Vial Arteria'" .109 

La argumentación de los abogados que defienden la posición del distrito en esta disputa jurídica 

es que la colectividad si tiene atribuciones para exigir este tipo de cesiones ya que los derechos 

de propiedad de algunos ciudadanos son sobre el suelo y los derechos sobre lo que se puede o no 

edificar sobre él son de la colectividad. es decir, de las personas de las agencias gubernamentales 

encargadas de ejercer la regulación sobre las intervenciones fisicas en la ciudad. Bajo este 

argumento afirman que lo que se hace es una transacción económica en donde se les otorgan 

11M Es d área total del predio menos las cesiorlCS para cargas generales (Vías principales de la ciudad, estructUn! 
ccoióga principal y redes malrices de servicios publicos). 
105 Son aquellas cesioDCS que superan el ámbito especifico de la intervención urbana y se encuentran asociadas a 
elementos soporte de escala distrita! y/o metropolitano en donde los beneficiarios de estas cesiones superan la escala 
local. Las cesiones se expresan en suelo para la construcóón de vlas principales., pan! la conservación de la 
estructUn! ecológica principol y para la construc<:ión de redes matrices de $aViciO! públicos. 
106 Acuerdo 7 de 1979. AC\lcroo 2 de 1980. Acuerdo 7 de 1987 y AC\lCfoo 6 de 1990. 
101 Dccn:to 619 de 2()(X) y Decreto 436 de 2006 
101 Ley 9 de 1990 y Ley 388 de 1997. 
109 Consejo de Estado. SI.'Tltl.:ncia 5595 de 200 l. 
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ciertos pennisos a los urbanizadores pero estos deben retribuirlos en la ci udad en cesiones 

locales y generales. 

Esta atribución ha sido la más cuestionada, la que mayores incertidumbres ha provocado en el 

proceso de aplicación de este instrumento ya que se desconoce la naturaleza de las regulaciones 

y productos institucionales que la norma considera como aceptados. Por un lado, los jueces 

esperan pasivamente a que otros sienten jurisprudencia mediante la interpretación de la nonna. 

Por otro, los funcionarios públicos temen transfonnar las rutinas que les han pennitido generar 

sus productos cotidianos, por unas que generan incertidumbre sobre su alcance, su aceptación 

inst itucional y su validezjuridica. 

El otro aspecto re levante en lo que denomina el presente trabajo coherencia en las reglas que 

estructuran la aplicación de los Planes Parciales es el cómo se regula. Insisti endo que en realidad 

es poco lo que puede contener una norma sobre los procedimientos y rutinas propios del proceso 

de implementación del instrumento de política es necesario que la reglamentación de las 

decisioncs políticas que pretenden regular las intervenciones usicas en el territorio debe 

estructurar de manera general el proceso de implementación, esto quiere decir que además de los 

objetivos y propósitos declarados, éstas deben también contener los responsables institucionales 

de la implementación y sus principales funciones. Cuando la normatividad vigente únicamente 

contiene declaraciones sin responsables institucionales encargados de concretar las dec laraciones 

se considera que existe una restricción en la nonna al proceso de implementación de la política. 

En los diferentes decretos distritales que reglamentan el instrumento no hay menciones a los 

responsables institucionales de la aplicación del instrumento, como responsables únicamente se 

enuncia genéricamente a la entidad de planeación de la ciudad y al Comité Técnico de Planes 

Parciales, órgano decisorio compuesto por representantes de 12 oficinas gubernamentales 

encargados de dar la viabilidad a los diferentes proyectos de Plan Parcial mediante la 

promulgación de conceptos técnicos. 

S. I.I.2. Número de Igtncias involucradas 

Cuando el producto principal que debe generar una entidad pública para el proceso de aplicación 

de un instrumento de poUúa depende de Jos procesos y productos de otras entidades y no de su 

propio esfuerzo se considera que existe una restricción asociada a la complejidad de la acción 
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conjunta. Entre mayor sea el número de actores e instituciones involucradas para la generación 

de los "outputs" de la política, mayor será la dificultad tanto para identificar los responsables 

institucionales cómo para atribuir logros y/o retrasos en el proceso de crear el producto de la 

política regulatoria. Cada oficina gubernamental, cada dependencia y cada funcionario tienen su 

propio "sentido de urgencia" en las acciones asociadas a la implementación de la polftica. 

La Secrelaria Distrital de Planeación de la ciudad es la principal responsable del proceso de 

aplicación del instrumento, específicamente la Gerencia de Planes Parciales, la cual es la 

encargada de velar porque las diferentes oficinas públicas generen los productos institucionales 

necesarios para la adopción de cada Plan Parcial. El Comité Técnico de Planes Parciales es la 

instancia aseSOT'd de la Secretaria de Planeación Distrital en la definición de detenninantes para 

los Planes. Compuesto por más de 12 representantes de distintas oficinas gubemamentalcs en 

donde cada uno de los integrames del comité "deberán allegar la infonnación, los lineamientos y 

los conceptos técnicos necesarios en los aspectos de su competencia".ll0 

En la generación de cada producto institucional se encuentran involucrados un número robusto 

de oficinas gubernamentales. En la delimitación del Plan Parcial se encuentran en interacción 

doce dependencias entre las cua les están las autoridades en materia de planeación. de protección 

de medio ambiente y las de vialidades en la ciudad. Este proceso se caracteriza por una consulta 

a cada una de estas oficinas para que expidan un oficio sobre las condiciones en cada área de 

competencia que deben cumplir los urbanizadores que se encuentran tramitando el Plan Parcial , 

e l promedio de días que tarda la generac ión de este producto es de 113. En el segundo producto 

institucional, el de la viabilidad del proyecto, se encuentran igualmente involucradas las mismas 

doce oficinas, pero a diferencia del primero, en éste cada oficina analiza el proyecto de Plan 

Parcial en su área de competencia y decide si de acuerdp a las detenninallte s expedidas el 

proyecto cumple o no con las especificidades remitidas con anterioridad. Cada una de estas 

oficinas gubernamentales tiene un poder de veto sobre el proyecto de Plan Parcial si milar a la de 

las otras oficinas, con expresión en el órgano decisor de la viabilidad que es el Comité Técnico 

de Planes Parciales. El promedio de días que tarda la generación de este producto es de 306. 

110 Anlculo 7. Decreto 436 de 2006. Alcaldía Mayor de Bogotá.. 
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Ilustración 35. Productos institucionales, oficinas involucradas y tiempo promedio 

I Producto ImtllliClonll 

Número Oe ofklnas 
c1.IberNomenllles 

I NUmeroOediu 
_ promedio por producto 

Fuente: elaboración propia. 

I Det~nln I I Vi.b1IId.cl I 

l u~ 1 I n~ 1 1 '''''''' 1 
1113 diu 1306dil' 1403 díu 

I Proceso de PlIII Pirelll I 
, 

En el tercer y último producto institucional, la expedición del decreto de adopción, se encuentran 

vincu ladas tanto oficinas b'llbemamentales como instancias de consulta social e interinslÍtucional. 

Tras la concertación ambiental y la consulta al Consejo Consultivo de Ordenamiento Territorial 

la interacción se concentra entre la gerencia de Planes I)arciales de la Secretaría de Planeación 

Oistrital y dos oficinas adj untas a la Alcaldía Mayor: la jurídica y la de despacho. Son cinco 

instancias, cada una con poder diferenciado de veto, que son las que tienen la responsabilidad de 

avalar el trabajo institucional hecho. El promedio de días que tarda la generación de este 

producto es de 403. 

Esta restricción presenta una contradicciÓn asociada al número de días que tarda cada producto 

institucional, específicamente a la relación entre el número de oficinas gubernamentales 

involucradas en cada producto y el número de días requeridos para la producción del mismo. 

Pues podría pensarse que la variable que más pesa en la tardanza de la construcción de cada 

producto institucional es la del número de agencias involucradas, sin embargo, en el presente 

caso no es así, pareciera que las caracterlsticas mismas de cada producto institucional fClja un 

ritmo que genera que el producto que requiere el menor número de agencias involucradas, como 

es el de la adopción del Plan Parcial. sea el que más recursos de tiempo consuma. 

Si bien el alto número de entidades involucradas es una restricción natural de los procesos de 

urbanización en cualquier contexto, se considera que además de existir este robusto número de 

entidades con competencias en la aplicación de este instrumento el hecho que en cada producto 

institucional necesario éstas tengan poder de veto sobre el proceso hace que la interacción se 

tome lenta y con tortuosos procesos de concertación. 
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5.1.1.3. Dispe.-sión de los insumos instituciollales 

Cuando la generación de los productos institucionales necesarios para el proceso de 

Implementación - Diseno de los Planes Parciales descansa en un amplio número de instancias se 

afinna que las restricciones para su apl icación son altas. Aquí, a diferencia de la restricción 

anterior, el énfasis no se hace en el número de agencias gubernamentales que tiencn a cargo 

algún papel en el proceso sino en la distancia que cada producto instituciona l tiene de la oficina 

que tiene la responsabilidad dcl conjunto de productos necesarios para la Implementación -

Disetio del instrumento. En el caso específico de Bogotá se puede establecer que entre más 

dispersos y lejanos se encuentren los productos institucionales de la Gerencia de Planes Parciales 

mayores serán las restricciones al proceso de aplicación del instrumentos. 

Tratar de describir de manera empírica esta restricción supera los alcances del presente trabajo 

de investigación, pues detenninar la cantidad y las características específicas de cada uno de los 

flujos interinstitucionalcs necesarios para la generación del conjunlo de insumas de cada 

producto institucional en un proceso Que compromete más de 16 entidades públicas -algunas de 

éstas con más de W13 dependencia involucrada- puede ser una labor centra l de cualquier trabajo 

de tesis. Sin embargo, lo Que se pretende en el presente apartado es describir de fonna general las 

implicaciones de esta restricción en el caso bogotano. 

Para el primer producto institucional, la expedición de las determinantes de cada Plan Parcial, la 

Gerencia remite a cada una de las oficinas públicas con competencia en el asunto para expedir el 

tipo y la magnitud de las arectaciones ll t que tiene el predio que pretenden desarrollar. Es una 

interacción sencilla, en donde por medio de oficios se solicitan y reciben los inswnos para este 

primer producto institucional. 

El segundo produ<;to institucional, determinar la viabilidad o no de cada proyecto de Plan 

Parcial, es más complejo. Pues además de la interacción compleja entre la Gerencia y las 11 

agencias encargadas de aportar insumos para éste, existen una instancia adicional con poder de 

veto, el comité técnico de planes parciales, compuesta por representantes de más de doce 

agencias gubernamentales encargadas de determinar en conjWlto la viabilidad o inviabilidad de 

cada proyecto. La gerencia tiene la secretaria técnica de este comité, sin embrago, es potestad de 

111 Son aquellas que limitan el desarrollo de los predios, como, entre otras, estar ubicadas en la estructura ecológica 
de la ciudad, o sobre un trazado de futuras avenidas o con atgun tipo de restricción asociada a desastres naturales. 
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cada entidad, con sus respectivos criterios, la aprobación o no del proyecto en cuestión. Es decir, 

cada insumo estaría distribuido en una agencia gubernamental distinta, con criterios de decisión 

propios al sector de intervención de cada agencia . Aquí la gerencia de Planes Parciales, a partir 

del manejo de las relaciones interinstitucionales, sólo le resta esperar pasivamente los insumos 

necesarios para la generación del segundo producto instilucional. 

El tercer producto institucional, la adopción del Plan Parcial, es tal vez el más disperso. Ya que 

después de detenninada la viabilidad del plan, lo único que le resta a la Gerencia es remitir el 

documento inicialmente al Consejo Consultivo en Ordenamiento Territorial de la c iudad, 

instancia ciudadana de consulta encargada de conceptuar sobre los diferentes proyectos de 

ordenamiento territorial de la ciudad, y remitirlo finalmente al despacho de la alcaldía para su 

posterior adopción. Aquí la gerencia de Planes Parciales se encarga únicamente de resolver 

dudas sobre el proyecto, ya el producto final se sale de sus ámbitos de influencia . El destino de 

cada proyecto de Plan Parcial se encuentra tanto en la oficina jurídica como en el despacho de la 

alcaldía mayor de la ciudad. 

La aproximación a esta restricción pennite sugerir, a partir del análisis los actores y procesos 

necesarios para la generación de cada W10 de los tres productos institucionales, que los dos 

últimos productos son los que tienen mayores restricciones. Pues los insumos para éstos se 

encuentran dispersos y por fuera del ámbito de influencia de la dependencia encargada 

institucionalmente del conjunto del proceso de Implementación - Diseño del instrumento de 

Planes Parciales. 

5.1.2. Rc, tricciones exógenas 

Se considera que entre (1) más inestables sean las reglas que estructuran la regulación pública, 

(2) mayor sea la confrontación con las diferentes escalas de gobierno en la aplicación del 

instrumento y (3) la disposición de los actores sujetos de la regulación pública a colaborar sea 

nula las restricciones al proceso de aplicación del instnunento serán mayores. 

En esta hipótesis se toma la magnitud de las restricciones exógenas en el proceso de aplicación 

del instnunento como la variable dependiente -Y- y las tres variables independientes -Xl, X2 y 

xl_que determinan ésta son la estabilidad de la reglas que estructuran el proceso, las relaciones 

intergubernamentales y la disposición de los actores sujetos de la regulación a colabOrar en la 
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aplicación del instrumento. A partir de la fonna como se expresan y la intensidad de cada una de 

estas variables las restricciones endógenas varían como se puede observar en la siguiente tabla. 

Tabla 11. Restricciones exógenas 

Restricciones exógenas 

caso de estudio 

Planes pardllles ..... 
y 

MlIVOfH rHtfkclonesaJ 
procnode 
Implementación 

Mena<1'$ 'Ht'lcc~ al 
~_ .. 
implem."U"tión 

Fuente: elaborución propia 

x. 
Inestabilidad de las 
reclllS que relulan el 
~~~ 

Estabilidad en 111' 
, ,,lis q ..... 'elulan el 
proc.so 

5.1.2. 1. Inestabilidad en 105 ma rcos jU l"Ídicos 

X. 

Confrontación 
IIIter.ubernamenlal 

Coordl....cIÓl'l 
InI .. ,¡¡t...rNmlnl.1 

Nula diSJlO5kión de los ¡¡ctorH 
¡Iert¡)dos en la relulllclón ¡ 
colaborllr 

OllpOSldón dOIlos actores 
lIfllCtldalln l. relulaclón • 
col.bor., 

La estabilidad de las reglas que estructuran el instrumento pueden observarse mediante dos 

variables: la variac ión de l marco jurídico "base" de los Planes Parciales y la variación del marco 

jurídico de "contexto" que incide directamente sobre el marco jurldico " base". La primera 

pennite analizar las variaciones de las reglas que de manera directa y especí fica le dan vida y 

fonna al instrumento, y la segunda observa las variaciones en las reglas, que sin ser del conjunto 

anterior, inciden directamente sobre éstas. Se afinna que entre menos estables sean las reglas que 

confonnan tanto el marco jur!dico "base" como el de "contexto" mayores serán las restricciones 

al proceso de aplicación de los Planes Parciales en la ciudad de Bogotá. 

La primera variable ~ I marco jurídico "base"- es la que presenta mayores variaciones desde la 

existencia del instrumento. Incluida la Ley que le da vida a éste, el número de nonnas de escala 

nacional que pretenden reglamentario asciende a seis, por su parte desde la escala distrital han 

sido cinco las IlOnnas expedidas desde el 2000 para el mismo propósito. Once nonnas expedidas 

en diez ai\os de aplicación del instrumento en la ciudad de Bogotá. 
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Tabla 12. 'hansformaciones al marco jurídico base de los Planes Parciales 

Tr;mfOfTlaÓOnts del rilimen Jurillco dt los Planes P~es 

r;k 1!J!J1-Jun 2CQ) JullCUHwN 2IXB Die lQB - Moy 2tU 11m 2tU- Die lIJB 

D." .... """"", .. ley 388 dt 1997 Demto 2181 de m Demto 4Dlde 11Jf1 
O!a!to lSIJ1 de lB ley 1151 de 1«11 Otmto GiS de 2llB 

0tdsI0tIe1 astritllts 
DMeto 619 de 2IXD Dweto 469 ele 2003 

Otatlo 436 de Km 
Dt<nto ll4lde 20XJ Dta!to 327 de 2004 

Fuente: elaboraeión propia. 

La expedición pennanente de estas nuevas piezas normati vas no da cuenta por si sola de un 

fenómeno de inestabilidad jurídica, ya que en algunas ocasiones la asidua producción normativa 

puede responder a cuestiones reglamentarias orientadas a brindar herramientas para fortalecer el 

ejercicio de regulación pública; sin embargo, aquella producción nonnati va que transforma de 

manera continua las atribuciones, procedimientos o alcances del ejercicio de rei,>ulación es la que 

se considera como una restricción en la aplicación del instrumento. 

Siguiendo este argumento se manifiestan dos periodos -por tiempo y grupos de nomtas- en 

donde se transforman de manera sustancial la forma de aplicar dos de las tres atribuciones 

centrales del ejercicio de regulación pública propuesto por el instrumento: las de obligar a los 

desarrolladores urbanos a ceder suelo construido para espacio público, equipamientos y vías de 

escala local -cargas locales- y a ceder suelo para la construcción de obras en vías y servicios 

públicos de escala distrital o metropolitana -cargas generales-. 

En la primera reglamentación a nivel distrital el porcentaje de cesiones para cargas locales que 

debfan aportar los desarrolladores urbanos se encontraban claramenle detennioados al igual que 

las cesiones para cargas generales que tenían que hacer los predios con algún tipo de afectación 

en este asunto. En 2003 los procedimientos para establecer este tipo de porcentajes varían de 

manera significativa, ya no son fijos sino relat ivos, es decir el porcentaje de cesiones para estos 

dos ámbitos se detennina dependiendo los beneficios otorgados al proceso de urbanización. Aquí 

los encargados institucionales de aplicar el instrumento debían hacer el cálculo de este porcentaje 

-que en lo relacionado con las cargas locales no debla ser menor del 25%, basado en los índices 

de ocupación, en los de construcción, en las alturas y los usos de suelo permitidos. lt 2 Entre 

mayores sean los aprovechamientos permitidos mayores serian las sesiones otorgadas. Un 

transfonnación que sólo enuncia de manera general la técnica de reparto equitativo de cargas y 

IIZ Como m[nimo cll ~;' del m.'ll nda urbanizable del predio debía estar orientada 8 parques y cl8% a 
equipamiento comunal públieo. 
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beneficios,ll) cuestión problemática pues no ofrece herramientas procedirncntales concretas para 

aplicarla al conjunto de Planes Parciales. Con la nonnatividad di strital expedida en 2006 se 

establece una fómlUla para determ inar de manera "objetiva" las cargas y los beneficios de cada 

Plan Parcial la cual brinda esas herramientas necesarias para la implementación de este 

instrumento. 

Como se aprecia, los procesos asociados a dos de las tres principales atribuciones del proceso de 

regulación han estado en constante transfonnación en los diez años de apl icación del 

instrumento. Durante estos años los encargados institucionales de ésta han tenido que modificar 

tres veces las rutinas asociadas a la definición de cargas locales y generales, el denominado 

aprendizaje institucional basado en objetivos y rutinas se ve fuertemente diezmado por las 

constantes tmnsfonnaciones de este marco jurídico base. 

Por su parte, la segunda variable --el marco jurídico de "contexto"·, en lo relacionado con la 

inestabil idad de los regímenes jurídicos que soportan la aplicación del instrumento, tiene un 

comportamiento similar que la primera. Este marco "contextua!" se constituye por cada una de 

las decisiones expedidas por las diferentes instancias judiciales encargadas de observar la 

correspondencia legal de una decisión política y por las decisiones que a escala nacional toman 

sus sistemas de representación política. 

las decisiones del sistema de justicia que afectan este proceso se concentran en tomo al debate 

sobre la legalidad del cobro de cesiones obligatorias y "gratuitas" lI " para cargas generales 

desarrolladas por el instrumento. El Plan Parcial no es el instrumento que vincula por primera 

vez este tipo de cesiones en el régimen legal de la ciudad, el debate sobre la validez jurídica de 

éstas tiene su primera confrontación en los estrados con la demanda al art lculol1 S del Acuerdo 

distrital 7 de 1979 interpuesta en el Tribooal Contencioso Administrativo de Cundinamarca en el 

año de 1989. No es una innovación propia del instrumento, pero en la actualidad los planes son 

11) Po..- este tbmino se enlX:Me. según Maldonado el a~ que las nonnas sobre UllOS e intensidad de usos del suelo 
sólo pueden ser asignado! previa la definición de las obligaciones urbanlSlicas y los inSlrumentos necesarios para 
sufragar los COSIOS que implica tal definición de usos y edificabilidades, o sea los COliIos de infraestructuras viaJes, 
de servicios públicos, el espacio público adicional y el sucio de protecdón y la calificación del suelo parn vivienda 
de interés social. 
o. En la actualidad no se conciben como gratuitas ya que eslas cesiones para cargas genen.lcs hacen parte de una 
transacción que le permite al dueño o promotor de Jos predios desarrollar éstos, haciéndose a unos benefICios 
urbanisticos expresados en bxiiee$ de construcción, de ocupación alturas y usos de suelo. 
1 t, Todo terreno en proceso de urbanización que se encucntre afectado por vias merlas dct plan vial, debe ceder 
gratuitamente para tal fin el 7% del irea bruta deilOle a urbanizar, cuando la afectación sea superior a dicho 
porcentaje, la diferencia sera negociada con el Instituto de Desarrollo Urbano. 

109 



el instrumento por natura leza que pennite a los gobiernos de la ciudad hacen efectivas las 

cesiones para cargas generales. 

Desde esa primera disputa jurídica ya han sido demandados en diferentes instancias de la justicia 

colombiana cuatro acuerdos distritales,lI6 dos decretos distritales ll7 y dos leyes nacionales1l8, 

algunas instancias han declarado inexequibles los artículos asociados a la obligación de ceder 

suelo para cargas generales otras los declaran excquibles, el último concepto dado por el Consejo 

de Estado, en relación con la demanda al decreto 619 de 2000, hace viable jurídicamente que el 

distrito intercambie aprovechamientos urbaníst icos por suelo pare. infre.estructura de escala 

distrital y metropolitana. 

Esto es reflejo de la inestabi lidad jurídica con la que los encargados institucionales del proceso 

de aplicación del instrumento encaran una de sus principales atribuciones en el ejercicio 

regulatorio. No pueden generarse prácticas de regulación pública cuando una de las tres 

atribuciones centrales de este proceso tiene una maleabil idad tan marcada. Especialmente cuando 

el rumbo de la apl icación de un instrumento de esta importancia se encuentre. definido por una 

lectura e interpretaciónjuridica que hacen los diferentes jueces de la república. 

Se puede afinnar entonces que la restricción exógena asociada a la inestabilidad de los marcos 

jurídicos es la que más peso tiene en este conjunto, no sólo por su contundencia sobre el proceso 

global de aplicación del instrumento, sino por la influencia directa sobre las otras dos 

restricciones exógenas. Ya que uno de los principales argumentos usados para debilitar la 

aplicación del instrumento es la "hiperinflación normativa",119 pues los gremios económicos 

aseguran que no tienen garanlías jurídicas que hagan estable el negocio de la construcción, 

argwnentando que acciones que hoy la normatividad consideran como perenlorias muy 

probablemente mañana se siente una jurisprudencia contraria a la hoy existente. 

11' Acuerdo 1 de 1919, ACUI..TOO 2 de 1990, Acuerdo 1 de 1987 y Acueroo 6 de 1990. 
117 Decreto 6 19 de 2000 Y Decreto 436 de 2006. 
J1I ley 9 de 1990 Y Ley 388 de 1997. . 
119 Término usado inicialmente por la Cámara CoJombiaM de la Construcción después adopcado por el ministerio 
de Vivienda, Medio Ambiente y Territorio para señalar el robusto y disperso conjunto de reglas orientadas a regular 
la uroanizaó6n en la ciudad de Bogotá. 
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5.1.2.2. Interacción intcrgubernamental 

Cuando la implementación de una decisión política local -o la puesta en marcha de una 

innovación jurídica- por parte de su aparato burocrático se ve debilitada o contraria por 

decisiones de carácter nacional se considera como una restricción al proceso de implementación 

de la politica. En el momento que las decisiones que toman los representantes políticos de escala 

superior (nacional) entran en conflicto con las reglamentaciones locales, el proceso de 

implementación se ve debilitado, especialmente en este tipo de políticas regulación publica sobre 

las intervenciones privadas sobre el suelo urbano. 

Esta restricción se puede observar mediante dos variables: (1) la afinidad que ti enen las reglas 

expedidas por las autoridades nacionales con las reglas expedidas por las autoridades distritales y 

(2) las dec laraciones públicas de autoridades nac ionales y distritates que ponen de manifiesto la 

confrontación intergubcrnamental entre estas dos escalas de gobierno. Entre sea menor la 

afinidad entre las reglas expedidas por las autoridades naciona les y distrita les y mayor el número 

de las declaraciones públicas manifestando la discordia entre las escalas de gobierno mayores 

serán las restricciones al proceso de aplicac ión de los Planes Parciales. 

En la variable asociada a la afmidad en la producción normativa entre las escalas de gobierno 

nacional y distrital se observa que las decisiones tomadas por autoridades nacionales que afectan 

el proceso de aplicación de los Planes Parciales en la ciudad se expresan a partir del 2006. Desde 

este año se producen cuatro nonnas nacionales con clara intención de revertir en parte el curso 

de la regulación pública sobre los procesos de desarrollo de predios urbanos en Bogotá. Estas 

nonnas se encuentran asociadas tanto al contenido mismo de la rCbrulación como a los 

procedimientos y tiempos asociados a la generac ión de productos los institucionales necesarios 

para la aplicación del instrumento. 

En lo relacionado con lo que es susceptible de regulación pública son tres las decisiones 

nacional es que entran en confrontación con la reglamentación distrital: las que debilitan las tres 

atribuciones centrales del proceso de regulación, las que excluyen a ciertos predios urbanos de 

surtir el proceso de Plan Parcial que la nonnatividad de la ciudad consideraba susceptibles de 

desarrollo mediante este instrumento y las que otorgan facultades al gobierno nacional para 

intervenir en el territorio de las ciudades y municipios, mediante el desarrollo de predios, sin que 

medien las autoridades de planeaciún de la ciudad. 
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Las nomlas nacionales que debi litan las tres atribuc iones centrales del proceso de rCb'Ulación -

regular el diseño urbano de los predios a desarrollar, obl igar a la cesión de suelo construido para 

cargas locales y para las correspondientes cesiones dc suelo para cargas generales - se expresan 

en el decreto 218 1 de 2006. Aquí se sugiere que se adopte un índice básico de construcción en la 

ciudad de 1,1 20 cuestión que debi lita fuertemente la negoc iación para la cesión de s u~lo para 

cargas generales y suelo construido para cargas locales ya que el instrumento que permite 

negociar a los responsables institucionales del proceso de aplicación del instrumento es tener 

índices de ocupación y construcción bajos para que a partir de estos intercambiar 

aprovechamientos urbanísticos por cesiones públicas. Teniendo un índice básico de construcción 

de I el incentivo que tienen los desarrolladores urbanos para negociar son mínimos pues ya 

tienen en su haber el penniso para edificar el 100% de su predio. En este mismo decreto se limita 

de manera importante la atribución para regular el diseño urbano ya que en el parágrafo del 

artículo 25 se menciona de manera específica que "Las derenninaciones de lo!" planes parciales 

no podrán imponer condiciones asociadas a las características estéticas de las edificaciones ni 

exigir detalles constnlctivos del espacio público, equipamientos o edificaciones. salvo cuando se 

trate de intervenciones en bienes de interés CII/tural del orden municipal o distritaf' . 

Por su parte el decreto 4065 de 2008 hace más pequeño el universo de los predios susceptibles de 

Plan Parcial que el establecido por la nonnativa distrital , ya que en su articulo 4 define que 

algunos predios con ciertas caracteristicas121 que anteriormente sólo podían ser desarrollados 

mediante este instrumento pueden surtir un proceso de regulación pública de menor ex igencia 

urbanística que el del Plan Parcial. Finalmente, la Ley 11 51 de 2007, por medio de la figura de 

macroproycctos de interés social,122 le otorga una nueva competencia al gobierno nacionaJ de 

intervenir fIsicamente en los tenitorios municipales y distritales perdiendo estos últimos el 

control sobre el desarrollo urbano y el ordenamiento tenitorial que la constitución lcs otorga. Es 

decir, las intervenciones fi sicas en estos territorios no tendrán la jerarquía de las nonnas de 

ordenamiento de la ciudad sino que la mayor jerarquía será la normativa nacional expresada en 

no Es decir que si el área neta urbanizable del predio es de lOO mts2 pueden construir 100 mts2. 
111 Mediante la aprobación de un proyecto urbanístico genenl o licencia de urbanización sin tnlimile de plan parcial, 
cuando el pr.:dio o predios cuenten con disponibilidad inmediala de servicios públicos y cumpla eoo a lguno de los 
sigu)entcs requisitos: l . Se trate de predio(s) Iocalizado(s) en zonas cuya área no supere las dk:z (10) hectáreas netas 
urbenizables, delimitadas por Arcas consolidadas o urbanizadas o por predios que lengan licencias de urbanización 
vigenlcs y garanticen las condiciones de ac:cc:sibilidad y cont inuidad del trazado via l. 2. Se trate de un solo predio 
cuya 6n::a supere las dK2 ( 10) hectt\reas netas urbanizables, que para su desarrollo no requien de gestión asociada y 
se apruebe como un solo proyecto urbanístico general segUn 10 seña lado en el art iculo 42 del decreto 564 de 2006. 
In Los macroproyectos de ;nlerés social nacional son el conjunlo de decisiones administrativas y actuaciones 
urbanísticas adoptadas por e l Gobierno Nacional, en los que se vinculan instrumentos de planeación, fmanciación y 
gestión del suelo para ejecutar una opernción de gran escala que contribuya al desarrollo territorial , de determinados 
municipios, distritos o regiones del país. Artículo 79 Ley 11 5 1 de 2007. 
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estos macroproycctos. Los Planes Parciales, que son el instrumento por excelencia para regular 

los procesos de desalTollo de predios urbanos en la ciudad, ya no tendrían lugar con este tipo de 

intelVenciones de escala nacional. 

En lo relacionado con las nonnas nacionales que pretenden regular el proceso de implementación 

distrital del instrumento, éstas se concentran en los proced imientos y los tiempos máximos que 

tienen las autoridades de planeación de la ciudad para generar los productos institucionales 

necesarios para regular el proceso de urbanización. Aquí se combinan las declaraciones públicas 

de inconfonnismo frente al número de trámites necesarios y el tiempo que tardan las autoridades 

en surtir cada uno de éstos y la expedición de la nonnatividad que pretende regular estos trámites 

y tiempos institucionales. La mayor parte del contenido de los decretos nacionales 2181 de 2006 

y el 4300 de 2007 desarrolla los procedimientos y ticmpos fonuales que los encargados 

institucionales de la apl icación del instrumento deben cumplir. Dos decretos nacionales con una 

vocación explícita orientada a la agilización de los trámites requeridos para la adopción de 

Planes Parciales. 

las declaraciones públicas que evidencian la confrontación en la apl icación del instrumento 

entre la escala de gobierno nacional y la distrital se encuentran asociadas a estos trámites y 

tiempos. Tanto el Presidente de la República como el ministro de Ambiente, Vivienda y 

Desarrollo Territorial declararon públicamente su inconfonuismo sobre los estos trámites y 

tiempos empleados en la aplicación de los planes, afinnando que la nonnatividad expedida desde 

esta escala de gobierno podrían superar todas las trabas al gremio de la construcción para la 

generación de vivienda de interés social. 

Tabla 13. Decla raciones autoridades nacionales 

A'o Aclor De-elaudón 

Esperamos que con esta nueva nonnatividad se desalore la producción de suelo 
Ministro urbano que tanlo requiere la políl ica de vivienda. De esa ronna .re elimina la 

2006 de lll13trQaQ tt.aaaKiQ QUe ItllI.íQ CJl.dQ Q/iciaa d.e aUJlII'adda Q iUlaaau..tWl: amaitM 
ambiente aguisito.t proloafQndo los 1rámitcr - /rq.w1 Q9C cinco QfiQ,f= tllI.cgrrcknt/o los 

Cuando a la gente le dicen que.se: acabó la l ierra no es que fuicamente no exista 
en donde construir. Lo quc pasa es que por problemas h:Niu y de IcgUlUQloria. 
uas tiecraJ no haa sitio habWuulas paro Que aW se [eI'lIaltD DroytCIQ.S ae 

Ministro l'irial.aa ae iat~rés 81rial. E. decisión del gobierno luchar. ameLa la (lue 
2007 de consid.ero .roa oea;es AAe se k.J cobro a los oroDieuuio.J de las lieua.r par.Q 

ambiente q¡upbgc.les rzlaae.s parciales y conlra " ineficiencia y 1. demorn '" "'" proyeclos. E" muchas ciudades '" de"'" cambiar 1 .. "'=" locales para 
habilitar el suelo con mayor racil idad como ocurre en Cali en donde no l iene 
sent ido que los planes parciales dcban someterse a consideración del concejo 
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municipal. 

Esta problemática se suma el alto costo de la tiCtr.l y la tromitología", quien K..'S 
propuso a los alcaldes de las c inco principales capitales a hacer un acuerdo de 
agilizaciÓn de lajmiIes. Solo de esta (oang remonderemos q Iqr peticjotu:J de 
los ~tUln j 'll!ru )! lJJJ. [fU ~u dren !Q3. {IXUaJi.fU Wlco.me qaa.t .Ilu QQUt.c. II.lJ .m[o. 
luJJ.Jil.IJl... Hay quc revaluar procesos para e¡'itac. demQC4¡ en .su qprobación en 

Presidente zonlLf coOSQ./idgdas y rontrarrestac. d aaro de fr'Ómíte.r. Somos conscientes de 

2007 do" la s ituación y eso, precisamente, nos obliga reiterur1es a lo, alcaldes y a las 

República autoridades municipales que ent iendan, de una vez por todas, la imponancia de 
inCOrJ)Or.lr suelo mua VIS 

Por esto el Deo:.,cto 4300 de 2001 racionaliza los trnmites de fonnu lación y 
adopción de los planes parciales, oon el fin de incrementar la ofena de suelo y 
facilitar la asignación de nomenclatura urbana e incorporación cartográfica de 
los nuevos ~ios . Reduce los ténninos de anrobación de las licencias. 

.. 
fuente. claboración propia. Con base en publlcac10nes grel1l1ulcs. Con hose. en la rev1sión de prensa de el pcri&hco 

el Tiempo. 

El conjunto de esta rest ricción también tiene un peso importante en la aplicación del instrumento, 

pues la inestabilidad jurídica se produce en parte por la confrontación intergubemamental y el 

resu ltado de esta puede verse reflejado en una "hiperinnación nonnativa" que acorrala a la 

inacción tanto de los responsables institucionales del proceso de aplicación del instrumento 

como a los jueces responsables de interpretar y sopesar la validez jurídica de cada una de estas 

piezas nonnativas. 

5.1.2.3. Disposición de los actores sujetos de la regulación pública 

En la aplicación de un instrumento que pretende regular los usos y usufructos de las 

intervenciones privadas en los territorios urbanos generalmente la relación con los actores 

susceptibles del proceso regulatorio es tensa. Más aún cuando por su influencia las atribuciones 

públicas que penniten esta regulación están constantemente sumergidas en debates jurídicos y 

politicos. Aquí entendemos que entre mayor sea la confrontación entre los actores privados 

sujetos de la regulación pública y los actores públicos encargados de ejercer esta regulación 

mayores restricciones tendrá el proceso de aplicación del instrumento. 

Se identifican dos grandes confrontaciones de los gremios de la construcción presentes en la 

ciudad de Bogotá hacia el proceso de implementación de los Planes Parciales: la primera 

asociada a la obligación que tienen de ceder suelo para la construcción de infraestructura de 

escala dislrital y metropolitana y la segunda en relación con los trámites necesarios para la 

ado~ión de cualquier plan. 
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La primera confrontación se expresa en las demandas interpuestas por en los tribunales de 

justicia de los apartados que penniten a las autoridades distritales obl igar a los privados a ceder 

suelo para cargas generales estipuladas en los docretos distritales 619 de 2000 y al 436 de 2006. 

Si bien la jurisprudencia que produjeron los jueces en tomo al primer decreto demandado no le 

quito esta facuItad a las autoridades distritales si produjeron una incertidumbre en la aplicación 

del instrumento pues hasta el año 2009 fue expedido el fallo. En cuanto al segundo decreto 

demandado aún no se produce jurisprudencia que pennita definir la legal idad de las cesiones 

para cargas generales. 

La segunda confrontación se expresa en las declaraciones públicas de los diferentes gremios de 

la construcción en contra de los procesos, procedimientos y ti empos para la tramitación de un 

Plan Parcial. Estas declaraciones publicas, por ser de uno de los gremios más poderosos de la 

nación, automát icamente ocupan los primeros lugares en la agenda brubemamental nacional. Esto 

se refleja en la similitud de los discursos entre del mismo presidente y ministro y los 

comunicados oficiales de los gremios de la construcción y las decisiones nacionales orientadas a 

corregi r este tipo de dificultades en el proceso de diseño y adopción de cada plan. 

Tabla 14 Declaraciones asociaciones gremiales ... Actor PosicÑi .. 

2001 El actual ordenamiento juridico del scaor ¡lfllIltiza un Ílx:mncnto comidale Ql los 
IOm.II!li Ik 1lJI1l:i~1!n. en cl valor final de las obro, en ,. Icntilud del ."... .. 

CAMACOL jurisdiccional. en el crecimiento de la bul'OCl1lCia existente al interior de las entidades 
del sector, y finalmente en 1:1 dCKnnocimiml2 di: 1I 1 ~ DQ[ !!:ID!: de IQlIailQJll:! Ik la 
<J!knL 

'''''' FEDELONJAS 
Del 2001 al primer semestre de 2004 se 'probaron solo 6 WWH:S pattiull:5. Es to genero 
t erca de 300 ha de suelo apto pII11I urbanizar y oonstruir. 

'OOS TBnto el sector público como el sector privado deben entrar a buscar cstrategias q" 
permitan g!lJllntizar suelo urbano 11 Largo plazo para el desarrollo de proyectos de 
vivit.'nda social, y en donde se requiere: d~1cnninar procmas oon uwnju:s Dililes y.fiW: 

ASOCAJAS m;¡u~iUl Ij!JU 1D¡giQ[idad • k!m Plll't:iK!l. Igualmente tuando se requieren tan tas 
espc:ci r /alCiones dcl contenido de 105 planes pardales, la iu(ormaciQu K ~1I1:h:I: 

jnrnaUd!!ble 1: iooccesaria. La administración públK:a debe ser consciente del lOlWI:I: 
social): CCli2llÓ:mis;Q gUl: impli", I:I ITanSCJ.\Il2 dd licmno. 

""" Lo dift'rellcia "'" licencia " d caractcristieas <Id .... objeco '" desarrollo . 

CAMACOl 
Condicionado a la existencia de sistemas csltuClunntes. Áre- RÚniltlll y 5istemas 
estructunnlCS produce a1!.l! discrccKmalidad): Imlirud. por eltcmll de otras opc:ncioncs 
wbanas C!IpIXiales (que son ateptables si le encucntl1m expUcitamente en el POT). 

""" Los trámitcs Inte la Administración. si "calco k:Js plazos razonables· es I!O costo pa01! 

PACTO POR EL d OOUStnlC1(!f): reprcsenlJ un IDI'{QJ armo m Lu ",Ivcjooq de lIÍyicudi ofrecidas: Q2 

HABITAT "islm. an6ljsi1 de cos!O-bcndj,ci<> :IObn: J.a dcmc!n¡ g¡ k:Js 10011:1 ): 111 impteIP g¡ la 
I:!Io1!nomil dI! 1I ¡¡jlldld. 

2006 PoI" 0In parte al disminuir 105 lrimiles. ,¡¡mia ki oolllrolcs iuÚtiles ): facilillr d 
dercicio dc los C'IJ'lmSaOOs majes· minimiza !os CQ§1OiI de lOos¡ccióP (omq¡tafKlo 
UN mnoro(01l de inmuebles. que , ipe siendo bija en estratos modios y bajos fn:nte 

CAMACOL 
• la roofonnad6n aDUal de hogares y ~fid t l;Uantitalivo de hogares. 

En Colombia. se OO nformBn cada año 130 mil nuevQl hopres que demandan VIS en 

l1S 
• 



los et'f1tros UrbWlOS. Este volumt'f1 dcbcria ser un atracti vo suficit'f1te pan Que el sector 
privado aurnentill1l su panicipación en la cons trucción de VIS. Sin embargo, ese 
potencial se desperdicia por el QjCeso de normas V lrímitcs. la incficic:ncia de !as 

gfi¡;i~ de I!llwal:ión i21ü1t IIQlttll: ~lIdD: urbano l( 1M difi li:lltladllli l( lilDil .. wocs de 
las (wuiligs para!lCCedcr a créditos hipotccaric>s IIdC\11lldos. Un estudio de CAMACOL 
Cundinamarca encontró QUC UII pro ~ 1O de coostrucdón fonnal en Bo¡otá, implica 
paslll" por 23 entidades con funciollC5 públicas y rt'.Iliur S I tlimites. 

A esta odisea lxlrocrática se suma la lenti tud de 115 orlCinas de planeación pan 1It.'Ilerar 
suelo urbano. 1.1 COOlbinación de todas las formas de ineficiencia contribuye de 
lIUlIlera decisiva a mantener alejados a los inversionis tas e insoluble el ~ fi cit de ofena 
de VIS. UD Plan Parcial se demora mjoimo 2 ab pan 511 aprobacjóp, que: si se tiene 
t'f1 cuenta la demanda de: tic:m en las ciudades, resulta en un ailhllll!:t (l1IlI rs]lS:!l;lIll1: 
coo Jos oo:cjos.l( 'ClIlme CQQ !os csfucrzQS por I!:tgru 110 dcmmllo Urb,a1lO oollilibrado. 

2007 Los planes parciales (gestión de $uelo) se pueden dt'f1IOTlIr hlllta dos.ños en tn!.rn ite y 
do! años más en el desarrollo después de: poner el primer ladrillo. Parte del problema 

CAMACOL está en el CIICCSQ de burococil. No tiene stTItido hacer planes parciales Que tardan 3 
años en ZOllas de la ciudad consolidadas con el a¡ravante de que dcspub de CltJX-didos 
se requieren otros 18 meses de trámi tes pan poner el primer ladri llo. 

2007 
OSPINA y L¡ IlIic¡sq, de limas se debe IIIIli incmecy iDlRPrctacjÓp de las berramiemas de los 

COM PAÑIA 
plam de ooknumiento ¡cuitodal (POI), que dificulta y alQrg¡ los plazos de los 
plallC$ parciales QUC habil itan la tierra pum constru ir. 

Fuente: elaboración prOPia. Con base cn publicacIones gremiales. 

Esta confrontación genera restricciones al proceso de aplicación del instrumento, no sólo por su 

infl uencia directa sobre las autoridades del gobierno nacional, sino también por el ambiente 

tenso y en muchas circunstancias hostil entre los responsables institucionales de la 

implementación y los actores sujetos de la regulación. En donde la interacción entre estos dos 

actores se encuentra mediada por la desconfianza del desempeño institucional y el temor ser 

objeto alguna acusación disciplinaria por hacer cumplir con las reglas establecidas para el diseño 

y adopción de cada Plan Parcial de la ciudad. 
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S.2. Restricciones en la aplicación de los Programas Parciales en Ciudad de 
México: entre la estabilidad de las reglas y la dispersión de las demandas 
terri toria les 

Las restricciones en la apl icación de este instrumento de planeac ión urbana part icipativa se 

encuentran asociadas a factores endógenos y exógenos. Los endógenos se asocian a (1) la 

coherencia de las reglas formales que fijan las atribuciones, los procedimientos y los productos 

institucionales del proceso de planeación urbana part ic ipativa, (2) e l número de agencias 

gubernamenta les encargadas de la aplicación del instrumento y (3) la di spersión de las demandas 

territoriales expresadas en el documento final de cada Programa Parcial. Los factores exógenos 

se encuentran asociados a la ( 1) estabilidad que tienen las reglas que estructuran el proceso de 

planeac ión urbana participativa, (2) la confrontación o coordinac ión existente entre las diferentes 

escalas de gobierno que cohabitan en la ciudad, y (3) a la disposic ión que tienen los actores 

sujetos de la regulación pública de colaborar con la aplicación del instrumento. 

5.2.1. Restriccion es endógenas 

En el presente estudio de caso se afirma que entre (1) mayor sea la coherencia en las reglas que 

fijan las atribuciones, los procedimientos y los productos institucionales del proceso de 

planeación urbana participativa, (2) menor sea el número de agencias gubernamentales 

involucradas y (3) menor sea la dispersión de demandas territoriales de l cada programa la 

aplicación del instrumento menores serán las restricciones del proceso. La variable dependiente -

y- es la magnitud de las restricciones al proceso de aplicación del instrumento y las 

independientes _Xl, X2 y xl_son las tres restricciones que in fluencian el proceso. 

Tabla 15. Restricciones endógenas 

Restricciones endógenas 

c:asodo_ y Ka 
Mlyores restricciones Pon cohef~ en lIS Allo 1Ünef0 de ~endis Dlsperlldn cM lis 
.. proc:ono .... '~lu irwolur;r.s.. cMmlrWS lerrltori.1n 

PI_pudllft ""_ 
M .... " ........... ' ........ coIIINncII .... ... -* COi_.iid6i ....... 

"-* .- ..-a.1I ......... --..,.. .... d n 

Fuente: elaboración propia. 
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5.2.1.1 . Coherencia en las reglas 

El conjunto de reglas fonnales que estructuran e l proceso de planeación urbana orientado a la 

construcción de Programas Parciales en la Ciudad de México es una variable que pennite 

observar: (1) los procesos que fonna lmente hay que surtir, (2) los actores que se encuentran 

obligados a hacer parte de este proceso y (3) los productos institucionales necesarlos para la 

expedición de cada programa. Entre menos claros y específicos sean los procesos necesarios para 

la elaboración de cada programa establecidos en la nornla; sea más difusa la definición de 

responsables institucionales y actores no gubernamentales necesarios para cada proceso y los 

productos institucionales no se encuentren claramente establecidos y diferenciados se puede 

afinnar que esta variable configura una fuerte restricción al proceso de aplicación del 

instrumento de programas parciales. 

Los procesos y los productos institucionales expresados en las reglas fonnales necesari as para el 

diseño y aprobación de cada Programa Parcial en este caso se encuentran claramente 

especificados. Cada uno de los cuatro productos institucionales enunciados en la nonna tiene un 

vínculo con un proceso que previo que lo preside y determina. La definición del anteproyecto se 

encuentra mediada por un proceso técnico y de consulta preliminar c iudadana; el proyecto de 

programa está antecedido por la expedición de unos lineamientos técnicos y por un proceso de 

participación ciudadana; la viabilidad por su parte tiene un trabajo previo relacionado con el 

procedimiento técnico para detenninar las congruencias y factibilidades de las propuestas 

derivadas del proceso de participación; la consulta pública por su parte se encuentra gobernada 

por las audiencias públicas y la recepción y tratamiento por parte de los encargados 

institucionales del proceso de las observaciones al proyecto de programa por escrito de los 

interesados; fina lmente, el proceso de adopción, surtido en la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal se encuentra precedido de este conjunto de procesos. 

En lo relacionado con los actores y sus respectivas interacciones que se encuentran establecidas 

en las reglas fonnaJes se encuentra claramente definido el responsable institucionaJ que tiene que 

adelantar el proceso de planeación urbana. la Seduvi, sobre esta secretaria recae toda la carga 

gubernamental para que cada uno de estos programas se adopten en el menor tiempo posible. 

Adicionalmente, la norma identifica de manera genérica los dos grupos de actores que también 

tienen la obligación de involucrarse formalmente en el proceso. El primero es el grupo de 

representantes de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, quienes tienen a su cargo la 

revisión, retroalimentación y posterior adopción legal de cada uno de los programas parciales; el 
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segundo grupo es la "ciudadanía" los cuales son los responsab les de partic ipar en la creac ión del 

proyecto de Programa Parcial , además, otra ciudadanía, tiene la responsabilidad de participar en 

las audiencias públicas y con propuestas por escrito en el proceso de consu lta del proyecto de 

programa. 

En este segundo grupo de actores es donde se encuentra la principal restricción de esta variable. 

No sólo por la identificación genérica de un grupo de actores que tienen la obligación de 

participar, el cual se es opaco, impreciso y poco tangible, ya que la ciudadanía que participa 

pueden ser todos, muchos, pocos o ningún habitante del territorio afectado por el programa. 

También pueden ser los integrantes de asociaciones civiles y sociales o inversionista privados 

que no habiten el territorio pero que tienen reivindicaciones-intereses sectoriales que se 

extienden en toda la ciudad. O también sería legal y tal vez legitimo que el proceso de 

partici pación se desarrolle con estudiantes matriculados en colegios del territorio susceptible del 

programa. ¿Quiénes son entonces los que deben fonnalmente integrar el proceso de participación 

para la construcción de cada Programa Parcial? ¿Quiénes son los que deben participar para que 

el producto final de la planeación urbana sea legítimo? 

Este fue uno de los principales conflictos que tuvieron los consultores para poner en marcha el 

proceso. Por ejemplo, para los programas de San Simón Ticumac, insurgentes Mixcoac y Centro 

Histórico de Coyoacán, la UNAM que era la encargada, entre otros, de desarrollar este trabajo de 

planeación participativa, "promovieron la creación de un com ité ejecutivo fonnado por vecinos y 

funcionarios ... para trabajar conjuntamente en una convocatoria que movilizara al conjunto de 

actores relevantes de la zona o el barrio, quienes le darlan seguimiento al proyeclo". (Ziccardi, 

2003; 11) Esto debido al vado juridico existente en 1998, en donde la representación ciudadana 

institucionalizada expresada en los Consejos Delegacionales habia caducado en 1996 y la 

reglamentación que modificaba la participación ciudadana aún no habia sido expedida. Por su 

parte en el Programa Parcial Santa Cruz Acalpixca los consultores tuvieron que dinamizar el 

proceso de elección de los coordinadores territoriales de los pueblos 12) como parte del trnbajo de 

planeación urbana. 

Sin embargo, aqul se observa que la participación ciudadana en los escenarios representativos 

previa a los talleres se realiza con aquellos que han manifestado algún interés en integrarlos. 

12J Esta figul1l de rcprc:sentaóón ciudadana no existía ni existe actualmente en la Ley de Part;cipación ciudadana del 
DF ya que obedece a 101 usos y costumbres de algunas delegaciones del sur de la ciudad. Scr¡;o Ménde:z Cárdenas. 
La expansión urbana en la periferia y la participación ciudadana: el caso de Santa Cruz AcalpixC8. Ponencia 
presentada . 111 congreso de la red de investigadores en gobiernos locales de México. 
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Sucede lo mismo con la participación en la etapa de los talleres en donde se define la 

problemática y posterior definición de acciones estratégicas y proyectos prioritarios de cada 

programa. Los actores como intereses que interactúan en las diferentes etapas de participación 

son variados y muchas veces conflictivos. Y como producto de muchos de estos conflictos la 

estrategia planteada por algunos de estos actores es desvirtuar la participación de otros 

argumentando e l vinculo con el territorio como factor legítimo para poder hacer parte del 

proceso. Por ejemplo, en el caso del Centro Histórico de Coyoacán, en donde el número de 

organizaciones c iviles y sociales que hicieron parte de este proceso de planeación ascendió a 36 

(Álvarez, 2003; 209), una de las estrategias fue desvirtuar la part icipac ión de a lgunos 

inversionistas y promotores inmobiliarios tachando su participación como ilegítima e interesada 

al no ser pobladores ni trabajadores que habitaban la zona. 

En este caso las reglas fonnales no señalan quienes pueden o no partic ipar en este proceso, e l 

vínculo fonnal con el territorio -que la pe~na resida o labore en el sector- no es factor 

discriminatorio para poder excluir ciertos actores de éste. El enunciado "c iudadanía" lo pennite 

todo, cuestión que da lugar a disputas legítimas entre pobladores y otros actores. Aquí 

identificamos una restricción importante en lo relac ionado co n la coherenc ia de las reglas 

fonnales que estructuran el proceso de aplicación del instrumento. 

5.2.1.2. Numero de agendas guber-namentales involutradas 

Esta variable, a diferencia de los Planes Parciales de la c iudad de Bogotá, es la que menos peso 

tiene en el conjunto de restricciones endógenas en la aplicación de los Programas Parciales en la 

Ciudad de México, por ser la Seduvi la única agencia gubernamental con responsabilidad directa 

sobre el proceso de e laboración y adopción de los Programas Parciales. Esta secretaria tiene la 

obligación de generar interacciones con autoridades del nivel delegacional para la puesta en 

marcha del proceso de planeación urbana. con la "ciudadanla" que manifiesta algún interés en 

vincu larse a l proceso de participación y con los representantes de la Asamblea Legislativa del 

Distrito Federal encargados de la adopción de cada programa. No existe una interacción de 

carácter obligatorio con otras agenc ias que dependen directamente del gobierno del Distrito 

Federal. 

En un principio, desde su propia iniciativa, la Seduvi intentó vincular otros sectores de la 

administración pública distrital al ejercicio de planeac i6n participativa necesario para la 
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adopción de cada programa. Este esfuerzo -que se ex presó en el diseño de la metodología­

pretendía , en palabras del entonces Secretario de Desarrollo Urbano y Vivienda, " . .. que no fuera 

un ejercicio de la Seduvi, sino que se pensara en acciones del gobierno integradas en territorios 

espec ificos". (Eibcnschut'l., 2003; 25) Para esta empresa hubo algunas reuniones con 

representantes de c inco secretariasl24 entre febrero y julio de 1998, sin embargo, "en la 

práctica, /0 participación de estas otras instancias file muy limitada, no porque no hubiera 

aCllerdo ni interés, sino porque con /0 inercia burocrática de la administración pública, cada 

sector tiene sus programas, sus prion'dades y responsabilidades: los recursos nunca alcanzan, el 

personal 110 es suficiente y /0.'0 problemas se aCllmulan: entollces cada quien se dedica a lo suyo" 

(Eibenschutz, 2003; 25) 

Recordemos que esta restricción se concreta cuando e l producto principal que debe generar una 

agencia gubernamental para la aplicación del instrumento depende de los procesos y productos 

de otras agencias. Entre mayor es el número de agencias gubernamenta les involucradas para la 

generación de los "outputs" de la política, mayor será la dificultad tanto para identificar los 

responsables instituc ionales cómo para atribuir logros y/o retrasos en la aplicación del 

instrumento. En el caso de los Programas Parciales, la agencia gubernamental encargada de la 

aplicación del instrumento es la única responsable generar productos institucionales orientados a 

la construcción de cada uno de los Programas. La única etapa este proceso que escapa de su 

jurisdicción es la adopción de cada programa, cuya responsabilidad recae en los representantes a 

la Asamblea Legislativa del Distrito Federal la cual es, desde el diseño institucional de la ciudad, 

autónoma del gobierno del DF. 

Sin embargo, lo que denominan Pressman y Wildavsky " the complex ity of joint action" se 

encuentra asociado no sólo a las agencias gubernamentales que se involucran en la 

implementación del instrumento, sino también a los diferentes individuos y organizaciones 

civiles que intervienen con diversos intereses, intensidades y grados de compromiso en el 

proceso. Es decir, asi sea la Seduvi la responsable institucional del producto final de la 

planeación participativa, estos actores pueden detener o hacer más lento la generación de éste en 

cualquier momento. Sin embrago, esta restricción se encuentra asociada a lo que denominamos 

restricciones exógenas, ya que su ámbito natural se encuentra situado por fuera de la estructura 

gubernamental encargada de la aplicación del instrumento. Ningún ajuste intra - organizacional 

114 Secretaria de Gobierno, de Desarrollo Social, de tlscteoda, de Medio Ambiente y de Desarrollo Urbano y 
Vivienda. 
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podría transfonuar por sí solo la perce¡x:ión, intereses, estrategias e interacciones de estos actores 

no gubernamentales. 

La restricción asociada al número de agencias gubernamentales se podría expresar mediante dos 

descriptores: el número de agencias gubernamentales vinculadas y con responsabilidades 

fonuales en el proceso de aplicación del instrumento y el nivel de compromiso que tiene cada 

una de las agencias gubernamentales en el proceso de aplicación de cada programa. Se puede 

afinnar que al ser la Scduvi la única agencia gubernamental obligada a generar productos 

institucionales en cada Programa Parcial y por ser el proceso de planeación urbana participativa 

prioridad programát ica de los dos gobiernos del PRO las restricciones en esta variable son 

mínimas. 

5.2.1.3. Dispersión en las demandas territoriales 

Las demandas territoriales que se expresan en el documento final de cada Programa Parcial 

pueden ser posibles restricciones al proceso de apl icación del instrumento debido a dos factores 

fundamenta lmente: el primero asociado al ténnino "sobreearga",m en donde por la cantidad de 

las demandas planteadas en el Programa Parcial puede convertirse en un documento, que si bien 

inc luye un conjunto importante de demandas ciudadanas, no tiene posibilidades reales de 

concretarse en los seis años de vigencia de cada programa; el segundo por su parte se encuentra 

asociado a la dispersión de las demandas ciudadanas contenidas en cada programa. El primero 

por la cantidad y el segundo por la variedad. Entre mayor sea el número de demandas expresadas 

en cada programa parcia l y mayor su di spersión en sectores y subsectores de intervención se 

considera que las restricciones al proceso de aplicación del instrumento son mayores. 

El primer factor, número de demandas por programa, tiene una complicación metodológica 

importante, ¿cuál es el número y la magnitud de las demandas ciudadanas que un sistema 

administrativo y de presupuesto como el del Gobierno del distrito Federal puede responder 

efectivamente? En realidad esto es imposible calcular, pues las demandas por programa reclaman 

intervenciones públicas de diverso orden que hace casi imposible cuantificarlas, además, tanto 

las delegaciooes como el gobierno del DF tienen demandas o compromisos presupuestales que lo 

obligan a responder territorialmeote no sólo a espacios pertenecientes a Programas Parciales sino 

IU Término desarrollado en el numeral t de la discusión teórica que hace alusión a la distancia eltistente entre las 
demandas sociales y ciudadanas y la posibilidad real que tiene el gobierno de responder efectivamente a éstas. 
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al conjunto de demandas que logran integrar la agenda gubernamental en cada una de estas dos 

escalas de gobierno. 

Bajo esta limitante, podemos hacer un análisis inicial de esta restricción basándonos 

exclusivamente en el número de demandas expresada en los Programas Parciales por delegación. 

El conjunto de demandas identificadas y posterionnente clasificadas, expresadas en el apartado 

de acciones estratégicas de cada uno de los 12 programas anal izados, asciende a 817, es deci r un 

promedio de 68 demandas por programa. 

La delegación de Benito Juárez, que tiene tres programas parciales en el aná lisis, tiene un 

promed io de 41 demandas por programa ubicado por debajo del promedio generdl; la delegación 

Cuaj imalpa es la que menos demandas contempla -12- en el único programa aprobado en el 

período de estudio; por su parte la delegación de Iztapalapa es la que más número de demandas 

presenta, con un promedio de 106 por cada uno de los dos programas analizados, muy por 

encima -casi 40 demandas de más- que el promedio del conjunto de programas. Es de especial 

atención el número de demandas expresadas en el único programa analizado de la delegación de 

Miguel Hidalgo, el de Zona Patrimonial de Tacubaya, en donde estas ascienden a 191.60 más 

que el programa de Sierra de Santa Catarina siendo el segundo con más demandas. Más aun 

sabiendo que hace más de una década es una zona consolidada en la c iudad. 

Gráfico 36. Número de demandas por delegación 

• Número de demandas 

Fuenlc: elaboración propia. 
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Bajo este análisis básico, podnamos sugerir que las demandas en delegaciones como, Iztapalapa, 

Miguel I-lidalgo y Benito Juárez tienen Wl alto riesgo de sobrecargar la respuesta del gobierno. 

Inicialmente, el territorio que demanda las 212 acciones estratégicas en lztapalapa · Ias cuales se 

concentran en el ámbito más costoso de la inversión pública que es el de la construcción de 

infraestructura vial, de servicios públicos y equipamientos· únicamente alcanza a cubrir 10% del 

total del territorio. Por su parte el área del Programa Parcial de la Zona Patrimonial de Tacubaya 

únicamente comprende 2,5% del total del territorio de la delegación de Mib'Uel Hidalgo. Es decir, 

si el conjunto del territorio de esta delegación tuviera un comportamiento similar al de este 2,5% 

el número de demandas que congestionanan la agenda institucional como la capacidad de 

respuesta gubernamental seria de 7640, en donde las demandas asociadas a la construcción y 

mejoramiento de infraestructura vial, equipamientos y vi vienda ascienden a más del 60%. En 

relación con las 124 demandas expresadas en los tres Programas Parciales analizados para la 

delegación Benito Juárez se puede sugerir que esta cant idad podrfa saturar la capacidad de 

respuesta gubernamental-bajo el entendido que la voluntad política existe· hacia el territorio, ya 

que el conjunto de estas demandas se encuentra concentrado en uno de los ámbitos más 

complejos de la administración pública, la aplicación concreta de la regulación urbana. Si bien 

este ámbito es menos oneroso que el de la inversión en infraestructura urbana, el ejercicio de 

regulación requiere un esfueno continuo que demanda recursos fisicos, humanos y jurídicos, 

además de encontrarse constantemente situado por fenómenos como el del clientelismo y la 

corrupción. 

La dispersión de las demandas ciudadanas establecidas en cada Programa Parcial es el segundo 

factor que configura la presente restricción, aquí se considera que entre menos concentradas se 

. encuentren las demandas territoriales en acciones especificas mayor será la posibilidad de 

debilitar la acción gubernamental orientada a la atenciÓn de éstas. Además de desgastar los 

procesos de planeación urbana participativa por la falta de productos institucionales concretos en 

el territorio resultado de cada programa. 

Este factor se estructura en tres grupos de demandas: las asociadas a generar prácticas publicas 

orientadas a regular las actuaciones privadas en el territorio de cada programa, las asociadas a la 

inversión en infmestructum urbana y las denominadas "grandilocuentes" ·aquellas que pretenden 

impactar de manera contundente muchos ámbitos sin concretar en nada en particular·. 

El primer grupo de demanoas, el de las acciones en materia de regulación pública, se encuentra 

concentrado en el ámbito de usos de suelo, especialmente lo relacionado con el comercio y el 
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trasporte público. Estas demandas son concretas y se orientan a que las autoridades 

delegaciona les y distritales ejerzan control sobre el comercio informal que invade espacio 

público de la zona y sobre el parqueo ilegal de camiones, peseros y combis en los territorios del 

programa. 

El segundo grupo de demandas, las de infraestructura urbana, es e l más disperso, el más 

propenso a la inercia gubernamental, no sólo por lo oneroso que resulta la inversión en este tipo 

de infraestructura sino también por la dispersión tenitoria l de las demandas. Las vfas, los 

equipamientos, las redes de servi~ io s públicos superan más del 70% de las 81 7 demandas 

establecidas en los programas analizados. En promedio en cada tcnitorio susceptible de 

Programa Parcial se tendrlan que construir 22 vías y/o puentes vehiculares y peatonales. 21 

equipamientos y 12 intervenciones para la construcción y/o mantenimiento de redes de servic ios 

públ icos en un lapso no superior a seis años. Por ejemplo, si el conjunto de territorios de la 

delegación de Miguel Hidalgo tuviera este promedio de demandas en el que se encuentra inscrito 

el programa Zona Patrimonial Tacubaya --el cual tiene el 2,5% del área total de la delegación-. 

las demandas hacía el gobierno delegacional y distrital estarían en el orden de 880 para vías y/o 

puentes vehiculares y peatonales, 840 equipamientos y 480 intervenciones para la construcción 

y/o mantenimiento de redes de servicios públicos. Un flujo de demandas que claramente 

saturarlan la capacidad de respuesta gubernamental. 

Finalmente e l tercer grupo de demandas denominadas "grandilocuentes" son aquellas que se 

expresan en enunciados amplios, generales y que pretenden obligar intervenciones públicas y 

privadas orientadas a superar situaciones socialmente problemáticas de naturaleza compleja por 

su carácter multidimensional. Aunque en los programas analizados este tipo de demandas son 

reducidas, si existen y se encuentran asociadas especialmente a temas de productividad, 

movilidad, seguridad y vivienda. Por ejemplo en el programa Nápoles, Ampliación Nápoles y 

Noche Buena se estableció como demanda «mejorar la calidad del aire de la zona" o en el de 

Santa Maria La Ribiera "solucionar los problemas del trasporte local" o la " recuperación del 

derecho a la vfa" en e l de San Andrés Totoltepec. Aquí el tipo de respuesta gubernamental como 

la demanda misma es incierta. Cualquier tipo de acción gubernamental puede estar asociada a 

cumplir con éstas. Por ejemplo, al cumplir con cierta demanda asociada al cambio de ruta de 

cierta empresa de transporte público, podría, además de satisfacer la demanda especi fica, aportar 

a la solución de las tres demandas -calidad del aire, problemas de trasporte local y recuperación 

del derecho a la VÍa-. Se aftrma que este tipo de demandas no saturan la capacidad de respuesta 

gubernamental, incl uso, éstas pueden servir como "comodín" de la acción de gobierno, ya que 
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puede adelantar acciones de iniciati va propia aduciendo -por lo generales e inciertas que son las 

demandas- que la acción responde a la atención de estas demandas. 

5.2.2. Restricciones exógenas 

En el presente estudio de caso se afinna que entre (1) más inestables sean las reglas que regulan 

el proceso, (2) mayor sea la confrontación intergubernamental y (3) sea nula la disposición de 

los actores afectados por el instrumento a colaborar mayores serán las restricciones para la 

aplicación de los Programas Parciales. La variable dependiente -Y-es la magnitud de las 

restricciones al proceso de aplicación del instrumento y las independientes -X I , X2 y X3-son las 

tres restricciones que influencian el proceso. 

Ta bla 16. Restr icciones exógenas 

Restricciones exógenas 

Caso de estudio y Xl Xl 

Miyores restrla:lones il lnembilid.ld de: 11$ (ooYronlidón 
proce50de: ,.s que: reculin ti 1nUt'lubernilMnQl 
Implemenw:1ón 

~-
MeNns rnuictlo:lne$il (~enl. COIII'dlf1KkSn 

..-" ..... ' .. rClÑn.t i ..... ,~ 

r ~kIn ..-

Fuente: elaboración propia. 

5.2.2.1. lne1tabilidad en los m .... cos j uridico 

Huli dlsposkkln de 101 iCtOres 
.Iectidm en l. re,ulKIón. 
calibcnr 

DlspaaIci6n .. 101 idDreI 
i' ...... enlllreclllid4ni ""_ . 

La estabilidad de las reglas que estructuran el instrumento pueden observarse mediante dos 

variables: la variación del marco jurídico "base" de los Programas Parciales y la variación del 

marco jurídico de "contex.to" que incide directamente sobre el marco jurídico "base". La primera 

pennite analizar las variaciones de las regJas que de manera directa y específica le dan vida y 

forma al instrumento, y la segunda observa las variaciones en las reglas, que sin ser del conjunto 

anterior, inciden directamente sobre éstas. Se afirma que entre menos estables sean las reglas 

que conforman tanto el marco jurídico "base" como el de "contexto" mayores serán las 

restricciones al proceso de aplicación de los Programas Parciales en la ciudad de México. 
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El conjunto de reglas "base" que estructuran el instnLlnenlo de Programa Parcia l no han sido 

modificadas desde la expedición de la Ley de General de Desarrollo Urbano de 1996 y su 

respectiva reglamentación. Independiente de cualquier tipo de va loración de corte normativo 

sobre la claridad y suficiencia de estas reglas, podría afinnarse que han sido estables desde su 

expedición y posterior aplicación en la Ciudad de México. 

No ha variado desde 1996 el texto específico que crea la figura de programa parcial, ni la escala 

de aplicación del instrumento, tampoco su sujeción jerárquica a los Planes de Desarrollo Urbano 

y a los Planes Delegacionales de Desarrollo Urbano. Todo lo que se encuentra vinculado a este 

marco jurídico "base" ha tenido una estabilidad que favorece los procesos de aprendizaje 

inst itucional sobre el proceso Implementación - Diseño. 

De igual fonna el marco jurídico de "contexto" que otorga atribuciones a las autoridades 

distrítales y delegacionales para planear de manera participativa el desarrollo de ciertos 

territoríos delegacionales no ha variado. Las competencias en este ámbito, establecidas en el 

Estatuto de Gobierno de la ciudad, no han variado. Tampoco han variado las reglas que otorgan 

competencias tanto a las autoridades distritales y delegacionales para ejercer prácticas de 

regulación pública sobre los usos de suelo en la ciudad. 

En general, tanto el marco jurídico "base" como el de .... contexto .. han tenido un comportamiento 

estable para la aplicación del instrumento Programa Parcial. Sin embargo, a finales del año 2000 

con la expedición del Bando 2 del entrante Jefe de Gobierno lópez Obrador se vio claramente 

debilitados los procesos de algunos Programas Parciales ubicados en las delegaciones de Álvaro 

Obregón, Coyoacán, Cuaj imalpa, lztapalapa, Magdalena Contreras, Milpa Alta, Tláhuac, Tlalpan 

y Xochimilco. Pues al restri ngir el crecimiento de unidades habitacionales y desarrollos 

comerciales en estas delegaciones muchos Programas Parciales aprobados entran en conflicto 

con la estrategia de desarrollo urbano del gobierno de López Obrador, ya que algunas de las 

demandas expresadas en los programas de estas delegaciones se encuentran tanto en la necesidad 

de vivienda nueva como de regularización y mejoramiento de asentamientos irregulares ubicados 

en las zonas de crecimiento prohibido en la ciudad. 

Pero en lo que tiene que ver específicamente con el proceso Implementación - Diseño la 

estabilidad en las regJas que estructuran el instrumento y su aplicación no son una restricción al 

proceso de aplicación del instrumento. 
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5.2.2.2. Interacción inlergubernamental 

Las interacciones gubernamentales necesarias para el proceso de Implementación - Diseño de 

los Programas Parciales de la Ciudad de México son únicamente entre dos esca las de gobierno la 

distrital y la dc1egacional. En la escala distrital se encuentra e l Gobierno y la Asamblea 

Legislativa del Distrito Federal, en la otra escala sólo se encuentra e l gobierno deJegacional La 

relación entre cada una de estas escalas, por las características mismas de la democracia 

representativa de México, tiene un VÍnculo estrecho con el partido político que gobierne la 

c iudad y cada una de las delegaciones y con el que tenga mayorías parlamentarias en la 

Asamblea Legislativa. 

En este orden de ideas, en el periodo t 997 - 2000, la relación entre el Jefe de Gobierno y los 

Delegados de cada demarcación territorial, al ser los segundos elegidos por el primero, era de 

naturaleza j erárquica. Es decir, no existió un conflicto relevante que reflejara ante la opinión 

pública la fractura entre estos dos niveles de gobierno en la aplicación de estos instrumentos. En 

el periodo 200 1 - 2006, con el cambio del diseño institucional de la ciudad, los Jefes 

Delegacionales son electos popularmente. Este cambio trae consigo la posibilidad de que el Jefe 

de Gobierno y el Delegacional militen en partidos políticos distintos, cuestión imposible con el 

régimen anterior. Esta era la composición de las jefaturas delegaciones por partido político en los 

cinco Programas Parciales analizados para este periodo: 

Tabla 17. Jefes delegacionales 2001 - 2006 

Ddcglti6" ProgrlmlS Plrtilltt Periodo 
Plrtido 

Nombrc Delqldoll 
Polhko 

Nlropoles, Ampliación Nlropoles 
Eduardo Monles 

Benito Ju'n:z 2001- 2003 PAN Domlnguc:¿lJose Espina 
'1 Noche Buena Von Rochrich 

Ccnu de la Estrella Vlctor ",'" Clrigo 
Iztapalap. 

Sierra Santa Catarina 
2003 - 2006 PRO VizquezlRicardo Evia 

Ramlrez 

Milp. Alta Milpa Alta 2001 - 2003 PRO 
Guadalupe Chavil'l de ,. 
R_ 

nalp.n San Andrés TotoItcpcc 2001 - 2003 PRO Gilbato López '1 RivlS 

Fuente. elaboración propll con base en datos deI IEDF. 

Del conjunto de programas seleccionados parn este periodo, únicamente el de Nápoles, 

Ampliación Nápoles y Noche Buena fue construido con un gobierno delegacional y distrital con 

adscripción partidista disfmil. Desafortunadamente, para este Programa Parcial únicamente se 

tuvo acceso a la información publicada en el decreto y en el diario de debates publicados por la 

Asamblea Legislativa. Al proceso especifico de interacción entre la Seduvi, la Delegación y la 
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ciudadan ía para la fonnulación del programa no se tuvo acceso alguno. Sin embargo, existen 

algunas evidencias que penniten sugerir que e l proceso se basó en un acuerdo entre el PRD y el 

PAN orientado a surtir de manera ági l programas estratégicos para cada partido. Una de las 

evidencias es la expedición de un solo d ictamen y un solo Acuerdo a l interior de la Asamblea 

para la expedición de tres programasl26 el 27 de agosto de 2002, dos de ellos con gobierno 

delegacional del mismo partido político del gobierno distrital y uno e l de Benito Juárez con 

adscri pción Pani sta. 

Esto también puede estar sustentado en la fonna como se encontraba establecida la distribución 

partidista en la Asamblea Legislativa del periodo, en donde e l PRO habla perdido la mayoría 

parlamentaria que ostentaba el periodo inmediatamente anterior, y en ese momento la mayoría 

estaba expresada en la suma de las bancadas del PRD y PAN que ascendla a casi 60% del 

conjunto de representantes. No es entonces ingenuo sugerir que el dictamen y la votación en 

bloque de estos tres programas respondían a un acuerdo entre partidos políticos. 

Gráfico 37. Distribución partidista. Elecciones ALDF 1988-2006. 

Distribución partidisla 
ElecclonesALDF 1988-2006 
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Fuente: Contreras. Yency(2009) 

Esta distribución partidista también pennite comprobar la afi nnación que en las interacciones 

gubernamentales en el primer periodo .le estudio 1997 - 2000 reinaba la unanimidad, ya que el 

PRD tenia el control tanto de los gobiernos dclegacionales como del distrital, as! mismo tenía el 

60"10 de control en la Asamblea Legislativa. 

lJi¡ San Andres Totoltcpcc de la dek:gación de Tlalpan. Milpa a lta de la delegación con e l mismo nombre y Nápoles, 
Ampliación NápoJcs y Noche Buena de JJenito Juárez. 
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5.2.2.3. Disposición de los aclores no gubern amenta les involu crados 

Una de las interacciones necesarias para el proceso de lmplementación - Diseño de cada uno de 

los Programas Parciales es la que tiene que ex istir entre las agencias gubernamenta les con 

responsabilidad inst itucional sobre el proceso y la denominada "ciudadanía". Esta interacción 

toma aún más trascendencia cuando se observa que el propósito final de la aplicación de este 

instrumento es generar prácticas " realmente democ ráticas" en donde los procesos de 

partic ipación "si sean reales". 

En el análisis que hacen Pressman y Wildavsky de la denominada "complex ity of joint ael ion" 

afinnan que esta se encuentra asociado no sólo a las agencias gubernamentales que se involucran 

en la implementación del instrumento, sino también a los diferentes individuos y organizacion es 

civiles que intervienen con diversos intereses, intensidades y grados de compromiso en el 

proceso. Es decir, asf sea la Seduvi la responsable instituciona l del producto final de la 

planeación participativa, estos actores pueden detener o hacer más lento la generación de éste en 

cualquier momento. 

Aunque el térmi no "c iudadanía" sea genera l y di sperso éste engloba los actores no 

gubernamentales involucrados en el presente análisis. Aquí la restricción se expresarla en dos 

criterios: la confianza hacia las oficinas gubernamentales encargadas del proceso de 

Implementación - Diseñ.o y la confrontación de intereses entre una y otra organización y entre 

organizaciones y autoridades públicas en relacionado con temas específicos del proceso de 

planeación urbana. 

El primer criterio tiene un vínculo con los procesos de democratización meXIcanos, 

específicamente con la llegada de gobiernos de la ciudad, tanto d istritales como delegacionaJes, 

elegidos populannente. Con la llegada de estos gobiernos la ciudadanía organizada tuvo un 

nuevo interlocutor, que por un lado era más afm ideológicamente a las demandas populares y por 

otro, a partir del 2000, una instancia de gobierno más accesible, por su cercanfa, a las demandas 

de esta ciudadanía organizada. Aquí la denominada "cris is de la representación polít ica" se veía 

opacada en la ciudad, pues con la llegaba al poder de este nuevo se generaban grandes 

expectativas de cambio. Esto jugó clarnmente a favor de los procesos de planeación participativa 

en la ciudad, especialmente en la confianza entre la ciudadanía y las agencias gubernamentales 

encargadas de la Implementación - Diseño. 
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En el conjunto de Programas Parciales al cual se tuvo acceso a los anexos del proceso de 

planeación participativa, ninb'llnO evidenció problemas de desconfianza entre organi zaciones y 

autoridades que minaran fuertemente el proceso. Sin embargo en el caso del programa para San 

Mateo y Santa Rosa ubicados en las delegaciones de ÁJ varo Obregón y Cuaj imalpa 

respectivamente, cuando se intentó llevar a cabo el proyecto de Programa ParciaJ se encontraban 

confrontadas entre si por cueStiones de tenencia de la tierra. Problema que se expresó y 

profundizó en el proceso de planeación, asi el programa no definiera en sí derechos de propiedad 

"en alguna ocasión literalmente sacaron a pedradas a los compañeros que estaban ahí tratando de 

explicar las cosas" finalmente este programa no avanzó más. Un ejemplo también importante es 

el caso del Centro Histórico de Coyoacán en donde el proceso de revisión del programa no se 

pudo concluir con éx ito por fuertes enfrentamientos entre residentes, comerciantes e 

inversionistas por los usos de suelo. Acusando a la Seduvi y a los consultores encargados de este 

programa de tomar partido por uno u otro grupo. 

Puede que por el acceso reducido a los documentos soporte de los procesos de planeación 

participativa esta restricción no logre analizarse con los insumas necesarios para detenninar una 

opinión más contundente. 
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6. Dos ciudades, dos instrumentos, dos ru tas de ges tión pública de la 
ciudad 

El aná lisis de la aplicación de estos dos instrumentos de planeación urbana en las ciudades de 

Bogotá D.C. y México D.F. permite identificar tanto elementos comunes, como di símiles en la 

fonna como se gestiona y organiza el espacio construido y cómo se regulan los usos y usufructos 

del suelo en ambas ciudades. Si bien metodológicamente no se puede afirmar que la presente 

investigación es un "estudio comparativo", el análisis de estos dos casos, además de las 

reflexiones propias de cada instrumento, posibilita generar ciertas conclusiones de tipo 

comparado. 

Para este propósito, el presente capítulo se encuentra estructurado en dos apartados. El primero 

se encuentra vincu lado a la forma como dialogan ambos instrumentos desde una valoración 

eminentemente nonnativa. Aquí se comparan las estructuras formales que defmen el instrumento 

y a partir de esto se analiza su naturaJeza, sus propósitos y sus respectivas interacciones y 

productos. El segundo apartado, analiza de forma comparada las restricciones en la aplicación de 

cada uno de estos instrumentos. Sintetiza la influencia de cada una de las restricciones en cada 

caso y determina los elementos comunes y divergentes expresados en cada ciudad. 

6. 1. Lo susceptible de comparación en el diseño de los instrumentos 

Las coincidencias desde un análisis normativo de cada uno de estos instnunentos y sus 

respectivos procesos de aplicación en realidad son pocas, éstas se expresan más en el ámbito 

nonnativo, que en el propio campo de la implementación. El primer elemento compart ido es que 

ambos instrumentos se encuentran vinculados a la misma escala de planeación urbana, 

determinada como aquella que afecta a las demarcaciones territoriales al interior de las 

localidades/delegaciones. Esto hace que las decisiones tomadas en el diseño del instrumento 

tengan una sujeción piramidal a las decisiones expresadas en los instrumentos de jerarquía 

superior. Es decir, son instrumentos de planeación en ordenamiento territorial acotados por 

decisiones públicas de mayor escala, que tienen su área de influencia en espacios específicos al 

interior de una delegaciónllocalidad de la ciudad. 

Otro elemento compartido es la interacción obligatoria entre las personas responsables del 

proceso de Implementación - Diseño del instrumento y los actores sociales y gremiales afectados 

por el instrumento. Sin esta interacción, dos de los tres productos institucionales parciales 
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necesarios para la expedición de cada plan-programa quedarían a la deri va, pues nonnativamente 

se requiere la participación de estos actores en el diselio del proyecto de cada plan-programa y en 

la consulta del mismo con las autoridades de planeación de la ciudad. 

El último elemento compartido que tienen estos dos instrumentos es que el producto fina l de 

todo el proceso de implementación - diseño es un documento normativo, expedido por las 

autoridades distritales con competencias en ordenamiento territorial , que regula las 

intervenciones fisicas, usos y usufructos de cierto territorio local - delegacional. Lo anterior le da 

una connotación distintiva al proceso, ya que la responsabilidad institucional de l desempeño del 

instrumento no sólo es de la agencia gubernamental responsable de los productos parciales, sino 

también de los representantes políticos que expiden el documento nonnaLi vo. 

Los elementos de contraste, por su parte, son los que más se expresan en todo el análisis de estos 

dos instrumentos. La naturaleza y propósitos, los actores y sus respectivas interacciones, los 

resultados específicos de cada producto y la injerencia de las restricciones en la aplicación del 

instrumento presentan resultados divergentes entre una y otra ciudad. Esto es interesante ya que 

desde el análisis normativo las diferencias no se evidencian con tal fuerza entre ambos casos, 

incluso los elementos compartidos son los que predominan en la comparación de ambas 

reglamentaciones. 

El primer elemento de contraste es la naturaleza de cada instrumento. Ésta es sin lugar a dudas la 

que condiciona el resto de elementos, ya que es la que detennina los propósitos, y éstos, 

siguiendo esta cadena causal, detenninan los productos, actores, interacciones y hasta las mismas 

restricciones de cada instnunento. La naturaleza de los Planes Parciales tiene su principal 

vínculo con el ejercicio de regulación pública y la de los Programas Parciales con la atención de 

demandas urbanas territoriales. El propósito del primero pretende, mediante el ejercicio de 

regulación pública, impactar el diseño del trazado urbano y financiar obras de infraestructura 

pública en territorios pertenecientes a la escala local. Por su parte, el segundo tiene como 

propósito determinar participativamente una serie de intervenciones flsiC8S y de regulación 

pública sobre los usos de suelo en tenitorios pertenecientes a la escala delegacional. Dos 

propósitos completamente distintos, un instrumento obliga y exige de los privados ciertas 

contribuciones al desarrollo urbano el otro fonnaliza ciertas demandas territoriales para que los 

gobiernos de la ciudad orienten inversiones en infraestructura, servicios y acciones de 

regulaciones de usos de suelo. 

133 



Por su parte los actores y las interacciones existentes en cada proceso tienen W1a lógica que 

podría denominarse como contraria, ya que para el caso de la ciudad de Bogotá los actores no 

gubernamentales que interactúan con los responsables institucionales de los Planes Parciales son 

gremios de la construcción que pretenden desarrollar predios no urbanizados para el negocio 

inmobiliario y el escenario de la interacción es restringido para estos dos tipos de actores. En 

relación con el caso de la Ciudad de México los actores no gubernamentales que interactúan con 

los responsabl es institucionales de los Programas Parciales son asociaciones vecinales, sociales, 

civiles y ciudadanos no organizados y el escenario de la interacción es amplio e incluyente para 

el conjunto de actores. La primera interacción se caracteriza por la negociación entre dos actores, 

con intereses claramente definidos, de un proyecto de desarrollo urbanistico, en donde los 

responsables institucionales mediante el ejercicio de regulación pública exigen ciertas 

condiciones para otorgar los pennisos de urbanización. Por su parte la interacción en el proceso 

fonnulación de los Programas Parciales, se caracteriza por la negociación entre actores no 

gubernamentales para la inclusión de demandas o reivindicaciones tenitoriales en el texto final 

del programa que en tcorla obliga a los gobiernos del Distrito Federal a satisfacer cada una de 

éstas. 

El otro elemento de contraste se encuentra relacionado con los productos específicos de cada 

uno de los instrumentos. Este elemento bace mención a lo estipulado en cada documento 

producto del proceso de plancación, no al producto general que seria el documento en si. En 

relación con el contenido de los Planes Parciales se observa que este se encuentra estructurado 

como una transacción entre dos partes, en donde una parte asume compromisos concretos por el 

derecho a urbanizar predios en la ciudad y la otra penuite que se usufructúe fonualmente una 

proporción del suelo urbano a cambio de cesiones públicas de suelo. Por su parte, e l contenido 

de los Programas Parciales se encuentra estructurado de manera unidireccional, en donde existe 

un claro demandante territorial de inversión en infraestructura y servicios que no se compromete 

a contraprestación alguna por atraer este tipo de inversión pública. 

Finalmente, resulta lógico que las restricciones expresadas en el proceso de aplicación del 

instnunento sean igual de divergentes que los instrumentos analizados. Si la naturaleza, los 

productos institucionales y los actores del proceso de Implementación - Diseño son tan distintos, 

las restricciones que se expresan en cada uno de éstos igualmente lo serán. Como lo muestra el 

caso de la ciudad de Bogotá, los instrumentos que pretenden ejercer regulación pública sobre las 

intelVenciones privadas en suelo urbano son los que más restricciones presentan en ·SU 

aplicación; en donde los factores exógenos son los que mayores limitantes le imponen al 
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proceso, ya que los actores sujetos de esta regulación influyen de manera poderosa sobre los 

ámbitos jurídicos y políticos de escala nacional para lograr debilitar las atribuciones que tienen 

los responsables distrita les instituc ionales para adelantar este proceso regulatorio. Por su parte, 

en el caso de la Ciudad de México se observan unas restricciones exógcnas que poco se 

interponen a la apl icación del instrumento pues los marcos jurídicos que Jo reb'l.dan son estables y 

no existió algún tipo confrontación entre niveles de gobierno. 

Las restricc iones endógenas de los Planes Parciales tienen una dificultad innata o .. restricción 

naturaf' propia de los procesos de urbanización fomlal de cualquier ciudad: el alto número de 

actores institucionales con responsabilidades concretas en el producto final de la planeación. 

Esto origina una dispersión de los productos institucionales parcia les y un número elevado de 

trámites asociado a la superación de filtros en cada una de las 16 agencias i,,'Ubemamentales 

responsables de la aplicación del instrumento. A diferencia de Jo ocurrido en Bogotá, las 

restricciones endógenas de los Programas Parciales se encuentran asociadas a la interacción de 

un número elevado de actores no gubernamentales que revelan preferencias y generan estrategias 

para que cada uno de sus intereses quede plasmado en el documento de planeación; la variedad, 

dispersión territorial y temática de estos actores y sus respectivos intereses hacen que sus 

demandas tengan poco arraigo con la real capacidad de respuesta de los gobiernos delegacionales 

y distrital. 

Estas conclusiones, sin pretender caer en absolutos, exploran dos perspectivas en muchos casos 

planteadas como dicotómicas: desde las personas responsables institucionalmente de ejercer 

gobierno a través de la regulación y la inversión pública y desde las personas que sin ningún 

vínculo formal con la administración pública de la ciudad movilizan recursos revelando y 

difundiendo preferencias para que la regulación pública no afecte o afecte poco sus intereses y 

para atraer inversión gubernamental a los territorios en donde se guarda algún tipo de usufructo. 

Desde la primera perspectiva el instrumento de la ciudad de Bogotá pennite concretar una 

estrategia gubernamental de ordenamiento urbano y financiación de su desarrollo mediante la 

regulación pública de los procesos de urbanización. Por su parte, el de la Ciudad de México lo 

obliga a incluir en la agenda institucional una serie de obligaciones que en condiciones nonnales 

de su ejercicio de gobierno no incluirían. Desde la perspectiva no gubernamental el instrumento 

de Planes Parciales supone una intervención pública contraria a los derechos de propiedad 

urbana y al negocio inmobiliario y de la construcción. Por su parte, los Programas Parciales son 

un instrumento que permite obligar al gobierno delegacional y distrital a realizar una serie de 
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intervenciones públ icas, detenninadas por las demandas y reivindicaciones ciudadanas y 

sociales, en ciertos territorios delegacionales. 

El diselio de los diferentes instrumentos de política debe valorarse a la luz de sus propósitos. No 

puede hacerse un juicio a un instrumento de ordenamiento urbano por su aporte en la 

consecución de objetivos asociados a la JX)lítica monetaria de la nación. El propósito central de 

los Planes Parciales era, mediante un ejercicio de regu lación pública, mejorar el di seño urbano y 

financiar el suelo y las obras en infraestructura pública de la ciudad; propósito abordado 

coherentemente en lo estipulado en cada uno de los Planes Parciales de la ciudad. Por su parte, el 

propósito central de los Programas Parciales era genera r procesos de planeación urbana 

participativa para la construcción de documentos públicos que contengan las diferentes 

demandas y reivindicaciones territoriales expresadas en cierta zona delegacional; propósito 

igualmente cubierto por el instrumento. 

Los cuestionamientos se encuentran asociados a la fonna completamente distinta de cómo se 

gestiona los usos y espacios de cada Wla de las ciudades desde dos instrumentos de escala y 

alcance similar. Los propósitos mismos de los Programas Parciales en la Ciudad de México son 

los que cuestiono, no sólo porque se encuentran orientados exclusivamente al proceso y no a la 

viabilidad misma de los resultados de la planeación participati va , sino también por dar cabida al 

debilitamiento de la credibilidad tanto institucional como de la participación ciudadana, pues al 

sobrecargar el gobierno con un amplio espectro de demandas territoriales imposibles de cumplir, 

se debilita paralelamente el procedimiento de planeación urbana participativa por la falta de 

resultados concretos expresados en el territorio. 
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6.2. Las restricciones desde un análisis comparado 

El conjunto dc las restricciones expresadas en la aplicación de los instrumentos se manifiestan de 

forma diferenciada en cada una de las ciudades. Tanto las endógenas, como las exógenas tienen 

un peso diferenciado dependiendo el caso, algunas pueden llegar a tener un comportamiento 

relativamente similar, mientras que otras pueden tener comportamientos completamente 

divergentes. Para lograr establecer esta categorización utilizamos cuatro de las seis variables 

independientes que definimos como las restricciones que son susceptibles de comparación. Ya 

que estas variables son independientes en ténninos generales miden el mismo fenómeno en cada 

uno de los casos. 

Las únicas restricciones que no son susceptibles de comparación son (1) la dispersión de los 

insumos necesarios para la aplicación del instrumento en el caso Bogotano y la dispersión de las 

demandas territoriales en el caso mexicano, ambas restricciones endógenas y (2) la disposición 

de los actores no gubernamentales a colaborar con el proceso de aplicación del instrumento en 

ambas ciudades, ambas restricciones exógenas. 

Estas restricciones no susceptibles de comparación miden cosas distintas: la primera intenta 

establecer para el caso bogotano la dispersión de los insumos institucionales y. en el mexicano 

da cuenta de la dispersión de las demandas territoriales en cada programa parcial . La segunda 

restricción susceptible de comparación tiene objetos de estudio de naturaleza distinta. El caso 

bogotano da cuenta de la interacción entre los actores instituciona les responsables de l proceso de 

regulación y los actores inmobili arios sujetos de ésta. En cuanto al caso mexicano, la interacción 

se establece entre los actores institucionales responsables del proceso de planeación participativa 

y las personas -pertenecientes o no a una organización social, civil o política- que se vinculan al 

proceso. Igualmente, los actores que se relacionan en la aplicación de cada instrumento con los 

responsables institucionales tienen diferencias abismales tanto en los fines mismos de la 

interacción -menos Estado en el caso bogotano, más Estado en el caso mexicano-, en la forma 

CÓmo revelan sus preferencias, así como en la fonna de movilizar recursos y relacionarse con las 

diferentes esferas de poder. 
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Tabla 18. Restricciones susceptibles de comparación 

Xl XZ 

Restr icciones endógenas 

Coherencia en las reglas Número de agencias Involucradas 

Bocot' - Mixico 
Restricdones exóg:enas 

Estabilidad jurídica-normativa Interacción inteflubet'namental 

Fuente: elaboradÓfl propia. 

Las dos variables de las restricciones endógenas susceptibles de comparación lienen un 

comportamiento divergente en la aplicación del instrumento en cada ciudad. En lo relacionado 

con la restricción asociada a la coherencia de las reglas que estructuran el proceso de aplicación, 

en el caso de la ciudad de Bogotá observamos que tiene un peso significativamente importante, 

ya que dos de los tres ámbitos centrales de regulación del instrumento son débi les 

nonnativamente. El ámbito del diseño urbano, como se planteó anterionnente, descansa en la 

percepción del encargado institucional de la aplicación. Al respecto, nonnali vamente no existe 

ningún tipo de criterio técnico para tomar las respecti vas decisiones de diseño, cuestiÓn que en 

muchos casos desata serias confrontaciones con los promotores urbanos sujetos de la regulación. 

Por su parte, el ámbito de regulación asociado a las cargas generales es tal vez el que más peso le 

otorga a esta restricción, ya que la inestabilidad de la jurisprudencia vinculada a la legalidad del 

cobro de cargas generales, hizo que la aplicación de ese ámbito titubeara en muchas ocasiones 

por el temor a que las acciones regulatorias estuvieran ajustadas a la legalidad. 

Esta restricción en el caso mexicano también tiene un peso relativamente importante. Si bien dos 

de los tres ámbitos reglamentados en el marco legal no tienen ninguna connotación negativa, en 

los actores que se encuentran obligados de hacer parte del proceso es donde la variable se 

convierte en restricción. Lo anterior debido a que uno de los principales actores obligados a 

integrar la planeación participativa era la denominada "ciudadanía", un ténnino vago que dio pie 

a una serie de dificultades y confrontaciones en el proceso de aplicación del instrumento. En un 

primer momento, la dificultad de los encargados institucionales de la planeación de definir a 

quién se invita al proceso y por qué; y otro momento, la confrontación entre los ciudadanos que 

part icipan, entre los cuales existen algunos que se autodenominan " legítimos" para poder señalar 

y desprestigiar la existencia de otro grupo de ciudadanús, que según los primeros, no deben hacer 

parte del proceso de planeación urbana. 
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El comportamiento de la restricción endógena asociada al número de agencias gubernamentales 

involucradas es claramente divergente en la aplicación del instrumento en ambas ciudades. 

Recordemos que entre mayor sea el número de agencias gubernamentales involucradas en la 

generación de "ourpws" instituciona les, en mayor medida se expresará la restricción. En el caso 

mexicano, sólo una es la o licina responsable de generar los productos institucionales para el 

proceso de planeación participativa, cuestión ideal para la aplicación del instrumento. Contrario 

a esto, en el caso bogotano son más de doce agencias las involucradas y responsables de generar 

productos institucionales para concretar en un documento nonnativo la regulación pública sobre 

los procesos de urbanización en la ciudad. La anterior, es una restricción con un peso 

detenninante, ya que cada agencia tiene sus propios "sentidol' de urgencia" que configuran los 

tiempos y las dinámicas en la generación de cada producto. 

La fo rma como se expresan las dos restricciones endógenas en cada uno de los instrumentos 

pennite detenninar que éstas tienen un mayor peso en el caso bogotano. En la primera restricción 

-coherencia en las reglas-, dos de los tres ámbitos que la estructuran tienen serias connotaciones 

negati vas para la aplicación del instrumento. En la segunda, el número de agencias involucradas 

supera en 11 el número de agencias vinculadas en el proceso mexicano. La única restricción 

endógena que afecta de manera signilicativa la aplicación de los programas parciales en el 

Distrito Federal es la asociada a la coherencia de las reglas; sin embargo, de los tres ámbitos que 

la afectan, sólo una tiene connotación negativa en el proceso de aplicación del instrumento 

mexicano. 

En lo relacionado con las dos restricciones exógenas susceptibles de comparación podemos 

observar un comportamiento igualmente disímil entre los casos. Los marcos juridicos en el caso 

mexicano tienen una marcada estabilidad desde el ai'lo de 1996. Tanto el marco "base" como el 

de "contexto"; no tienen ningún tipo de variación desde la expedición de la Ley de Desarrol1o 

Urbano y su respectivo reglamento, cuestión que permite cierta certidwnbre institucional en la 

aplicación del instnunento. 

A diferencia de este caso, los marcos jurídicos en el instrumento bogotano tienen una profunda 

inestabil idad. Desde la aparición del instrumento en el año 2000 el marco juridico "base" ha sido 

afectado por 11 nonnas, tanto nacionales como distritaJes que transforman profundamente los 

ámbitos específicos de la regulación pública y los procedimientos fonnales que rigen la 

aplicación del instrumento. Igualmente, · el denominado marco jurídico de "contexto", 

especificamente el relacionado con la atribución pública de exigir cesiones para cargas generales, 
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ha sido modificado de fonna pennanenle, no sólo desde la apl icación concreta del instrumento, 

sino desde la expedición de piezas nonnati vas en la década de los ochenta y noventa. La 

incertidumbre jurídica en este ámbito de reb'lllación genera cierta inacción lanlo dc los 

responsables institucionales del proceso de aplicación, como de los jueces de la nación que 

interpr<.1an las leyes asociadas a eSle ámbito. 

La restricción asociada a la interacción gubernamental tampoco se expresa en magnitudes 

similares en la aplicación de ambos instrumentos. En el caso mexicano, esta restricción se 

manifiesta tibiamente, no por el número de interacciones necesarias entre instanc ias de 

representación política en la ciudad -delegacional, di strital (gobierno y asamblea)- para la 

aprobación fonual de cada programa, sino por la avenencia de esta interrelación. Es decir, la 

única inslancia que no versó con la unanimidad perredista en la ciudad fue la Asamblea 

Legislativa en 2001 - 2003. Sin embargo, en la revisión de los diarios de los debates en el mismo 

periodo no existió traba alguna en la aprobación de los programas parciales presentados por el 

gobierno de la ciudad. 

En lo relacionado con las instancias delegacionales de representación política, de los programas 

parciales estudiados, únicamente un programa se aprobó en una delegación con gobierno distinto 

al PRO, el cual tuvo una expresión normativa di stinta al resto de programas: se aprobaron en una 

misma pieza legislativa tres programas, dos en delegaciones gobernadas por el PRO Y una por el 

PAN. Esto puede dar algunos indicios de un proceso agregativo al interior de las instancias de 

representación política de la ciudad, en donde los actores políticos aceptan ciertas preferencias 

del otro a cambio de satisfacer algunas propias. 

La interacción gubernamental, en el caso bogotano, si representa una fuerte restricción al proceso 

de aplicación del instrumento. Si bien en la estructura normativa de la aplicación de los planes 

parciales no existe ningún tipo de interacción entre el gobierno distrital y el nacional, este último 

debilitó fuertemente la aplicación del instrumento por dos vías: la política y la jurídica. La 

primera, mediante declaraciones públicas en tomo al desempeño equivocado del gobierno de la 

ciudad tanto en la producción nonnativa como en la práctica burocrática en la aplicación del 

instrumento. La segunda, mediante la expedición de una nonnatividad de escala nacional que 

regula los procesos de urbanización en el país, contraría a la existente en la ciudad de Bogotá. 

Bajo estas vías, el gobierno nacional debilitó deliberadamente el proceso de aplicación del 

instrumento. 
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La fonna como se expresan las restricciones exógenas en cada uno de los casos de estudio 

pennite detenninar que el instrumento en la ciudad de Bogotá tiene mayores restricciones, que el 

instrumento en la Ciudad de México. Las dos restricciones exógenas se manifiestan de manera 

acentuada y constante en la aplicación de los planes parcia les a diferencia del caso mexicano, en 

donde existe una estabilidad constante en los marcos jurídicos "base" y de "contexto" y el 

relativo unanimismo pcrredista en las dos escalas de gobierno de la ciudad, situación que hizo de 

la interacción gubernamental una especie de monólogo de partido. 

Tanto las restricciones endógenas como exógenas se manifiestan en mayores magnitudes en el 

proceso de aplicación del instrumento Plan Parcial de la ciudad de Bogotá. Esta configuración se 

encuentra claramente vinculada con la naturaleza y los propósitos mismos del instrumento. 

Aplicar un instrumento de naturaleza regulatoria en donde se restringe en cierta medida el 

ejercicio de los derechos de propiedad y de libre empresa en una ciudad donde el usufructo del 

suelo produce grandes ganancias a constructores y agentes inmobiliarios, genera mayores 

restricciones que la aplicación de un instrumento de planeación urbana participativa en donde se 

definen intervenciones fisicas deseables y se regulan los usos de suelo en un lapso de seis años. 

El instrumento bogotano tiene un carácter obligante explicito y se concreta en el momento en 

que los privados obtienen los respectivos pennisos de urbanización , posterior a la adopción de 

cada plan parcial. Por su parte, el instrumento mexicano no tiene carácter obligante, su 

concreción pasa por voluntades políticas -distritales y delegacionales· de inversión posteriores a 

la aprobación de cada programa. Este aspecto también ofrece elementos explicativos que dan 

cuenta de la magnitud del conjunto de restricciones en el caso bogotano, pues las estrategias 

orientadas a debilitar la aplicación del instrumento se encuentran claramente vinculadas con el 

impacto real que ésta puede tener en las dinámicas de los actores involucrados, cuestión que es 

indeterminada en el caso mexicano. Para este último, las intervenciones fisicas dependen de 

voluntades políticas relativamente penneables o proclives a la inacción; y en la regulación de los 

usos de suelo, las estructuras [onnales mexicanas penniten "saltarse" el ámbito regu latorio por 

medio de los denominados recursos de amparo, como sucedió en predios específicos de las 

delegaciones Benito Juárez y Miguel Hidalgo, en donde se superaron las alturas y los {ndices de 

construcción pennitidos por los programas parciales a través de esta figura jurldica. 

Finalmente, se puede afumar la idea de que las restricciones de un instrumento de planeación en 

ordenamiento urbano se deben valorar dependiendo la naturaleza, los propósitos y los resultados 

concretos del proceso de planeación. No se puede afinnar de tajo que un instrumento como el 
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Plan Parcial debe dejar de aplicarse por sus marcadas y profundas restricciones. o que los 

Programas Parcia les por no tener restricciones muy marcadas debe ser un modelo en el conjunto 

de instrumentos de planeación en ordenamiento urbano. Los propósitos y los productos 

concretos del instrumento de planeación son los que deben detenninar qué instrumento debe 

dejarse de aplicar o qué instnunento debe ser el modelo. Sin duda alguna el instrumento de la 

ciudad de Bogotá pennite generar insumos concretos en la política de ordenamiento urbano de 

las ciudades. Para el caso mexicano. la fonna lización de las estructuras asociadas con los 

Programas Parciales, responde a un momento espec ífico en la fonna de ejercer gobierno en la 

ciudad muy relacionada a generar procesos legítimos de planeación, distintos a los expresados 

anterionnente por los gobiernos del PRI. 
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